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E
s un honor presentar el decimoquinto nú-
mero de la Revista Especializada en Investiga-
ción Jurídica, una edición que refleja la diver-
sidad y profundidad de las investigaciones 
contemporáneas en el ámbito jurídico. En 

esta entrega se ofrecen aportes significativos a proble-
máticas actuales que abarcan temas que van desde el de-
recho electoral y la enseñanza del derecho internacional 
privado, hasta el análisis de instrumentos comerciales 
internacionales y la regulación de tecnología agrícola. 

Este número cuenta con seis artículos de gran relevan-
cia, los cuales reflejan la diversidad temática y el rigor 
metodológico que caracteriza a nuestra publicación. 
Además de aportar conocimiento especializado, tam-
bién generan propuestas y reflexiones que buscan in-
fluir en el desarrollo de las normas y prácticas jurídicas 
en México y más allá.

Los estudios y sus resultados seguramente serán de in-
terés y utilidad tanto para investigadores, académicos y 
profesionales del derecho como para estudiantes y per-
sonas involucradas en las problemáticas jurídicas con-
temporáneas. 

Agradezco la confianza y colaboración tanto de los au-
tores como de los integrantes del comité editorial, quie-
nes han hecho posible esta publicación, la cual es una 
contribución al fortalecimiento del conocimiento jurídi-
co y a la promoción del diálogo académico en beneficio 
de la sociedad.

Dra. Wendolyne Nava González
Editora en Jefe



6

J u a n  P a b l o  B o l i o  O r t i z 1

_________________________________

Fecha de envío: 19 de marzo 2024
Fecha de aceptación: 18 de julio 2024

Trazando el camino democrático: breve historia de las instituciones 
electorales distritales en México

Charting the democratic path: A brief history of District Electoral 
Institutions in Mexico

 
Resumen
Las instituciones electorales en México han atravesado un viaje tumultuoso a lo largo de su historia, lo que 

refleja la lucha constante por la democracia y la justicia electoral en el país. Este artículo analiza el desa-

rrollo de las mismas desde el siglo XIX hasta las reformas del siglo XXI. El objetivo es analizar su evolución 

identificando los cambios más significativos y los retos actuales. Con base en una metodología de historia 

jurídica, se examinan normas, leyes y decretos relevantes, y se consideran los contextos políticos y sociales 

de cada época. Los resultados destacan las transformaciones significativas en el diseño y las funciones de las 

instituciones electorales, así como los desafíos persistentes, como la influencia del crimen organizado y la 

desigualdad en el acceso a la participación política. La conclusión subraya la necesidad de reformas conti-

nuas para fortalecer la integridad y legitimidad de los procesos electorales en México.

Palabras clave: electoral, instituciones, historia, distrital.
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Ejecutiva del Instituto Nacional Electoral en Chihuahua. Correo electrónico: pablo.bolio@ine.mx ORCID: https://
orcid.org/0000-0001-6868-5585   

DOI: http://dx.doi.org/10.209883/reij.2024.2.1
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Abstract
Electoral institutions in Mexico have undergone a tumultuous jour-

ney throughout their history, reflecting the constant struggle for de-

mocracy and electoral justice in the country. This article analyses 

the development of these institutions from the 19th century to the 

21st-century reforms. The objective of the article is to analyze the 

evolution of electoral institutions in Mexico, identifying significant 

changes and current challenges. Using a legal history methodolo-

gy, it examines relevant norms, laws, and decrees, considering each 

era’s political and social contexts. The results highlight significant 

transformations in the design and functions of electoral institu-

tions and persistent challenges, such as the influence of organized 

crime and inequality in political participation. The conclusion em-

phasizes the need for ongoing reforms to strengthen the integrity 

and legitimacy of electoral processes in Mexico.

Keywords: electoral, institutions, history, district.

INTRODUCCIÓN

L
a historia de las instituciones electorales en 
México está marcada por una serie de etapas 
y eventos que han moldeado el panorama 
político del país. Desde la Independencia de 
México en 1821, las elecciones se convirtieron 

en un elemento fundamental de la vida política, aunque 
inicialmente eran dirigidas a una élite reducida. Duran-
te el siglo XIX se establecieron las primeras institucio-
nes electorales formales, pero el proceso electoral estaba 
plagado de irregularidades y manipulaciones por parte 
del gobierno.

A lo largo del siglo XX, México experimentó varios 
periodos de autoritarismo intercalados con intentos de 
democratización. Durante el régimen del partido único, 
que gobernó el país durante gran parte del siglo, las ins-
tituciones electorales estaban ampliamente controladas 
por el gobierno, lo que resultaba en elecciones marcadas 
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por el fraude y la falta de legitimidad. Esta 
etapa de hegemonía partidista llegó a su 
fin con las elecciones del año 2000, que 
marcaron un hito en la transición hacia la 
democracia en México.

Las recientes décadas han presenciado 
importantes reformas en las institucio-
nes electorales mexicanas con la creación 
del Instituto Federal Electoral (IFE), ahora 
Instituto Nacional Electoral (INE), como 
un organismo autónomo encargado de or-
ganizar y supervisar los procesos. La im-
plementación de tecnologías electorales 
y la introducción de medidas de transpa-
rencia han contribuido a fortalecer la in-
tegridad de los comicios en el país.

El planteamiento del problema retoma 
bibliografía actual de autores como Lo-
renzo Meyer, Soledad Loaeza, Roderic Ai 
Camp, Luis Carlos Ugalde, Joy Langston, 
Kathleen Bruhn y Andreas Schedler, quie-
nes han abordado diversas perspectivas 
sobre la evolución de las instituciones 
electorales en México, desde las raíces 
históricas hasta las reformas contempo-
ráneas. Estos estudios proporcionan un 
marco teórico sólido para comprender los 
desafíos persistentes y las transformacio-
nes en el sistema electoral mexicano a lo 
largo del tiempo.

El objetivo del presente artículo es ana-
lizar los cambios y continuidades de las 
instituciones electorales mexicanas. Con 
ello se pone sobre la palestra que la histo-
ria nos ayuda a comprender que México 

aún enfrenta desafíos significativos en el 
ámbito electoral, como la influencia del 
crimen organizado, la desigualdad en el 
acceso a la participación política y la per-
sistencia de prácticas clientelistas. La his-
toria de las instituciones electorales distri-
tales en México refleja, por tanto, la lucha 
continua por la consolidación de la demo-
cracia y la justicia electoral en el país, así 
como la necesidad constante de reformas 
para fortalecer la integridad y legitimidad 
de los procesos electorales.

El artículo sigue esta estructura: pri-
mero se explica la metodología con el 
uso del método histórico jurídico como 
herramienta central para desentrañar 
y contrastar los elementos jurídicos en 
contextos sociales y temporales específi-
cos. Luego se desarrolla el marco teórico, 
donde se exponen los elementos teóricos 
relevantes y se realiza un análisis crítico 
basado en la bibliografía actual. Posterior-
mente, se aborda el desarrollo del artículo 
con los temas de estudio cuya función es 
entender los cambios y continuidades de 
las autoridades electorales distritales. A 
continuación se presentan los resultados 
de la investigación y se finaliza el artículo 
con las principales conclusiones deriva-
das del estudio.

METODOLOGÍA

Este trabajo se enmarca en el área de co-
nocimiento de la historia del derecho, 
también llamada historia jurídica. Estos 
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estudios se centran en la interpretación de 
las instituciones desde el nivel macro (in 
abstracto) y son realizados a partir del aná-
lisis de normas, leyes y decretos. La apor-
tación de estas obras resulta muy útil para 
comprender los alcances en la legislación 
en la actualidad. Uno de los grandes retos 
de los estudios de historia jurídica radica, 
en términos de Dedieu, en el anacronismo, 
ya que privilegian el uso de terminología 
jurídica contemporánea para aplicarla 
en contextos históricos pasados (Dedieu, 
2000, pp. 14-28). 

Lo que se pretende es hacer un breve 
recorrido histórico jurídico durante los 
tres siglos que abarcan la evolución de las 
instituciones electorales distritales en Mé-
xico. Esta metodología implica adentrar-
se en fuentes primarias (textos legales) y 
registros bibliográficos para reconstruir 
el desarrollo de las instituciones electo-
rales a lo largo del tiempo. Requiere una 
consideración cuidadosa de los contextos 
políticos, sociales y legales en los que ope-
raron estas instituciones, así como una 
comprensión de cómo han evolucionado 
los conceptos y prácticas legales con el 
tiempo. 

Al emplear esta metodología, podemos 
obtener los orígenes, transformaciones y 
continuidades dentro del marco electoral 
de México, contribuyendo a una compren-
sión más profunda de la evolución demo-
crática del país y del papel del derecho 
dentro de ella.

MARCO TEÓRICO 

En este apartado se presenta una revisión 
de autores y posturas claves que han in-
fluido en el análisis de las instituciones 
distritales y la democracia en México. El 
campo de investigación en historia jurídi-
ca electoral en México ha experimentado 
un crecimiento significativo en los últi-
mos años, con un enfoque en el análisis de 
las instituciones electorales a lo largo del 
tiempo (larga duración). La revisión cui-
dadosa de las publicaciones clave permite 
identificar tendencias, hipótesis contro-
vertidas y divergentes, así como los prin-
cipales temas de debate dentro del campo.

Las investigaciones recientes han des-
tacado la evolución de las instituciones 
electorales desde la época colonial hasta 
la actualidad. Se observa un aumento en 
los estudios comparativos entre el sistema 
electoral mexicano y otros países de Amé-
rica Latina, como los de Flavia Freiden-
berg, quien ha examinado las similitudes 
y diferencias en las prácticas electorales 
y su impacto en el desarrollo democrático 
de la región (Freidenberg, 2022, p. 67).

Asmismo, Roderic Ai Camp aborda la 
influencia de la herencia hispana en la 
democracia mexicana, destacando ele-
mentos como el corporativismo, la des-
igualdad social, los privilegios especiales 
de la Iglesia y los militares, el monopolio 
de la religión católica, la intolerancia, el 
burocratismo, el dominio estatal, el cen-
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tralismo, una cultura individualista exce-
siva y la falta de respeto por las leyes. En 
el contexto político del siglo XIX, esta he-
rencia generó una constante tensión entre 
el deseo de establecer un modelo liberal y 
democrático y la arraigada tradición au-
toritaria y centralista de España. Esta ten-
sión se manifestó en un discurso liberal y 
democrático combinado con el ejercicio 
autoritario del poder, particularmente du-
rante el periodo del porfiriato (Ai Camp, 
1995, pp. 50-80).

Soledad Loaeza ha argumentado que 
la Revolución en México condujo a la in-
corporación de amplios sectores sociales 
en la política, aunque sin una experien-
cia previa genuina de competencia en-
tre partidos. Esto se debió al predominio 
abrumador de las mayorías revoluciona-
rias que no reconocían las demandas de 
las minorías. Fue necesario esperar casi 
medio siglo, hasta la importante reforma 
electoral federal de 1977, y un rápido pro-
ceso de modernización socioeconómica, 
para que surgiera la noción de que una so-
ciedad plural requería una representación 
política igualmente diversa (Loaeza, 2016, 
p. 88).

Lorenzo Meyer ha caracterizado la de-
mocracia en México como una forma hí-
brida que combina elementos del antiguo 
autoritarismo con ciertos aspectos demo-
cráticos. Señala que, a pesar de que la al-
ternancia política, ofreció la oportunidad 
de avanzar y dejar atrás el pasado autori-

tario, la falta de capacidad, responsabili-
dad y visión de los líderes han impedido 
este progreso. Para Meyer, la tragedia de 
la democracia mexicana radica en la lu-
cha por reemplazar una élite burocrática, 
corrupta y parasitaria con otra que sea 
más creativa, responsable y comprometi-
da con una verdadera modernización (Me-
yer, 2013, pp. 156-162).

Por su parte, Luis Carlos Ugalde señala 
que el reformismo electoral en México fue 
resultado de un proceso político orientado 
hacia el pluralismo como objetivo princi-
pal, utilizando las reformas electorales 
como medio para alcanzar este propósito. 
La búsqueda del pluralismo surgió como 
respuesta a la prolongada hegemonía po-
lítica de un partido oficial a lo largo del si-
glo XX y la exclusión experimentada por 
diversos grupos políticos, activistas socia-
les y sectores de la población. Por consi-
guiente, gran parte del debate público so-
bre la democracia mexicana a finales del 
siglo XX se centró en el acceso, más que 
en la legalidad o el equilibrio de poderes, 
demandas que surgieron posteriormente 
(Ugalde & Hernández Quintana, 2020, p. 
35-45).

Andreas Schedler examina el impacto 
de la inseguridad en la democracia, argu-
mentando que los problemas de seguridad 
en los regímenes autoritarios representan 
incertidumbres institucionales, ya que las 
instituciones están diseñadas para ofrecer 
certidumbre. En este sentido, la seguridad 
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de las instituciones depende en gran me-
dida de mantener la legitimidad entre la 
mayoría de los actores involucrados en el 
régimen. Esto es crucial porque la acción 
colectiva necesaria para cambiar las ins-
tituciones políticas es difícil de lograr si 
la mayoría de los actores siguen las nor-
mas institucionales establecidas, lo que 
dificulta amenazar la autoridad. Schedler 
también identifica diversos tipos de ame-
nazas, como las verticales, horizontales y 
externas, y los métodos empleados para 
enfrentarlas, tanto violentos como pacífi-
cos (Schedler, 2016, pp. 110-145).

Joy Langston señala que durante el pe-
riodo de 1929 a 1989, el Partido Revolu-
cionario Institucional (PRI) dominó un 
sistema político con escasa competencia 
electoral, asegurando la elección de sus 
candidatos en los cargos públicos sin in-
certidumbre. Esta falta de competencia 
electoral reflejaba que México no cumplía 
con los estándares democráticos. Sin em-
bargo, a partir de 1988, el PRI enfrentó una 
creciente competencia electoral, lo que lle-
vó a importantes cambios institucionales 
diseñados para democratizar el proceso 
político. Estos cambios implicaron la ne-
gociación de nuevas reglas electorales, re-
formas internas y un aumento notable del 
gasto electoral, lo que finalmente desenca-
denó la crisis de 1994. Estas adaptaciones 
permitieron al PRI ajustarse a un entorno 
político más competitivo, mientras man-
tenía su influencia a través de los goberna-

dores estatales, quienes jugaron un papel 
crucial en la selección de candidatos y en 
la estrategia electoral del partido (Langs-
ton, 2017, pp. 29-62).

La relación entre la legislación electoral 
(derecho comparado) y la consolidación 
democrática es un tema recurrente en la 
literatura reciente. Algunas hipótesis con-
trovertidas precisamente radican en lo 
planteado por Dedieu (2000) sobre el ana-
cronismo en los estudios de historia jurí-
dica. Algunos investigadores argumentan 
que el uso de terminología jurídica con-
temporánea puede distorsionar la com-
prensión de contextos históricos pasados, 
mientras que otros defienden su utilidad 
para analizar la continuidad y el cambio 
en las instituciones legales.

En el análisis de diversos autores sobre 
las instituciones y la democracia en Méxi-
co, se observa un consenso en que el pe-
riodo anterior a 1988 estuvo marcado por 
la idea del partido hegemónico, caracteri-
zado por un sistema político que limitaba 
la competencia electoral y garantizaba la 
victoria de sus candidatos. Esta situación, 
indicaba una falta de cumplimiento de 
estándares democráticos, reflejando un 
escenario de incertidumbre electoral. Ade-
más, los estudios de autores como Roderic 
Ai Camp, Soledad Loaeza y Lorenzo Meyer 
resaltan cómo la historia política y cultu-
ral de México, influenciada por la herencia 
hispana y las secuelas de la Revolución, ha 
configurado una democracia híbrida con 
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elementos autoritarios persistentes. Estos 
análisis subrayan la compleja evolución 
de las instituciones políticas mexicanas 
y sus implicaciones para la consolidación 
democrática en el país.

LAS PRIMERAS INSTITUCIONES ELEC-
TORALES DISTRITALES (SIGLO XIX)

El concepto de juntas distritales como or-
ganismos electorales que se encargan de 
la organización y supervisión de las elec-
ciones a nivel distrital o municipal. Sur-
gen como una forma de descentralizar y 
acercar la administración electoral a los 
ciudadanos en sus respectivas demarca-
ciones territoriales. Su origen se remonta 
a la Constitución de Cádiz de 1812 como 
necesidad de acercar y descentralizar la 
operación electoral para facilitar la parti-
cipación ciudadana y la supervisión de los 
comicios a nivel local. 

Específicamente, en su Título III “De las 
Cortes”, Capítulo III, IV y V “De la celebra-
ción de las Cortes”, regula la formación de 
las llamadas juntas parroquiales, juntas 
electorales de partido y juntas electorales 
de provincia:

Artículo 35: Se celebrarán juntas elec-
torales de parroquia en todas las parro-
quias.
Artículo 45: Para ser nombrado elector 
parroquial, se requiere ser ciudadano, 
mayor de 25 años, vecino y residente en 
la parroquia. 

Artículo 46: Estas juntas serán presi-
didas por el jefe político (autoridad ad-
ministrativa) donde lo hubiere, y en su 
defecto por el alcalde (Constitución de 
Cádiz 1812, 2024).

Estas juntas se compondrían de los ciu-
dadanos avecindados y residentes en la 
parroquia, que estén en ejercicio de los de-
rechos de ciudadano; ya contemplaban las 
figuras del presidente, secretario y escru-
tadores (Constitución de Cádiz 1812, 2024).

Así, las juntas parroquiales eran la cé-
lula básica del proceso electoral, donde 
se elegían los electores o compromisarios 
que luego pasarían a elegir a los diputados 
en las juntas de partido y de provincia. Si 
bien no se les llamaba “juntas distritales”, 
estas juntas parroquiales cumplían un rol 
similar de organizar las elecciones a nivel 
local y municipal en su ámbito territorial. 

Otro antecedente se encuentra en la 
Constitución de Apatzingán de 1814 que, 
aunque no estuvo vigente, podemos ver 
los primeros esbozos de este principio 
organizativo tanto en la Constitución ga-
ditana española como en la insurgente 
mexicana de Apatzingán en 1814. Esta últi-
ma contempla en su artículo 64 la forma-
ción de “juntas electorales de parroquia, 
de partido y de provincia” compuestas por 
votantes agrupados por clases de profesio-
nes u oficios, pero no especifica una orga-
nización territorial; para votar el ciudada-
no debía tener 18 años o bien antes de esta 
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edad pero estar casado, tener un modo ho-
nesto de vivir, no procesado criminalmen-
te, “ni estar notados de infamia pública” 
(Constitución Apatzingán 1814, 2024).

Ambos documentos sientan las bases de 
una organización electoral descentraliza-
da territorialmente, ya sea a nivel de pa-
rroquias (Cádiz) o de juntas primarias por 
clases socioprofesionales (Apatzingán). En 
cuanto a las constituciones centralistas 
tuvimos dos, la de 1836 y la de 1843, que 
organizaron el sistema electoral también 
con la figura de juntas, pero denominadas 
de otra forma. Por ejemplo, la Constitu-
ción de 1836 (Siete Leyes Constitucionales) 
estableció un sistema de elección indirec-
ta que señala la existencia de las juntas 
electorales en el artículo 5 de la tercera ley 
(Siete Leyes Constitucionales 1836, 2024).

Por otro lado, la Constitución Centralis-
ta de 1843 (Bases Orgánicas): mantuvo un 
sistema indirecto, pero solo con juntas pri-
marias municipales, estipuladas en el títu-
lo VIII denominado del poder electoral. 
En cada municipio los ciudadanos elegían 
un número de electores primarios. Luego 
estos electores primarios municipales ele-
gían en junta a los diputados y senadores. 
Ambas constituciones centralistas siguie-
ron el modelo de elección indirecta, pero 
con algunas variantes. Por ejemplo las Ba-
ses Orgánicas establecen que los ciudada-
nos votarán, por medio de boletas, un elec-
tor por cada quinientos habitantes. En las 
poblaciones que no lleguen a este número 

se celebrarán, sin embargo, juntas prima-
rias, y se nombrará en ellas un elector (Ba-
ses Orgánicas 1843, 2024).

Si bien no utilizan el término exacto de 
“juntas distritales”, ambas constituciona-
les sí establecieron una estructura territo-
rial descentralizada de juntas electorales 
municipales o distritales como base del 
proceso, prefigurando el concepto actual.

Desde el punto de vista de las constitu-
ciones federales tanto la de 1824 como la 
de 1857 especifican la existencia de juntas 
electorales, por ejemplo, la Constitución 
de 1824 en el artículo 17 señala que: 

...concluida la elección de diputados, re-
mitirán las juntas electorales por con-
ducto de su presidente al del consejo de 
gobierno, testimonio en forma de las 
actas de las elecciones en pliego certi-
ficado, y participarán a los elegidos su 
nombramiento por un oficio que les ser-
virá de credencial (Constitución de 1824, 
2024). 

Por su lado, la Constitución de 1857 ya 
refiere la existencia de realizar las elec-
ciones de conformidad con la ley electoral 
artículo 55, 76 y 92 (Constitución Federal 
de los Estados Unidos Mexicanos 1857, 
2024). Siendo entonces que esta consti-
tución tuvo una legislación secundaria 
en materia electoral precisamente la Ley 
Orgánica Electoral del 12 de febrero de 
1857 que establecía que los ciudadanos vo-
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taban por electores, quienes, reunidos en 
una junta electoral de distrito, nombraban 
a los individuos que ejercerían cargos de 
representación y justicia. En cada Estado 
de la república se adoptaría bajo la idea 
de autonomía estatal un sistema electoral 
propio.

Esta legislación fue la primera en utili-
zar el concepto de juntas distritales, pues 
dividió el territorio en distritos y seccio-
nes, estipuló en el capítulo III que:

Las juntas electorales de distrito se com-
ponen de los electores de las secciones y 
se reúnen en las cabeceras de los distri-
tos electorales (Art. 22).
Los electores deben presentarse ante la 
autoridad política local, quien los inscri-
be en un libro de actas y verifica sus cre-
denciales (Art. 23).
Las juntas eligen de entre sus miembros 
un presidente, dos escrutadores y un se-
cretario mediante voto secreto (Art. 24).
La autoridad política local preside la ins-
talación de la mesa directiva, pero no 
puede obstaculizar las discusiones y re-
soluciones de la junta (Art. 25).
Se nombran dos comisiones revisoras: 
una para examinar los expedientes de 
elecciones y credenciales (Art. 26), y 
otra para revisar las credenciales de los 
miembros de la primera comisión (Art. 
26).
Las comisiones presentan sus dictáme-
nes un día antes de las elecciones, y la 

junta aprueba o rechaza las credenciales 
por mayoría absoluta (Arts. 27-30).
Las decisiones de la junta sobre la vali-
dez de las elecciones de sus miembros 
son inapelables (Art. 30).
El día de las elecciones, la junta se reúne, 
se revisan credenciales pendientes, y el 
presidente inicia formalmente la sesión 
(Arts. 31-32) (Ley Órganica Electoral 1857, 
2024).

En este tenor, el siglo XIX representa los 
orígenes y la consolidación gradual del 
concepto de juntas o instituciones electo-
rales distritales en México. Estas surgen 
como una necesidad de descentralizar y 
acercar la organización electoral a los ciu-
dadanos en sus respectivos distritos/mu-
nicipios, para facilitar su participación y 
supervisión de los comicios. Como hemos 
observado, los primeros antecedentes se 
encuentran en la Constitución de Cádiz de 
1812 con las juntas parroquiales, de par-
tido y de provincia; y en la Constitución 
de Apatzingán de 1814 que también con-
templaba juntas electorales locales. Las 
constituciones centralistas mexicanas de 
1836 y 1843, si bien no utilizaban el térmi-
no exacto, establecieron juntas electorales 
municipales como base del proceso.

La Constitución de 1857 y su Ley Orgáni-
ca Electoral de ese mismo año, definieron 
claramente el concepto de “juntas distri-
tales”, regulando su integración, funcio-
nes y procedimientos a nivel distrital y 
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de secciones electorales. La Ley de 1857 
estipuló que las juntas distritales estarían 
compuestas por electores de las secciones, 
elegirían una mesa directiva, revisarían 
credenciales, supervisarían las votacio-
nes, etcétera.

De tal suerte, el siglo XIX en México vio 
emerger y desarrollarse la idea de contar 
con juntas u organismos electorales des-
centralizados territorialmente, para acer-
car los procesos comiciales a los ciudada-
nos, facilitando su participación y control 
local de las elecciones. En síntesis, el con-
cepto de juntas distritales o locales surge 
como una forma de descentralizar la or-
ganización y supervisión de las eleccio-
nes, acercándola al ámbito territorial más 
cercano a los ciudadanos. Esta idea estuvo 
presente desde las primeras constitucio-
nes del siglo XIX, tanto en España como 
en México, consolidándose a mediados de 
dicho siglo con la definición legal de jun-
tas distritales como los organismos electo-
rales responsables de la administración de 
los comicios a nivel distrital o municipal. 
Esta descentralización buscaba promover 
una mayor participación ciudadana y un 
mejor control de los procesos electorales 
en cada demarcación territorial.

LAS INSTITUCIONES 
POSTREVOLUCIONARIAS (SIGLO XX)

Las instituciones electorales en el siglo XX 
se fueron consolidando en gran medida 
como producto de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos de 1917, 
que estableció en el artículo 7 transitorio 
que: Por esta vez, el cómputo de los votos 
para Senadores se hará por la Junta Com-
putadora del Primer Distrito Electoral de 
cada Estado o Distrito Federal, que se for-
mará para la computación de los votos de 
diputados, expidiéndose por dicha junta 
a los senadores electos, las credenciales 
correspondientes. Lo cual demuestra la 
estructura de distrito y juntas computa-
doras de distrito en el territorio nacional 
como parte de la organización territo-
rial distrital electoral (Constitución 1917, 
2024). 

En el contexto de la Revolución mexica-
na, se aprobó la Ley Electoral de 1911, que 
por primera vez otorgó a los partidos po-
líticos el derecho a presentar candidatos 
y nombrar representantes en las casillas 
electorales. Esta ley sentó las bases para la 
elección directa de legisladores y el Poder 
Ejecutivo. La Ley para las Elecciones de Po-
deres Federales de 1918 representó avan-
ces significativos al establecer un padrón 
permanente, los Consejos de listas electo-
rales, los Consejos de distrito electoral, las 
Juntas computadoras de entidades federa-
tivas y de distrito, además de la entrega de 
credenciales a los ciudadanos para acredi-
tar su derecho al voto.

Fue a partir de la Ley Electoral Federal de 
1946 que se creó la Comisión Federal de Vi-
gilancia Electoral, conformada por autori-
dades gubernamentales, legisladores y re-
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presentantes de partidos políticos. Esta ley 
también ordenó la creación de comisiones 
electorales locales y comités distritales elec-
torales. Una legislación trascendental fue la 
Ley de Organizaciones Políticas y Procesos 
Electorales (LOPPE) de 1977, que aumentó 
la Cámara de Diputados a 400 miembros, 
otorgó prerrogativas a los partidos, estruc-
turó el Registro Nacional de Electores con 
delegaciones distritales y municipales (Ta-
pia Fonseca, 2023, pp. 1-14). 

Previo a la década de 1980, el sistema elec-
toral mexicano se caracterizaba por ser un 
sistema de partido hegemónico controlado 
por el PRI. Las elecciones eran organizadas 
por la Secretaría de Gobernación, a través 
de las Juntas Distritales Electorales (JDE), 
las cuales no gozaban de autonomía ni in-
dependencia.

En 1980 se crea la Comisión Federal Elec-
toral (CFE) como un órgano desconcentrado 
de la Secretaría de Gobernación. Este cam-
bio supuso un primer paso hacia la demo-
cratización del sistema electoral, al otorgar 
mayor participación a los partidos políti-
cos en la organización de las elecciones. 
En 1986 se reformó la Ley Federal de Orga-
nizaciones Políticas y Procesos Electorales 
(LFOPPE) para establecer la creación de los 
Consejos Distritales Electorales (CDE) como 
órganos desconcentrados del IFE. Los CDE 
se integraron por ciudadanos seleccionados 
por la CFE, con la participación de los parti-
dos políticos.

En 1990 se crea el Instituto Federal Electo-
ral (IFE); esta reforma marcó un parteaguas 
en la democratización del país, al establecer 
un órgano imparcial responsable de la or-
ganización y desarrollo de las elecciones. 
Durante la década de 1990 se implemen-
taron diversas reformas para fortalecer la 
independencia y profesionalización de los 
Consejos Distritales y de las Juntas Distrita-
les. En 1994 se llevó a cabo una nueva refor-
ma electoral a nivel constitucional, la cual 
modificó el Código Federal de Instituciones 
y Procedimientos Electorales (COFIPE). Esta 
reforma introdujo la figura de los consejeros 
ciudadanos, quienes serían seleccionados 
por las fracciones partidistas en la Cámara 
de Diputados y elegidos por dos tercios de 
los miembros de la misma (Tapia Fonseca, 
2023, pp. 3-10). 

Los partidos políticos conservaron un re-
presentante con voz, pero sin voto, en las 
decisiones del Consejo General del IFE. A 
su vez, se ampliaron las facultades de los 
órganos de dirección del IFE a nivel esta-
tal. Se crearon los consejeros ciudadanos, 
seleccionados por los partidos políticos y 
elegidos por la Cámara de Diputados. Los 
partidos políticos conservaron un repre-
sentante en el Consejo General del IFE, pero 
sin derecho a voto. Se aumentaron las res-
ponsabilidades de los órganos de dirección 
del IFE a nivel estatal. Esta reforma fortale-
ció la independencia del IFE al incorporar 
consejeros ciudadanos, además buscó un 
mayor equilibrio en la participación de los 
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partidos políticos en el IFE (Tapia Fonseca, 
2023, pp. 4-9). 

La estructura federal dual del Instituto 
Federal Electoral, compuesta por un órga-
no colegiado (Consejo General) y otro eje-
cutivo (Junta General Ejecutiva), se replica 
en los niveles estatales como consejo local 
y junta local ejecutiva, y a nivel distrital 
como consejo distrital y junta distrital 
ejecutiva. El presidente del consejo local 
o distrital también es el presidente de la 
junta ejecutiva correspondiente, conoci-
do como vocal ejecutivo local o distrital. 
Los consejos locales están formados por el 
consejero presidente, seis consejeros elec-
torales, un representante de cada partido 
político nacional con registro y tres direc-
tores ejecutivos (de Organización Electo-
ral, del Registro Federal de Electores y de 
Capacitación Electoral y Educación Cívi-
ca), denominados vocales locales. Similar 
al Consejo General, solo los consejeros 
electorales tienen voz y voto en los con-
sejos locales y distritales. Los presidentes 
de los consejos locales y distritales son 
designados por el Consejo General, mien-
tras que los consejeros locales son nom-
brados también por el Consejo General y 
los consejeros electorales distritales por el 
respectivo consejo local (Orozco, 1998, pp. 
1048-1051).

LA TRANSICIÓN DEMOCRÁTICA 
INSTITUCIONAL (SIGLO XXI)

La transición democrática en México du-
rante el siglo XXI marca un parteaguas en 
la historia política del país. El año 2000 
es considerado clave, ya que se logró la 
alternancia en el poder ejecutivo federal, 
poniendo fin a más de setenta años de go-
biernos consecutivos del PRI. La victoria 
del candidato de oposición representó un 
cambio profundo en el sistema de parti-
dos hegemónico que prevaleció durante 
gran parte del siglo XX.

Esta alternancia también se reflejó en el 
mosaico territorial mexicano, donde diver-
sos municipios, estados y congresos loca-
les y federales experimentaron alternan-
cia de partidos gobernantes. Esto rompió 
con las inercias autoritarias y los controles 
verticales que ejercía el PRI en los distintos 
niveles de gobierno. Un hito trascendental 
fue la reforma electoral de 2014, que impli-
có un cambio radical en la configuración 
de las instituciones electorales distritales. 
Se incrementó considerablemente el nú-
mero de funciones a cargo de los distritos 
electorales, siendo las principales la capa-
citación electoral, la ubicación de casillas, 
el nombramiento de funcionarios de me-
sas directivas de casilla, el registro federal 
de electores, la geografía electoral y la lista 
nominal (Ley General de Instituciones y 
Procesos Electorales, 2024).
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Otro punto clave fue la creación del 
Servicio Profesional Electoral Nacional 
(SPEN), que se conforma a nivel distrital 
con el vocal ejecutivo, vocal secretario, 
vocal de capacitación y educación cívica, 
vocal de organización electoral y vocal del 
registro federal de electores, además del 
jefe de oficina de seguimiento y análisis. 
Este servicio civil de carrera se basa en los 
principios de legalidad, imparcialidad, ob-
jetividad, certeza, independencia y máxi-
ma publicidad. Además, el apartado D del 
artículo 41 Constitucional estipula que el 
Servicio Profesional Electoral Nacional 
comprende la selección, ingreso, capaci-
tación, profesionalización, promoción, 
evaluación, rotación, permanencia y dis-
ciplina, de los servidores públicos de los 
órganos ejecutivos y técnicos del Instituto 
Nacional Electoral y de los organismos pú-
blicos locales de las entidades federativas 
en materia electoral (Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, 2024). 

La finalidad del SPEN es asegurar la rec-
toría y autonomía del Instituto Nacional 
Electoral (INE), mediante funcionarios 
profesionales que garanticen la organi-
zación de elecciones libres, auténticas y 
periódicas. Representa un avance demo-
cratizador al blindar los procesos electo-
rales de injerencias políticas y partidistas. 
La transición democrática en México en 
el siglo XXI implicó cambios de gran cala-
do en el ámbito electoral, con una mayor 
pluralidad política, el fortalecimiento de 

instituciones autónomas como el INE y 
la creación de un servicio profesional es-
pecializado para salvaguardar la certeza y 
legalidad de las elecciones. Esto sentó las 
bases para una verdadera vida democrá-
tica, después de décadas de hegemonía de 
un solo partido político.

RESULTADOS 

Los resultados de esta investigación pro-
porcionan una visión panorámica de la 
evolución histórica de las instituciones 
electorales en México desde el siglo XIX 
hasta el siglo XXI. Se destacan los siguien-
tes hallazgos:

A la luz de los estudios de Flavia Frei-
denberg y Luis Carlos Ugalde, se puede 
apreciar un panorama dinámico en la evo-
lución de las instituciones electorales en 
México y su comparación con otros paí-
ses de América Latina. Esto sugiere que, si 
bien México ha avanzado hacia un plura-
lismo político mediante reformas electo-
rales como las analizadas por Ugalde, aún 
enfrenta desafíos significativos en térmi-
nos de inclusión y equidad. La influencia 
de la herencia hispana, discutida por Ro-
deric Ai Camp, moldeó un contexto polí-
tico complejo, donde persisten elementos 
autoritarios y centralistas que coexisten 
con intentos de consolidar un sistema 
más democrático y pluralista.

Por otro lado, la visión de Lorenzo Me-
yer da cuenta de la democracia mexica-
na como un híbrido entre autoritarismo 



R E V I S TA  E S P E C I A L I Z A D A  E N  I N V E S T I G A C I Ó N  J U R Í D I C A

19
Trazando el camino democrático: breve historia de las instituciones electorales distritales en México

y democracia; destaca la necesidad de 
liderazgos responsables y visionarios 
para avanzar. Esta perspectiva subraya 
la importancia de consensar reformas 
profundas que fortalezcan la capacidad 
institucional y promuevan una verdadera 
modernización democrática. Se identifi-
can los primeros indicios de descentra-
lización y organización electoral en las 
constituciones españolas de principios del 
siglo XIX, como la Constitución de Cádiz 
de 1812 y la Constitución de Apatzingán de 
1814. Estos antecedentes sentaron las ba-
ses para la creación de juntas electorales a 
nivel local y distrital en México.

Se observa un proceso gradual de con-
solidación institucional en el siglo XX, 
marcado por la promulgación de leyes 
electorales y la creación de órganos espe-
cializados, como la Comisión Federal de 
Vigilancia Electoral y la Comisión Federal 
Electoral. Estas instituciones fueron cla-
ve para la organización y supervisión de 
los procesos electorales durante el perio-
do de partido hegemónico. Se destaca el 
cambio significativo en el sistema electo-
ral mexicano durante el siglo XXI, con la 
implementación de reformas que fortale-
cieron la autonomía y la imparcialidad de 
las instituciones electorales. La creación 
del Instituto Nacional Electoral (INE) y el 
establecimiento del Servicio Profesional 
Electoral Nacional (SPEN) representan hi-
tos importantes en este proceso de transi-
ción hacia una democracia más robusta.

CONCLUSIONES

El presente artículo permite realizar una 
serie de conclusiones y retos relevantes 
para seguir fortaleciendo las instituciones 
electorales distritales en México. Estas 
han atravesado un largo proceso de trans-
formación a lo largo de su historia, des-
de sus orígenes en el siglo XIX hasta las 
reformas contemporáneas del siglo XXI, 
reflejando la lucha constante por conso-
lidar la democracia y la justicia electoral 
en el país. El concepto de juntas distritales 
surgió como una forma de descentralizar 
y acercar la organización electoral a los 
ciudadanos, facilitando su participación y 
supervisión a nivel local. Esta idea estuvo 
presente desde las primeras constitucio-
nes del siglo XIX.

Durante el siglo XX, las instituciones 
electorales estuvieron controladas en 
gran medida por el régimen del partido 
hegemónico, lo que resultó en elecciones 
con falta de legitimidad y poco confiables. 
Fue hasta el año 2000 que se logró la al-
ternancia en el poder ejecutivo federal. En 
el siglo XXI, las reformas electorales de 
las últimas décadas, como la creación del 
IFE/INE y el Servicio Profesional Electoral 
Nacional, han contribuido a fortalecer la 
autonomía, profesionalización e integri-
dad de los procesos electorales en México.

Desde una perspectiva crítica, los retos 
siguen vigentes. Entre los más destacados 
se encuentran: continuar fortaleciendo la 
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autonomía e independencia de las institu-
ciones electorales, garantizando su blin-
daje ante injerencias políticas o intereses 
particulares.

Promover una mayor participación ciu-
dadana y educación cívica, con el fin de fo-
mentar una cultura democrática sólida y 
un involucramiento activo de la sociedad 
en los procesos electorales.
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RESUMEN
Dentro del procedimiento civil se imponen una serie de cargas procesales a los sujetos que integran la rela-

ción jurídica procesal, de forma tal que cada uno de estos tiene a su cargo una potestad para actuar y ejercer 

los derechos procesales que poseen. Así, la parte demandada debe realizar la contestación de demanda en 

el plazo concedido para ello en el emplazamiento a juicio. Ahora bien, la omisión de la parte demandada de 

dar contestación en términos de ley genera que surja la figura de la rebeldía o contumacia lo que, a su vez, 

produce una serie de consecuencias de naturaleza procesal que son abordadas en este trabajo mediante el 

estudio comparativo de distintos códigos procesales de diversas entidades federativas, la legislación federal, 

y el texto del recién publicado Código Nacional de Procedimientos Civiles y Familiares para identificar los 

efectos, así como las similitudes y diferencias existentes entre ellas, además se realiza un análisis doctrinal 

de esta figura jurídica que va de lo general a lo particular, que, en su conjunto, permite sostener la necesidad 

de modificar el texto normativo, aun antes de su aplicación.
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ABSTRACT
In civil proceedings, a series of procedural burdens are imposed 

on the parties involved in the procedural legal relationship, so that 

each of them has the power to act and exercise the procedural rights 

that they possess. Thus, the defendant must file the answer to the 

claim within the term granted for such purpose in the summons to 

the trial. Now, the failure of the defendant to file an answer within 

the terms of the law generates the figure of default or contumacy 

which, in turn, produces a series of consequences of a procedural 

nature that are addressed in this work through the comparative 

study of different procedural codes of various federal states, the 

federal legislation, and the text of the recently published National 

Code, and the text of the recently published National Code of Civil 

and Family Procedures to identify the effects, as well as the similari-

ties and differences between them, in addition to a doctrinal analy-

sis of this legal figure that goes from the general to the particular, 

which, as a whole, allows to sustain the need to modify the norma-

tive text, even before its application.

Key words: procedural burden, presumption, default, contumacy, 

regulation.

INTRODUCCIÓN

C
on la aprobación y publicación del Código 
Nacional de Procedimientos Civiles y Fa-
miliares (CNPCF), que ha sido considerado 
como un momento histórico para el dere-
cho mexicano y uno de los más grandes re-

tos para la abogacía del país en las últimas décadas (Car-
bonell, 2024, p. 34), las entidades federativas tendrán un 
periodo que no podrá exceder del mes de junio de 2027, 
en que se deberá preparar la entrada en vigor de dicha 
legislación en los términos de sus artículos transitorios, 
situación que, entre otras cosas, traerá como consecuen-
cia la homologación normativa de los procedimientos 
civiles y familiares en todo el territorio nacional, ya que EF
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actualmente es común encontrar dispari-
dades entre las regulaciones estatales. 

Por ello los estados tendrán que realizar 
esfuerzos para adaptar su infraestructura 
judicial y en la capacitación de su perso-
nal. Aunado a ello, dentro de los procedi-
mientos jurisdiccionales, dependiendo 
de la regulación procesal en las entidades 
federativas, se presentarán diversos cam-
bios con la aplicación del texto del código 
nacional, ya que este ordenamiento incor-
pora distintas novedades como la denomi-
nada justicia digital, o la preponderancia 
del uso de la oralidad. Ahora bien, el he-
cho de que la legislación nacional genere 
cambios y de que se cuente con un periodo 
de tiempo previo a la aplicación de estos, 
dan espacio al análisis y reflexión sobre 
el impacto que esta legislación tendrá y, 
con ello, prever, en su caso, la necesidad 
de modifica el texto legislativo.   

Uno de los cambios existentes entre la 
regulación nacional y el código procesal 
del estado de Chihuahua se da en la figura 
de la rebeldía del litigante que omite pre-
sentar la contestación de demanda puesto 
que se contemplan efectos diferentes en 
cada ordenamiento jurídico. 

Partiendo de lo anterior, emerge la in-
quietud de comparar el código nacional 
con otras legislaciones, por lo que el pre-
sente trabajo se centra en el análisis de la 
figura jurídica de la contumacia y su regu-
lación en el CNPFC, para identificar las di-
ferencias y/o similitudes que tiene con el 

texto del Código Federal de Procedimien-
tos Civiles, así como con diversos códigos 
procesales estatales; asimismo, para de-
terminar si los efectos o consecuencias ju-
rídicas previstas en el código nacional son 
adecuadas, partiendo de la naturaleza ju-
rídica de la contumacia, y proporcionales 
con relación a otras actitudes de la parte 
demandada al ser emplazada a juicio. Con 
ello, se prevé estar en condiciones de va-
lorar si el texto del artículo 255 del código 
que cobrará aplicación a más tardar en el 
mes de julio del 2027 debe mantenerse, o 
bien, si debe sufrir alguna reforma previo 
a dicha fecha. Para ello, en las siguientes 
líneas se realiza en examen de corte tanto 
doctrinal como jurisprudencial, que per-
mite entender la naturaleza jurídica de 
la rebeldía, así como sus efectos.  De igual 
forma, se desarrolla un estudio compara-
tivo entre la regulación existente en el Có-
digo Nacional de Procedimientos Civiles y 
el texto de diversas legislaciones procesa-
les, tanto federal como estatales. 

En cuando a la estructura del trabajo, 
en primer término se desarrolla un abor-
daje doctrinal de la rebeldía o contuma-
cia, para luego enfocarse en la regulación 
existente en diversos cuerpos normativos, 
particularmente en los efectos que esta fi-
gura puede generar en un juicio, y poste-
riormente abocarse a su regulación en el 
Código Nacional de Procedimientos Civi-
les y Familiares, concluyendo con las re-
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flexiones finales obtenidas y la propuesta 
que de ellas deriva. 

METODOLOGÍA

La presente investigación teórica tiene un 
enfoque cualitativo y descriptivo, centra-
do en el análisis de la rebeldía o contuma-
cia y su regulación en el Código Nacional 
de Procedimientos Civiles y Familiares 
(CNPCF), con la intención de determinar 
si las consecuencias jurídicas previstas en 
la norma resultan pertinentes y propor-
cionales a la actitud del demandado que se 
abstiene de comparecer a juicio mediante 
la contestación de demanda. 

Para ello, mediante el método deductivo, 
se realizó una revisión documental de na-
turaleza doctrinal y legislativa, partiendo 
de lo general con el análisis de las cargas 
procesales que impone la legislación a los 
sujetos procesales, para posteriormente 
centrarse en lo particular, la omisión de la 
contestación de demanda, la declaración 
de rebeldía y las consecuencias que esto 
tiene. A dicha exploración documental 
se incorporaron también distintos crite-
rios emitidos por la Suprema Corte que, 
en complemento con lo anterior y, a tra-
vés del método analítico, permitieron el 
estudio de distintos elementos como la 
conceptualización de la rebeldía o contu-
macia, su regulación y los efectos que pro-
duce con relación a las notificaciones que 
deban hacerse de manera posterior en el 
juicio, a los hechos de la demanda y a la 

comparecencia del litigante contumaz o 
rebelde. 

Parte toral del trabajo se desarrolló a tra-
vés del método analógico o comparativo, 
que permite detectar similitudes y dife-
rencias, en este caso de la regulación exis-
tente en torno a la rebeldía en un juicio 
civil, se realizó un contraste entre el texto 
del Código Nacional de Procedimientos 
Civiles y Familiares, y el del Código Fede-
ral de Procedimientos Civiles, así como de 
diversos códigos procesales estatales, que 
si bien es cierto, quedaron abrogados con 
la publicación del primero, mantienen su 
aplicación, situación que incluso podrá 
permanecer así hasta el año 2027.

La integración de los hallazgos obteni-
dos da sustento a las reflexiones finales 
y a la propuesta que se realiza al final del 
documento, y, que descansa en la despro-
porción de la consecuencia procesal en-
tre la abstención de la contestación y una 
contestación incompleta, así como a la 
posibilidad temporal de modificar el orde-
namiento jurídico antes de que cobre apli-
cación en todo el territorio nacional. 

  
LA REBELDÍA O CONTUMACIA  

Como atinadamente señala Víctor Castri-
llón, los juicios no deben prolongarse de 
forma indefinida, por lo que las actuacio-
nes judiciales deben desarrollarse en los 
plazos y momentos establecidos en las 
normas procesales en apego a la garantía 
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de acceso a la justicia consagrada en el ar-
tículo 17 constitucional (Castrillón, 2022, 
p. 298), motivo por el cual los ordenamien-
tos procedimentales imponen ciertas car-
gas procesales a los sujetos que intervie-
nen en juicio. Carnelutti (como se citó en 
Pallares (2012) “[…] define la carga como 
el ejercicio de una facultad cuando dicho 
ejercicio aparece necesario para el logro 
del propio interés” (p. 143), y explica la di-
ferencia entre obligación y carga procesal 
al indicar que “[…] obligación y carga tie-
nen de común el elemento formal. Las dos 
reflejan la voluntad del individuo, pero 
en la obligación la voluntad está vincu-
lada para realizar el interés ajeno, mien-
tras que en la carga se protege al interés 
propio” (p. 143). Aunado a lo anterior, la 
obra citada contempla que en una obliga-
ción existe un acreedor que puede exigir 
el cumplimiento de esta, mientras que en 
la carga no existe dicha figura ni medios 
de coerción para lograr su cumplimiento 
(Pallares, 2012, p. 143). 

Ahora bien, dentro de la etapa postulato-
ria de un juicio civil, en el auto de radica-
ción, el tribunal ordena el emplazamiento 
a juicio de la parte demandada, quien una 
vez notificada, tendrá derecho a allanar-
se, aceptar los hechos de la demanda de 
manera total o parcial, o incluso reconve-
nir a la parte actora (Peña, 2017, p. 62). Es 
decir, la parte demandada tiene la carga 
procesal de contestar la demanda ante el 
funcionario que lo mandó llamar, en el 

entendido de que “La contestación a la de-
manda es sólo una carga y no una obliga-
ción, por lo que su omisión no trae como 
consecuencia una sanción, sino una si-
tuación jurídica desfavorable para el que 
no ha comparecido” (Ovalle, 2017, p. 110). 
En la hipótesis de que la parte demanda-
da omita presentar en tiempo y forma su 
contestación de demanda, la legislación 
contempla el surgimiento de la rebeldía 
que tendrá que ser declarada por el órga-
no jurisdiccional. Doctrinalmente, existen 
diversas aportaciones en cuanto esta figu-
ra procesal, entre ellas, Cipriano Gómez 
Lara (2005) señala que es una institución 
estrechamente ligada a la carga procesal, 
y explica que “la rebeldía o contumacia es 
la actitud de las partes consistente en no 
realizar un acto procesal respecto del cual 
existe la carga. La rebeldía o contumacia 
se produce tanto por el actor como por el 
demandado al no efectuar actos procesa-
les para los que la ley ha concedido opor-
tunidades limitadas en el tiempo, medidas 
en plazos y términos” (p. 68).

En el mismo sentido, se ha pronunciado 
otro de los grandes procesalistas en el de-
recho mexicano, Ovalle (2017), para quien: 
“En términos generales, se denomina re-
beldía o contumacia a la falta de compare-
cencia de una de las partes o de ambas res-
pecto de un acto procesal determinado o 
en relación con todo el juicio” (p. 110). Por 
lo tanto, la contumacia o rebeldía puede 
generarse por ambas partes y en distintos 
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momentos procesales. En ese tenor, se ha 
clasificado a la rebeldía y se ha considera-
do que esta puede ser unilateral (una sola 
de las partes) o bilateral (cuando ambas no 
cumplen con su carga procesal, por ejem-
plo, de no asistir al desarrollo de alguna 
actuación judicial), además de que puede 
ser parcial o total. Al respecto, y tratando 
de encausarnos al caso que nos ocupa en 
este trabajo, el autor referido señala que la 
no contestación de la demanda “[…] se tra-
ta de una rebeldía unilateral parcial. Si el 
demandado no comparece posteriormen-
te en ningún acto jurídico, se convertirá 
entonces en una rebeldía unilateral total” 
(Ovalle, 2017, p. 110).  

Por su parte, Arellano (2022) conside-
ra que desde el ámbito forense se utiliza 
como sinónimo de rebeldía la expresión 
de contumacia, aunque aclara que los 
textos legislativos normalmente refieren 
a rebeldía y rebelde, y no a contumacia y 
contumaz (p. 206). Aunado a ello, la con-
ceptualiza como “la actitud de un sujeto 
procesal, actor o demandado, que se abs-
tiene de ejercitar sus derechos o cumplir 
sus obligaciones dentro de un proceso, 
con las consecuencias legales y judiciales 
que procede ante su actitud de resistencia 
a la marcha normal del proceso” (p. 206). 
Mientras que, para Contreras (2023), la re-
beldía “Es una actuación procesal de mero 
trámite (decreto) por medio de la cual el 
tribunal hace efectivas las consecuencias 
a las que, conforme a la ley, debe hacerse 

acreedora la parte que se ha abstenido de 
realizar alguna actividad que en el pro-
ceso se encuentra a su cargo y, posterior-
mente, ordenar la continuación del juicio” 
(p. 107).

Ahora bien, este trabajo se centra en la 
ausencia de contestación de la demanda, 
frente a la cual Arilla (2016) concibe a la 
rebeldía como el estado que surge por la 
no comparecencia del litigante a juicio 
una vez que es citado (p. 135). En el mis-
mo sentido, López y Polanco (2014) plan-
tean que la contumacia se genera cuan-
do el demandado no atiende el llamado 
del órgano jurisdiccional en el plazo que 
contempla la norma, y que, por tanto, se 
generan consecuencias procesales (p. 152). 
Esta conducta se trata de una inacción o 
abstención de la parte demandada que im-
plica la no comparecencia a juicio y el no 
ejercicio de sus derechos en este, trayendo 
consigo determinadas situaciones o con-
secuencias procesales (Bucio, 2016, p. 172).

Es importante no perder de vista que la 
contestación de la demanda es una car-
ga procesal de la parte demandada, y que 
ha sido instituida por el legislador con la 
intensión de otorgarle una oportunidad 
para comparecer a juicio a pronunciarse 
sobre los hechos planteados en el escri-
to demanda, de ejercer las excepciones y 
defensas que tenga a su favor, de ofrecer 
pruebas para demostrar su dicho y/o des-
virtuar el de la parte actora, es decir, se 
identifica como una carga procesal a fa-
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vor de la parte demandada en respeto a su 
garantía de audiencia, y como señala Be-
cerra (1975): “Si el demandado no satisfa-
ce el acto que constituye la carga procesal 
de contestar la demanda, desaprovecha 
un imperativo legal creado en su propio 
interés […]” (p. 67). Motivo por el cual este 
destacado procesalista relaciona a la con-
testación de demanda con “La necessitas 
defensionis de que habla el Digesto (49, 17) 
es la carga más importante y consiste en 
defenderse contra una demanda concre-
ta” (p. 67), lo que refleja la relevancia que 
tiene en el procedimiento y en la defensa 
de los intereses de la parte demandada. 
Posicionamiento con el que coincide Con-
treras Vaca (2023) al establecer en sentido 
contrario que “la abstención procesal de 
mayor importancia es la falta de contesta-
ción a la demanda” (p. 107). 

Previo al análisis del texto de distin-
tos ordenamientos jurídicos de carácter 
procesal, resulta necesario hacer énfasis 
en que, para los fines del presente, esta 
postura de contemplar a la contestación 
de demanda como la carga procesal más 
importante para el demandado, debe ser 
tomada en consideración para establecer 
las consecuencias de carácter procesal 
que debe generar su omisión, sin que es-
tas sean vistas como una sanción, puesto 
que en ese caso se tendría que percibir a 
la contestación como una obligación y no 
como una carga procesal.  

SU REGULACIÓN EN EL CÓDIGO 
FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS               
CIVILES Y EN DISTINTAS ENTIDADES 
FEDERATIVAS

Agotado el abordaje sobre la rebeldía 
desde un punto de vista doctrinal, es mo-
mento de analizarlo en el texto legislativo, 
partiendo del Código Federal de Procedi-
mientos Civiles que, aunque se encuentra 
abrogado por la nueva legislación nacio-
nal, nos resulta útil como parámetro en 
esta investigación, para posteriormente 
estudiar algunas de las distintas regula-
ciones estatales. 

El Código Federal de Procedimientos Ci-
viles, en su artículo 332 contempla un par 
de supuestos en los cuales las consecuen-
cias de la no contestación de demanda, y 
por ende de la rebeldía, son diferentes. El 
primero de ellos es que, si al transcurrir el 
término del emplazamiento sin que la par-
te demandada haya presentado su contes-
tación de demanda, el efecto será de tener 
por confesados los hechos de la misma, 
siempre y cuando el llamamiento a juicio 
se haya realizado directamente y de ma-
nera personal con la persona buscada o 
con su representante o apoderado legal. 
Es decir, en el supuesto de que el empla-
zamiento a juicio se haya entendido con la 
persona que tiene el carácter de demanda-
do o su representante legal, y no se contes-
ta la demanda, nace la presunción legal de 
ser ciertos los hechos de la demanda que 
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no se contestó, situación que, siguiendo 
lo establecido por Becerra (1975) al refe-
rirse a las carga procesal, “[…] además de 
implicar una grave culpa contra sí mismo, 
origina en nuestra legislación una conse-
cuencia jurídica: “se presumen confesados 
los hechos de la demanda que se dejó de 
contestar” (p. 67). Sin embargo, la última 
parte del artículo que se transcribe más 
adelante, dispone que si el emplazamiento 
se hizo de manera diferente a la indicada 
anteriormente, es decir, con el demanda-
do o su representante legal, entonces la 
consecuencia será tener por contestada la 
demanda en sentido negativo, como pue-
de apreciarse del texto que a la letra esta-
blece:

ARTICULO 332.- Cuando haya transcu-
rrido el término del emplazamiento, 
sin haber sido contestada la demanda, 
se tendrán por confesados los hechos, 
siempre que el emplazamiento se haya 
entendido personal y directamente con 
el demandado, su representante o apo-
derado; quedando a salvo sus derechos 
para probar en contra. En cualquier otro 
caso se tendrá por contestada en senti-
do negativo. (Código Federal de Procedi-
mientos Civiles, 1943)  

Con relación a las entidades federativas, 
se realizó la revisión de distintos códigos 
procesales locales, entre los cuales se iden-
tificaron regulaciones similares entre sí, 

pero también dispares como podrá cons-
tatarse en las siguientes líneas.

Coincide con la legislación federal abro-
gada el Código de Procedimientos Civiles 
del Estado de México, al regular dos con-
secuencias procesales que atienden a la 
forma en que se haya realizado el empla-
zamiento y la no contestación de deman-
da, al disponer que: 

Artículo 2.119.- Transcurrido el plazo 
para contestar la demanda, sin haberse 
realizado, se tendrán por presuntamen-
te confesados los hechos, si el emplaza-
miento se realizó personal y directamen-
te al demandado o a su representante, 
quedando a salvo los derechos para pro-
bar en contra. En cualquier otro caso se 
tendrá por contestada en sentido negati-
vo. (Código de Procedimientos Civiles del 
Estado de México, 2002) 

El Código de Procedimientos Civiles 
para el Distrito Federal, a diferencia de 
los anteriores, prevé en su texto algunos 
aspectos a considerar: el primero de ellos 
es que señala de manera expresa la decla-
ración de rebeldía si transcurre el plazo 
otorgado en el emplazamiento sin que se 
presente la contestación de demanda, en 
el entendido de que dicha declaración de 
rebeldía debe realizarse de manera ofi-
ciosa en términos del primer párrafo del 
artículo 271. Para que el juzgado esté en 
aptitud de declarar la rebeldía, el mismo 
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fundamento legal impone la carga a la 
autoridad jurisdiccional de examinar si 
la notificación se realizó en términos de 
ley, ya que en caso de encontrar un empla-
zamiento contrario a derecho debe orde-
nar que se reponga con la posibilidad de 
que el Consejo de la Judicatura imponga 
una sanción al funcionario responsable 
de dicha notificación. Dicho fundamento 
legal en su último párrafo prevé sobre los 
efectos de la declaración de rebeldía sien-
do estos que, “Se presumirán confesados 
lo (sic) hechos de la demanda que se deje 
de contestar. Sin embargo, se tendrá por 
contestada en sentido negativo cuando se 
trate de asuntos que afecten las relaciones 
familiares, el estado civil de las personas 
y en los casos en que el emplazamiento 
se hubiere hecho por edictos.” (Código de 
Procedimientos Civiles para el Distrito Fe-
deral, 1932). 

Idéntica situación prevalece en los or-
denamientos procesales de los estados de 
Querétaro y Tamaulipas, el primero de 
ellos en su numeral 269 dispone:

Artículo 269. Si la demanda no es contes-
tada en tiempo, el juez verificará la lega-
lidad del emplazamiento, estudiará las 
cuestiones de que trata el segundo pá-
rrafo del artículo 266 y, en su caso, hará 
la declaración de rebeldía. Se presumen 
ciertos los hechos de la demanda que se 
dejó de contestar. Sin embargo, se ten-
drá por contestada en sentido negativo 

cuando se trate de asuntos que afecten 
cuestiones familiares, el estado civil de 
las personas y en los casos en que el em-
plazamiento se hubiere hecho por edic-
tos. (Código de Procedimientos Civiles 
del Estado de Querétaro, 2009)

Por su parte, la legislación adjetiva del 
estado de Tamaulipas, en su numeral 268 
dicta: “En los casos de declaración de rebel-
día, por falta de contestación, se tendrán 
por admitidos, salvo prueba en contrario, 
los hechos de la demanda que se dejó de 
contestar excepto en los casos en que el 
emplazamiento se hubiere realizado por 
medio de edictos, en los que se tendrá por 
contestada en sentido negativo.” (Código 
de Procedimientos Civiles del Estado de 
Tamaulipas, 1961)

En estas legislaciones, se puede percibir 
que, a pesar de contar con la regla general 
de que ante la omisión de contestar se pre-
sumirán ciertos los hechos de la demanda, 
se contemplan casos de excepción, que, 
por el propio texto normativo, se centran 
en la protección de la familia, en el atribu-
to de la persona del estado civil y, pudié-
ramos decir, en la falibilidad que pudiera 
tener el emplazamiento por edictos al no 
darse por enterada la parte demandada de 
la existencia de un juicio en su contra, con 
todo el debate que pudiera abrirse al res-
pecto, que no es materia de este trabajo.

Si bien la rebeldía surte efectos de pleno 
derecho y, por lo tanto, en estricto senti-



R E V I S TA  E S P E C I A L I Z A D A  E N  I N V E S T I G A C I Ó N  J U R Í D I C A

31
Efectos de la rebeldía en el Código Nacional de Procedimientos Civiles 

y Familiares mexicano. Análisis comparativo

do no existe necesidad de declaratoria al-
guna, también lo es que los textos antes 
transcritos contemplan esta carga para la 
autoridad, por lo que deberá emitir dicha 
declaratoria cuando se den los dos presu-
puestos referidos, la no contestación de la 
demanda en el tiempo otorgado para tal 
efecto y la revisión oficiosa del emplaza-
miento con la finalidad de constatar que 
se haya realizado conforme a derecho. 

Por lo que toca a las consecuencias de 
dicha declaratoria, al igual que en el caso 
anterior, existen un par de supuestos: la 
regla general, en la que se presumirán 
confesados los hechos de la demanda que 
no se contestó, y un caso de excepción a 
la regla, ya que en los asuntos en que se 
afecte a la familia, el estado civil de las 
personas y en aquellos en que se hubiere 
emplazado por edictos, en caso de rebel-
día se tendrá por contestada la demanda 
en sentido negativo, aspectos que serán 
comentados más adelante. 

Otras legislaciones, como la del estado 
de Chihuahua, contempla, al igual que la 
Ciudad de México, la revisión de oficio que 
el juzgado debe realizar del emplazamien-
to cuando no se presenta la contestación 
de demanda en el tiempo concedido para 
tal efecto, y posterior a esta revisión el tri-
bunal realizará la declaración de rebeldía, 
o bien, en caso de que considere al empla-
zamiento contrario a derecho ordenará su 
reposición, tal como se desprende del pri-
mer y último párrafo del artículo 251. Sin 

embargo, en relación con los efectos de 
esta figura jurídica, la legislación del esta-
do del norte, categóricamente contempla 
que: “Se presumen confesados los hechos 
de la demanda o reconvención que se deja-
ron de contestar” (Código de Procedimien-
tos Civiles del Estado de Chihuahua, 2014). 
Al respecto es importante señalar que esta 
presunción de carácter legal es una pre-
sunción iuris tantum, es decir, que admite 
prueba en contrario y por lo tanto es pre-
sunción relativa. 

Por su parte, tanto la legislación proce-
sal civil del estado de Nuevo León como 
la de Puebla prevén que al presentarse 
la hipótesis de que transcurra el término 
otorgado al demandado para el emplaza-
miento sin que se genere la contestación 
de demanda, se tendrá por contestada en 
sentido negativo, como se desprende de 
los artículos 631 que dice: “Transcurrido el 
término del emplazamiento sin presentar-
se el escrito de contestación, se dará por 
contestada en sentido negativo” (Código 
de Procedimientos Civiles del Estado de 
Nuevo León, 1973), y 205 de la legislación 
poblana que reza: “Cuando el demanda-
do no conteste la demanda, se tendrá por 
contestada en sentido negativo y se con-
tinuará con el procedimiento” (Código de 
Procedimientos Civiles para el Estado Li-
bre y Soberano de Puebla, 2004).

Finalmente, la legislación adjetiva del 
estado de Michoacán de Ocampo, prevé, 
como regla general, que si concluido el 
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término otorgado para la contestación 
de demanda sin que esta se presente, se 
presumirán ciertos todos los hechos de la 
demanda, salvo prueba en contrario. Au-
nado a ello, contempla la excepción a la 
regla en aquellos asuntos en los cuales el 
emplazamiento se hubiese realizado por 
medio de edictos, en cuyo caso el efecto 
de la rebeldía será tener por contestada la 
demanda en sentido negativo en términos 
del artículo 331. (Código de Procedimien-
tos Civiles para el Estado de Michoacán de 
Ocampo, 2008).

Como puede apreciarse, no existe uni-
formidad sobre los efectos o consecuen-
cias que tiene la rebeldía del demandado, 
incluso entre los códigos empleados en 

estas líneas se contemplan consecuencias 
parcialmente coincidentes o incluso con-
trarias. A manera de resumen se presenta 
la Tabla 1.

EFECTOS DE LA REBELDÍA

Como se ha constatado, tanto en aspectos 
doctrinales como legislativos, la rebeldía 
genera una serie de efectos o consecuen-
cias que pueden clasificarse en relación 
con las notificaciones procesales que de-
ben hacerse de manera posterior a los he-
chos de la demanda que se dejó de contes-
tar y, en relación a la comparecencia del 
demandado a las siguientes etapas proce-
sales.

Con relación al pri-
mero de los efectos, 
la rebeldía implica 
que todas las notifi-
caciones que deben 
realizarse en el pro-
cedimiento, aún las 
de carácter personal 
se realizarán por lis-
tas, ante la incompa-
recencia del litigante 
rebelde. Por lo que 
corresponde a los 
efectos en relación a 
los hechos de la de-
manda que se dejó 
de contestar, no exis-
te uniformidad en 
las disposiciones le-

Tabla 1. Efectos de la rebeldía en diversas legislaciones

Legislación/ Entidad Federativa Efectos de la rebeldía

Código Federal de Procedimientos 
Civiles

1. Si el emplazamiento se realizó directamente 
con la persona buscada o representante, se 

tienen por ciertos los hechos de la demanda.
2. En cualquier otro caso se tiene por contesta-

da en sentido negativo.

Estado de México

D. F. 1. Se presumen por ciertos los hechos de la 
demanda.

2. Se tienen por contestados en sentido negati-
vo en casos que afecten cuestiones familiares, 

Estado civil y emplazamiento por edictos.

Querétaro

Tamaulipas 1. Se presumen por ciertos los hechos de la 
demanda.

2. En el emplazamiento por edictos se tendrán 
por contestados los hechos en sentido negati-

vo.

Michoacán

Nuevo León Se tendrán por contestada en sentido negativo.

Puebla

Chihuahua Se presumen confesados los hechos de la de-
manda. 

Fuente: elaboración propia.
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gales analizadas, algunas de ellas contem-
plan de manera lisa y llana que se tendrán 
por ciertos los hechos, otras lo establecen 
como una regla general con excepciones 
en cuyo caso se tendrán por contestados 
en sentido negativo, y otras más se limitan 
a este último supuesto, sin perder de vista 
que para el año 2027 con el texto de la le-
gislación nacional, en caso de no modifi-
carse, el efecto será tener por contestada 
la demanda en sentido negativo, como se 
verá más adelante.

Finamente, sobre la comparecencia del 
litigante rebelde al procedimiento, resulta 
claro que esta no puede verse impedida, 
sin embargo, aquellos derechos procesa-
les no ejercidos le habrán precluido. So-
bre este último punto, sirva de apoyo las 
legislaciones procesales de la Ciudad de 
México y la del estado de Chihuahua, sin 
soslayar el hecho de que el texto del Códi-
go Nacional de Procedimientos Civiles y 
Familiares también contempla expresa-
mente esta situación, tal como quedará en 
evidencia en el siguiente apartado. 

En efecto, tanto el Código de Procedi-
mientos Civiles para el Distrito Federal 
como su correlativo del estado de Chi-
huahua, prevén un capítulo denominado 
“Procedimiento estando presente el rebel-
de” y “Procedimiento en caso de rebeldía”, 
respectivamente. En ambos cuerpos nor-
mativos se reconoce, de manera expresa, 
la posibilidad de que el litigante rebelde 
comparezca a juicio debiéndosele admitir 

al mismo, sin que ello implique que el pro-
cedimiento pueda retroceder. También se 
regula la posibilidad de que, aún en cali-
dad de rebelde, pudiera recibírsele medios 
de convicción en relación a excepciones 
perentorias, siempre y cuando acredite al 
tribunal vía incidental que desde el em-
plazamiento estuvo impedido por causa 
de fuerza mayor y de manera ininterrum-
pida para comparecer antes al juicio.

DISPOSICIONES DEL CÓDIGO 
NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS 
CIVILES Y FAMILIARES

El 15 de septiembre de 2017 fue publicada 
en el Diario Oficial de la Federación la re-
forma constitucional a través de la cual se 
modificó el artículo 73 de la Constitución 
y, de conformidad con su fracción XXX, se 
facultó al Congreso de la Unión para la ex-
pedición de una legislación única en ma-
teria civil y familiar, con lo que la facultad 
legislativa que hasta ese momento tenían 
las entidades federativas pasó al gobierno 
federal y se abrogaron las legislaciones lo-
cales así como el Código Federal (González 
y Silva, 2024, p. 22). La publicación del Có-
digo Nacional de Procedimientos Civiles y 
Familiares tuvo verificativo el 7 de junio 
de 2023, teniendo como finalidad la uni-
ficación de todos los procedimientos esta-
blecidos en los ordenamientos procesales 
de la materia, así como minimizar las for-
malidades procedimentales (Flores, 2023, 
p. 64), por lo que este cuerpo normativo ha 
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sido considerado como la legislación pro-
cesal más importante en los últimos años 
(Mena, 2023, p. 364). 

Tal como lo refiere Vázquez Cardozo, la 
materia procesal civil revierte gran im-
portancia tanto porque rige la solución de 
controversias entre particulares como por 
ser una norma supletoria de otras (2023, 
pp. 539-548). Así, en el código nacional se 
presentan novedades importantes como 
la introducción de juicios en línea y uso 
de firmas electrónicas, por lo que se in-
corporan diversos términos relativos a la 
justicia digital (Flores, 2023, p. 65), aunado 
al uso de la oralidad en los procedimien-
tos ordinarios y especiales, así como otros 
principios procesales localizables en su 
texto. Sin embargo, se reitera que estas 
líneas tienen como objetivo solamente la 
regulación existente en torno a la contu-
macia civil. 

De esta forma, y atendiendo a los pará-
metros analizados en el apartado que pre-
cede, podemos identificar la existencia de 
al menos un presupuesto evidente, la falta 
de contestación de la demanda en el plazo 
fijado para tal efecto y notificado a la parte 
demandada en el emplazamiento, hipóte-
sis en la que el código nacional contempla 
la declaratoria expresa de la rebeldía tal 
como lo dispone el artículo 255, que dice: 

Transcurrido el plazo fijado en el em-
plazamiento sin contestar la demanda, 
se tendrán por contestados los hechos 

en sentido negativo y se hará la decla-
ratoria de rebeldía correspondiente. A 
continuación, se señalará fecha para la 
audiencia de juicio, dictando auto de ad-
misión de las pruebas ofrecidas por la 
parte actora. (Código Nacional de Proce-
dimientos Civiles y Familiares, 2023)

Como puede apreciarse de dicho texto, el 
acontecimiento que da origen a la rebeldía 
es la falta de contestación de la demanda, 
sin embargo, el texto recientemente publi-
cado es omiso en contemplar la revisión 
oficiosa del emplazamiento como lo hacen 
algunas entidades federativas, como Chi-
huahua y Michoacán. Sobre este punto en 
particular, y tomando en consideración 
la relevancia de este acto procesal, cobra 
relevancia el razonamiento expuesto por 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
que:

[…] ha determinado que el emplaza-
miento del demandado al juicio natural 
constituye una formalidad esencial del 
procedimiento por ser necesario para 
una adecuada defensa, de lo que se sigue 
que la falta de verificación de éste o su 
práctica defectuosa se traduce en una 
violación manifiesta de la ley que pro-
duce indefensión, pues se estaría ante la 
infracción procesal de mayor magnitud 
y de carácter más grave, dada su trascen-
dencia en las demás formalidades del 
procedimiento, al afectar la oportunidad 
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de contestar la demanda y oponer excep-
ciones, ofrecer pruebas y alegar. (Tesis: (V 
Región) 5o.13 C (10a.), 2022) 

Lo anterior refleja que la revisión oficio-
sa abona al principio de certeza jurídica 
de las partes, por lo que su inclusión en el 
texto del código nacional pudiera resultar 
sumamente enriquecedora y cuya  reforma 
podría realizarse previo a la entrada de su 
vigencia,  sin que ello implique la imposibi-
lidad del demandado en caso de considerar 
necesario interponer el incidente de nuli-
dad por defectos en el emplazamiento, en 
términos de la legislación aplicable. 

Por otra parte, el artículo 255 que se anali-
za considera como el primero de los efectos 
que tendrá la rebeldía, el tener por contes-
tados los hechos de la demanda en sentido 
negativo, al igual que lo hacen las legisla-
ciones procesales de Nuevo León y Puebla. 
Esta situación ha llamado la atención de 
los autores del presente trabajo en atención 
a que la normativa procesal del estado de 
Chihuahua, lugar de origen de ambos, con-
templa, como quedó en evidencia antes, un 
efecto adverso. Es decir, en dicho supuesto 
se tienen por ciertos los hechos de la de-
manda que se deja de contestar, situación 
que no debe apreciarse como una sanción, 
tal como ya se explicó en este trabajo, sino 
como una consecuencia procesal de la in-
comparecencia de la parte demandada. 
Aunado a ello,  se pueden tomar en conside-
ración un par de aspectos más: el primero, 

que el tener por confesada la demanda es 
una presunción relativa, por lo tanto podrá 
verse desvirtuada en el resto de las etapas 
del procedimiento, incluso debe señalarse 
que la misma no exime a la parte actora de 
su carga procesal de acreditar los elemen-
tos constitutivos de su acción, incluso así lo 
ha reconocido la Corte en la jurispruden-
cia obligatoria que lleva por rubro “CON-
FESIÓN FICTA EN EL PROCEDIMIENTO 
CIVIL. LA FALTA DE CONTESTACIÓN A LA 
DEMANDA NO IMPLICA LA ACEPTACIÓN 
DE LAS PRETENSIONES RECLAMADAS 
POR LA ACTORA, SINO SÓLO UNA PRE-
SUNCIÓN QUE, PARA CONSTITUIR PRUE-
BA PLENA, DEBE ADMINICULARSE CON 
OTROS MEDIOS PROBATORIOS.”, al esta-
blecer que:  	

La falta de contestación de la demanda, no 
implica la aceptación de las pretensiones 
reclamadas por la actora, sino que sólo se 
trata de una presunción, la cual para cons-
tituir prueba plena debe ser adminiculada 
con otros medios que la favorezcan, dado 
que si bien es cierto que a la confesión de-
rivada de la falta de contestación no debe 
negársele valor probatorio, también lo es 
que no puede reconocerse que, por sí sola 
sea bastante para justificar la acción ejer-
citada pues, un indicio de esa naturaleza, 
originaría que se tuvieran por reconoci-
dos presuntivamente los hechos aducidos 
no contestados, cuando esa situación no 
es suficiente para dar fundamento a cada 
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uno de los elementos de la referida ac-
ción y, por tanto, tampoco puede tener-
se por probada únicamente con dicha 
confesión. (Tesis: I.6o.C. J/51, 2006) 

El segundo de los aspectos deriva del 
análisis de la consecuencia que tiene el 
contestar la demanda y omitir el pronun-
ciamiento sobre algún hecho del escrito 
inicial, en cuyo caso de conformidad con 
la fracción IV del artículo 241 del código 
nacional, se tendrán por ciertos los hechos 
que se dejaron de contestar, salvo prueba 
en contrario, lo que a nuestro criterio im-
plica una desproporción en la consecuen-
cia procesal contemplada entre una no 
contestación y una contestación parcial o 
incompleta.

 En efecto, resulta desproporcional e in-
cluso pudiera estimarse contradictorio y, 
por lo tanto, una antinomia jurídica, el 
hecho de que si la parte demandada com-
parece en tiempo y forma a dar contesta-
ción al escrito inicial ante el órgano juris-
diccional que lo mando llamar y omite 
pronunciarse sobre algún hecho de la de-
manda, la legislación nacional genere una 
presunción de que dicho hecho es cierto, 
y que, aunque se trate de una presunción 
relativa que puede ser desvirtuada, debe-
rá valorarse por la autoridad, junto con 
el resto del caudal probatorio de la parte 
actora, para determinar la procedencia 
o improcedencia de la acción intentada, 
y que, por el contrario, en el supuesto de 

que la parte demandada no comparezca, 
y por lo tanto no conteste la demanda, el 
efecto previsto en el código sea tenerla por 
contestada en sentido negativo. Resulta  
más que evidente la contradicción, prime-
ro porque no es dable que de no contestar 
el escrito inicial se tenga, aún en calidad 
de presunción, por contestados los hechos 
en sentido negativo, situación que, repeti-
mos, resulta por sí misma contradictoria 
al tener al mismo tiempo por no contes-
tada la demanda y por contestados los 
hechos en sentido negativo, pero, además, 
resulta desproporcional que se tenga ne-
gando todos los hechos a quien no atendió 
el llamado de la autoridad y no compare-
ció a juicio, y a quien sí lo hizo, con ciertas 
omisiones al no referirse a hechos de la 
demanda, se le tenga prácticamente reco-
nociendo los hechos que dejó de contestar 
en su documento. 

No debe soslayarse que, en ambos casos 
se trata de presunciones que surgen de la 
ley, pero en la primera hipótesis plantea-
da, es decir, la no contestación, incluso se 
podría percibir cierta suplencia en favor 
del demandado al presumir una respues-
ta negativa, por lo que nuestra postura se 
inclina a que el texto normativo debe re-
sultar uniforme y proporcional en las con-
secuencias jurídicas de ambas conductas. 
Es decir, la negligencia de la parte deman-
dada ya sea por no contestar en tiempo y 
forma la demanda o de omitir en su con-
testación de demanda pronunciarse sobre 
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determinados hechos, deben de correr la 
misma suerte, generar una presunción 
legal que deriva de dicha conducta, y que 
a nuestro juicio, debería de ser la de pre-
sumir por ciertos los hechos, sin entrar al 
estudio de si en el segundo de los casos esa 
presunción pueda resultar absoluta, como 
lo reconoce la legislación de Chihuahua, o 
debe permanecer como relativa, por exce-
der los objetivos de este modesto trabajo.

Otro de los efectos de la rebeldía consa-
grados en el artículo 255 es la reducción 
de las etapas del procedimiento, puesto 
que la legislación en estudio contempla 
que el tribunal deberá pronunciarse sobre 
la admisión de pruebas de la parte actora 
y señalar fecha y hora para la audiencia 
de juicio, obviando el desahogo de la au-
diencia preliminar, situación que tendría 
mayor sentido si precisamente el efecto 
de la rebeldía fuera presumir por ciertos 
los hechos de la demanda que se dejó de 
contestar, como sucede en el caso del alla-
namiento.

Siguiendo con el texto del código nacio-
nal, el arábigo 259 de dicho cuerpo norma-
tivo contempla el resto de los efectos que 
genera la declaración de rebeldía, mismos 
que resultan coincidentes con los aludidos 
en el apartado previo y que se centran en 
las siguientes notificaciones del litigante 
rebelde, así como en la posibilidad de que 
el juzgado dicte las medidas provisionales 
o cautelares que haya solicitado la parte 
actora, al disponer:

Artículo 259. En los casos de declaración 
de rebeldía de la parte demandada por 
falta de contestación, tendrán aplica-
ción las siguientes reglas:
I. Todas las resoluciones que de ahí en 
adelante recaigan en el pleito y cuantas 
citaciones deban hacérsele, aún las de 
carácter personal, se notificarán por el 
medio de comunicación procesal oficial, 
salvo los casos en que otra cosa se pre-
venga o a juicio de la autoridad jurisdic-
cional;
II. Desde el día en que fue declarada re-
belde o quebrantó la radicación de per-
sona la parte demandada, se decretarán 
las medidas cautelares solicitadas por la 
parte actora, si la parte contraria lo pi-
diere, la retención de sus bienes muebles 
y el embargo de los inmuebles en cuan-
to se estime necesario, para asegurar lo 
que sea objeto del juicio, aplicando en 
lo conducente las reglas de las medidas 
cautelares. (Código Nacional de Procedi-
mientos Civiles y Familiares, 2023)

Por último, el artículo 260 del Código 
Nacional de Procedimientos Civiles y Fa-
miliares regula aquellos casos en los cua-
les el litigante rebelde comparece a juicio, 
indicando que “La persona declarada en 
rebeldía podrá apersonarse a la audiencia 
de juicio para participar en el desahogo de 
las pruebas y rendir alegatos finales, sin 
que en ningún caso pueda retrotraerse el 
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procedimiento” (Código Nacional de Pro-
cedimientos Civiles y Familiares, 2023).

REFLEXIONES FINALES 

Partiendo de los planteamientos vertidos 
en estas líneas, así como del análisis com-
parativo realizado en relación a distintos 
ordenamientos jurídicos de naturaleza 
procesal, nos es posible plantear a manera 
de reflexiones finales las siguientes:

La contestación de demanda debe ser 
concebida no como una obligación de la 
parte demandada, sino como una potes-
tad, y en términos de Becerra Bautista 
(1978, p. 67), debe ser identificada como 
una de las más importantes cargas proce-
sales que tiene a su favor la persona que 
tiene el carácter de demandado en un jui-
cio, puesto que será a través de ella que po-
drá ejercer su derecho de defensa recono-
cido en nuestro sistema jurídico, contestar 
los hechos y prestaciones de la demanda, 
interponer excepciones y defensas, ofre-
cer pruebas, y en algunos casos, incluso 
interponer la reconvención.

La no contestación de la demanda trae 
consigo una serie de consecuencias pro-
cesales que deberá de soportar el litigante 
rebelde, a quien se declarará en rebeldía. 
Antes de enfocarnos en dichas consecuen-
cias, vale la pena señalar que, dada la rele-
vancia del emplazamiento, consideramos 
sumamente valioso que se regule sobre 
la revisión de oficio de esta notificación 
a cargo del tribunal en el supuesto de que 

no se haya presentado la contestación de 
demanda por los argumentos vertidos en 
el cuerpo de este trabajo, para que la de-
claratoria referida se emita hasta que el 
juzgador o juzgadora constate que el em-
plazamiento se hizo en términos de ley.

En cuanto a los efectos de la contuma-
cia, se agrupan en tres: con relación a las 
notificaciones en el juicio, con relación a 
los hechos de la demanda y con relación a 
la comparecencia al procedimiento. En el 
primero de los casos, todas las notificacio-
nes que deban realizarse al litigante rebel-
de, aún las personales, se harán, digamos 
de manera ordinaria, generalmente por 
medio de listas. La parte toral de este tra-
bajo se centra en los efectos con relación a 
los hechos de la demanda, que partiendo 
de distintos supuestos normativos, como 
en el caso de Chihuahua, se presumen cier-
tos los hechos de la demanda que se dejó 
de contestar, en otros existe dicha presun-
ción pero con casos de excepción (cuando 
afecten a la familia o se haya emplazado 
por edictos, entre otros, en cuyo caso se 
tienen por contestados en sentido negati-
vo)  y queda sujeta a que el emplazamiento 
se hubiese realizado al demandado o su re-
presentante. Finalmente, encontramos ca-
sos como Nuevo León, Puebla y el código 
nacional que contemplan que se tendrán 
los hechos por contestados en sentido ne-
gativo. De todo lo expuesto se desprende 
que lo ideal es que se tengan por presun-
tamente ciertos los hechos de la demanda 
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que no se contesta, de otra manera resulta 
contradictorio y desproporcional en rela-
ción con los efectos de otras cargas proce-
sales como la de pronunciarse sobre todos 
y cada uno de los hechos de la demanda al 
contestarla, como ya se dijo, y donde in-
cluso podemos sostener que existe suplen-
cia en favor de la parte demandada, aún y 
cuando sea en calidad de presunción legal 
relativa.

Finalmente, el hecho de que un litigan-
te sea declarado rebelde no impide que 
comparezca de manera posterior al pro-
cedimiento, en cuyo caso se permitirá su 
incorporación sin que exista posibilidad 
alguna de retrotraer el juicio y, por lo tan-
to, tendrá por precluidos los derechos no 
ejercidos en el momento procesal opor-
tuno, llamando la atención que algunos 
ordenamientos contemplan la posibilidad 
de que en caso de que la incomparecencia 
en tiempo hubiese sido por causa mayor, 
de manera ininterrumpida, y acreditada 
incidentalmente al tribunal, podría inter-
poner excepciones perentorias, aunque 
dicho supuesto no está contemplado en la 
legislación nacional.  

Ahora bien, atendiendo a los argumen-
tos aquí planteados, así como al tiempo 
que resta para alcanzar la fecha límite de 
la entrada en vigor del Código Nacional de 
Procedimientos Civiles y Familiares, se es-
tima pertinente realizar un análisis a ma-
yor profundidad del resto de las legislacio-
nes procesales, para que el Congreso de la 

Unión, derivada de la facultad consagrada 
en el artículo 73 constitucional pudiera, 
en su caso, reformar el artículo 255 que, se 
insiste, debe de generar la presunción le-
gal relativa de tener por ciertos los hechos 
de la demanda que se dejó de contestar, 
así como la incorporación de la revisión 
oficiosa del emplazamiento previo a la de-
claración de rebeldía.
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RESUMEN 

En este artículo se parte de la premisa de que es esencial para México que su comunidad jurídica se familia-

rice con el Derecho Internacional Privado (DIPr). Por lo tanto, es importante examinar de cerca la metodo-

logía de enseñanza de la disciplina. El objetivo de este trabajo de investigación consiste en proporcionar un 

panorama claro y lo más completo posible de cómo se está enseñando el DIPr, enfocándose especialmente 

en el contexto mexicano, y en identificar los principales retos que la enseñanza de la disciplina enfrenta en 

el país. Para lograr ese objetivo se llevó a cabo un trabajo documental considerando tres fuentes de informa-

ción: datos disponibles en diversos sitios web institucionales, escritos académicos y la experiencia personal 

de las autoras como profesoras en universidades mexicanas y como participantes en actividades organiza-

das por otras instituciones. Teniendo todo esto en cuenta, este artículo se centra en las siguientes cuestiones, 

cada una de las cuales corresponde a un apartado: dónde se imparte el DIPr, cómo se denominan los cursos, 

conferencias y talleres de DIPr, quiénes son las personas destinatarias de los cursos, conferencias y talleres 
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de DIPr, qué contenidos de DIPr se enseñan y cómo se imparten. A 

su vez, cada uno de estos apartados se subdivide en dos secciones: en 

universidades y en otras instituciones. Finalmente, se identifica una 

serie de retos de la enseñanza del DIPr en México.

Palabras clave: enseñanza, metodologías activas, Derecho Interna-

cional Privado, universidades, México.

ABSTRACT
This article starts from the premise that it is essential for Mexico 

that its legal community becomes familiar with Private Internatio-

nal Law (PIL). Therefore, it is important to closely examine the tea-

ching methodology of the discipline. The objective of this research is 

to provide a clear and as complete overview as possible of how PIL 

is being taught, focusing especially on the Mexican context, and to 

identify the main challenges that the teaching of the discipline faces 

in the country. To achieve this objective, a documentary work was 

carried out considering three sources of information: data available 

on various institutional websites, academic writings, and the perso-

nal experience of the authors as professors at Mexican universities 

and as participants in activities organized by other institutions. Ta-

king all this into account, this article focuses on the following ques-

tions, each of which corresponds to a section: where PIL is taught, 

how PIL courses, conferences, and workshops are named, who are 

the recipients of PIL courses, conferences, and workshops, which PIL 

contents are taught, and how these PIL contents are taught. In turn, 

each of these sections is subdivided into two sections: in universities 

and other institutions. Finally, a series of challenges in teaching PIL 

in Mexico is identified.

Keywords: Teaching, active methodologies, private international 

law, universities, Mexico.
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INTRODUCCIÓN A LA ENSEÑANZA 
DEL DERECHO INTERNACIONAL 
PRIVADO

E
n las sociedades actuales, in-
terconectadas y expuestas a 
realidades interculturales y 
globales, el Derecho Interna-
cional Privado (DIPr) es una 

disciplina jurídica de máxima relevan-
cia. Esta área del derecho se caracteriza 
por un alto grado de complejidad, rela-
cionado con la pluralidad y diversidad de 
ordenamientos jurídicos a los que puede 
vincularse una misma relación jurídica, 
así como con la interacción entre las nu-
merosas normas que componen ese mo-
saico normativo. Estas reglas pueden ser 
normas estatales o no estatales, convenios 
internacionales elaborados en diferentes 
foros universales y regionales, instrumen-
tos de derecho blando o normas internas. 
Por lo tanto, el DIPr abarca no solo las 
normas jurídicas locales o nacionales y 
los tratados internacionales, sino también 
la lex mercatoria, como los INCOTERMS y 
las Reglas y Usos Uniformes relativos a los 
Créditos Documentarios de la Cámara de 
Comercio Internacional, o los Principios 
de UNIDROIT sobre los Contratos Comer-
ciales Internacionales.

La importancia del DIPr es evidente y 
esto también es cierto para México, un es-
tado federal profundamente inmerso en 
relaciones transfronterizas. Estas tienen 

un gran potencial de aumentar a medida 
que el país se adhiera a nuevos tratados 
comerciales internacionales (González 
Martín, 2009, p. 83). México es un sujeto 
muy activo en el comercio internacional, 
participación que puede verse favorecida 
por su ubicación geográfica tan cercana a 
los Estados Unidos de América en la fron-
tera norte y a Centroamérica en la fronte-
ra sur, lo que refuerza los vínculos de Mé-
xico con otros países latinoamericanos. 
Además, sus largas costas en el Pacífico y 
el Atlántico facilitan el transporte maríti-
mo hacia y desde Asia y Europa.

En este contexto, es esencial para Méxi-
co que su comunidad jurídica se familiari-
ce con el DIPr. Por lo tanto, es importante 
examinar de cerca la metodología de en-
señanza de la disciplina. Nuestro objetivo 
en este artículo es proporcionar un pano-
rama claro y lo más completo posible de 
cómo se está enseñando el DIPr, enfocán-
donos especialmente en México.

La enseñanza del Derecho Internacional 
Privado, así como la educación jurídica en 
general en México y el resto de América 
Latina, todavía puede considerarse orto-
doxa. En el modelo tradicional, memorís-
tico, el profesor es quien domina y explica 
la materia. Los estudiantes, obligados a 
asistir a las clases (Pérez Perdomo, 1982, 
p. 136), son meros receptores. Se privilegia 
el uso de la memoria como estrategia de 
aprendizaje, en lugar de centrarse en el 
desarrollo de la capacidad de razonamien-



R E V I S TA  E S P E C I A L I Z A D A  E N  I N V E S T I G A C I Ó N  J U R Í D I C A

45
Enseñanza del Derecho Internacional Privado en México

to jurídico. Las clases magistrales se adop-
tan como método exclusivo de enseñanza 
(García Jaramillo, 2008, p. 28), y en el mo-
mento de la evaluación, se espera que los 
estudiantes repitan las explicaciones da-
das por el docente. Esta forma de enseñar 
“enfatiza la tradición frente al cambio” 
(González Ramos, 2017, p. 143).

Sin embargo, cada vez hay más con-
ciencia de que la enseñanza del derecho 
no es una transmisión unidireccional de 
conocimientos. La bidireccionalidad pue-
de conseguirse, por ejemplo, utilizando el 
método socrático —típico de las faculta-
des de derecho de los sistemas de common 
law—, donde el intercambio constante de 
opiniones entre profesores y estudiantes 
enriquece el proceso de aprendizaje. Hay 
profesores que se preocupan por dejar 
atrás el modelo de aprendizaje memorís-
tico y buscan “invitar al estudiante a com-
prender el DIPr y a desarrollar el razona-
miento crítico” (Albornoz, 2016, p. 196). 
Además, los profesores comprometidos se 
sienten recompensados por los progresos 
de sus estudiantes y aprenden mucho de 
cada interacción con ellos en clase (Es-
trada Michel, 2008, p. 28). En un modelo 
de educación jurídica moderno, el centro 
de atención se desplaza “de la enseñanza 
del instructor al aprendizaje del alumno” 
(Allen y Jackson, 2017, p. 2), y quienes en-
señan derecho desempeñan el papel de fa-
cilitadores.

Para examinar la enseñanza del DIPr en 
México e identificar los principales retos 
que enfrenta, hemos llevado a cabo un tra-
bajo documental considerando tres fuen-
tes de información: datos disponibles en 
diversos sitios web institucionales, escri-
tos académicos y nuestra experiencia per-
sonal como profesoras en universidades 
mexicanas y como participantes en activi-
dades organizadas por otras instituciones. 
Teniendo todo esto en cuenta, este artícu-
lo se centra en las siguientes cuestiones, 
cada una de las cuales corresponde a un 
apartado: dónde se imparte el DIPr, cómo 
se denominan los cursos, conferencias y 
talleres de DIPr, quiénes son las personas 
destinatarias de los cursos, conferencias y 
talleres de DIPr, qué contenidos de DIPr se 
enseñan y cómo se imparten esos conteni-
dos del DIPr. A su vez, cada uno de estos 
apartados se subdivide en dos secciones: 
en universidades y en otras instituciones. 
Finalmente, identificamos una serie de re-
tos que la enseñanza del DIPr enfrenta en 
México.

¿DÓNDE SE ENSEÑA EL DIPR?

El DIPr se enseña principalmente en las 
universidades, pero otras instituciones 
también desempeñan un papel en la en-
señanza de esta disciplina jurídica. Esta 
sección se divide en dos partes: una atien-
de a la enseñanza del DIPr en las univer-
sidades y la otra, a su enseñanza en otras 
instituciones.
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En las universidades

En materia de universidades, el escenario 
mexicano presenta una gran variedad de 
facultades de derecho, cada una con esti-
los y propósitos diversos (Pérez Perdomo, 
2022, p. 109). Existen instituciones educa-
tivas públicas y privadas. Mientras que las 
primeras son operadas por el Estado, las 
segundas son de gestión privada y deben 
obtener el Reconocimiento de Validez Ofi-
cial de Estudios (RVOE) por cada progra-
ma académico que otorgan con validez 
oficial (Pérez Hurtado, 2009, p. 27). Desde 
las últimas décadas, el número de nuevas 
universidades privadas que cuentan con 
facultades de derecho ha ido en constan-
te aumento en México. No obstante, algu-
nas de ellas son universidades privadas 
irregulares, cuyos programas carecen de 
validez oficial y muchas veces no alcan-
zan el nivel de calidad esperado. Las ins-
tituciones educativas en esta situación (ya 
sea enfocadas únicamente al derecho o 
también a otras carreras) se caracterizan 
por su orientación al lucro, la ausencia 
de supervisión externa y la falta de con-
troles de calidad (Rodríguez Gómez, 2004, 
p. 11). Son conocidas informalmente como 
universidades “patito”, “de galpón” o “de 
garage” (Pérez Perdomo, 2006, p. 25). Una 
de las cuestiones que se plantean aquí es 
la de la confianza y la transparencia: sos-
tenemos que quienes se matriculan para 
cursar un programa académico deberían 

tener siempre la certeza de si su certifica-
do tendrá validez oficial o no.

En este contexto, hemos considerado 
universidades ubicadas en todo el terri-
torio mexicano que imparten contenidos 
de DIPr y cuentan con planes de estudio 
disponibles en línea. Otro criterio tomado 
en cuenta fue que las instituciones edu-
cativas elegidas ofrecieran esos cursos de 
DIPr a nivel licenciatura.

El Derecho Internacional Privado se im-
parte principalmente en los programas de 
licenciatura en derecho (incluido un caso 
aislado de Licenciatura en Derecho Inter-
nacional), pero en algunas universidades 
también se ofrece en la Licenciatura en 
Relaciones Internacionales, o en otros del 
ámbito de los negocios o el comercio in-
ternacionales (por ejemplo, Licenciatura 
en Negocios Internacionales).

En cuanto a la educación de posgrado 
(especialidad, maestría), no se encontra-
ron datos significativos sobre cursos de 
DIPr, a excepción de la Maestría en Prác-
tica Jurídica Transnacional del Instituto 
Tecnológico y de Estudios Superiores de 
Monterrey,4 que contiene un curso sobre 
contratos internacionales y otro sobre ar-
bitraje y litigio transnacional. Asimismo, 
la Maestría en Investigación Jurídica de la 
Universidad Autónoma de Ciudad Juárez, 

4	 Maestría en Práctica Jurídica Transnacional (Tecno-
lógico de Monterrey, 2023) <https://samp.itesm.mx/
Programas/VistaPrograma?clave=MPJ14&modoVis-
ta=Default&idioma=ES&cols=0> consultado el 20 
de febrero de 2023.
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con un área sobre DIPr y ADR/ODR, in-
cluye tres cursos: “Comercio electrónico”; 
“Firma digital y contratos electrónicos”; 
“Mecanismos reales de solución de con-
flictos”. Por otra parte, si bien la Univer-
sidad Autónoma del Estado de Morelos 
ofrece los cursos “Derecho mercantil in-
ternacional en la era de la globalización 
económica mundial” e “Instituciones del 
DIPr en el contexto de la globalización” 
en su Doctorado en Derecho y Globaliza-
ción,5 en general, en el resto de las univer-
sidades, no existen cursos formales sobre 
temas de DIPr para estudiantes de docto-
rado. Cabe mencionar que esto no repre-
senta un obstáculo para que el estudianta-
do de programas amplios de doctorado en 
derecho escriba su tesis sobre cuestiones 
de DIPr. Finalmente, aunque existen algu-
nos raros ejemplos de diplomados de edu-
cación continua que abordan temas de 
DIPr y que fueron ofrecidos en algún mo-
mento en el pasado en colaboración con 
instituciones profesionales, al momento 
de redactar este artículo, no existen cur-
sos universitarios de este tipo disponibles 
para la comunidad jurídica en México.

A efectos de lo anterior, por un lado, se 
identificaron 43 universidades públicas.6 

5	 <https://www.uaem.mx/admision-y-oferta/pos-
grado/doctorado-en-derecho-y-globalizacion/files/
PE-Derecho-Globalizacion-2019.pdf> consultado el 
20 de febrero de 2023.

6	 Universidades Autónomas de: Aguascalientes, Baja 
California, Baja California Sur, Campeche, del Car-
men, Chiapas, Ciudad Juárez, Ciudad de México, 
Coahuila, Durango, Estado de México, Estado de 
Hidalgo, Guadalajara, Estado de Morelos, Metro-

Por otro lado, dado que muchas universi-
dades privadas cumplen con los criterios 
de selección, razones prácticas nos lleva-
ron a retener solo diez de las más recono-
cidas7 —excluyendo así las universidades 
patito y algunas otras—. Por lo tanto, 53 es 
el número total de universidades mexica-
nas que utilizamos como base para las si-
guientes observaciones.

Todas las universidades consultadas im-
parten cursos de DIPr en la Licenciatura 
de Derecho, salvo una institución en la que 
no existe un programa de derecho, pero sí 
un programa de relaciones internaciona-
les que incluye el curso de DIPr. Mientras 
que 27 universidades imparten DIPr única-
mente en la Licenciatura en Derecho, otras 
25 ofrecen esa materia en otros programas 
de licenciatura en el ámbito de las relacio-
nes internacionales, o de los negocios o el 

politana, Nacional Autónoma de México, Nayarit, 
Nuevo León, Benemérita Universidad Autónoma de 
Puebla, Querétaro, San Luis Potosí, Sinaloa, Juárez 
Autónoma de Tabasco, Tamaulipas, Tlaxcala, Yuca-
tán, Zacatecas; Centro de Investigación y Docencia 
Económicas (CIDE), Colegio de San Luis, Colegio de 
Veracruz, Instituto de Educación Digital del Estado 
de Puebla; Universidades de: Colima, Juárez del Es-
tado de Durango, Digital del Estado de México, Gua-
najuato, Guadalajara, Michoacana de San Nicolás 
Hidalgo, Istmo, Intercultural del Estado de Puebla, 
de Quintana Roo, de Sonora, Popular de Chontalpa, 
y Veracruzana.

7	 Por orden alfabético: Escuela Libre de Derecho, 
Facultad Libre de Derecho de Monterrey, Instituto 
Tecnológico Autónomo de México (ITAM), Instituto 
Tecnológico y de Estudios Superiores de Monterrey 
(ITESM), Instituto Tecnológico y de Estudios Supe-
riores de Occidente (ITESO)-Universidad Jesuita de 
Guadalajara, Universidad Autónoma de Guadalaja-
ra, Universidad de las Américas Puebla, Universi-
dad de Monterrey, Universidad Iberoamericana y 
Universidad Panamericana. 
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comercio internacionales. Esto es relevan-
te porque demuestra una creciente toma de 
conciencia acerca de que el conocimiento 
del DIPr es útil en otras profesiones, fuera 
del sector estrictamente jurídico.

No obstante, como se confirma al anali-
zar la cuestión desde la perspectiva de los 
81 programas académicos considerados, 
los temas de DIPr se abordan mayoritaria-
mente en los programas de derecho (Grá-
fico 1).

Gráfico 1: Licenciaturas que incluyen cursos de 

DIPr

Fuente: Gráfico elaborado por las autoras a par-

tir de datos disponibles en internet.

De hecho, 56 de los programas que ofre-
cen cursos de DIPr son de derecho (inclui-
dos 50 exclusivamente de derecho, y otros 
seis de derecho y ciencias jurídicas, de-
recho internacional, derecho y finanzas, 
derecho con un enfoque intercultural, 
consultoría jurídica y derecho con un en-
foque de pluralismo jurídico). Esto consti-
tuye el 69% del total. Además, el DIPr se 

estudia en 17 programas (21%) en el campo 
del comercio o negocios internacionales 
(seis en negocios internacionales, cinco en 
comercio internacional, dos en gestión de 
negocios internacionales, dos en negocios 
y comercio internacional, uno en comer-
cio y finanzas internacionales, y uno en 
comercio exterior). Por último, ocho de 
los programas en los que se imparte DIPr 
(10%) están dedicados a las relaciones in-
ternacionales.

En otras instituciones

Además de las universidades, las organi-
zaciones profesionales (principalmente 
la Academia Mexicana de Derecho Inter-
nacional Privado y Comparado —AME-
DIP— y la Barra Mexicana de Abogados 
—BMA—), las instituciones del Poder Ju-
dicial (como la Escuela Federal de Forma-
ción Judicial del Consejo de la Judicatura 
Federal, o el Centro de Estudios Constitu-
cionales de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación) o los organismos guberna-
mentales (como la Secretaría de Relacio-
nes Exteriores) también contribuyen a la 
enseñanza y difusión del DIPr. De hecho, 
suelen organizar conferencias o talleres 
anuales, cursos cortos y, en ocasiones, 
también diplomados (cursos de educación 
continua) en los que se abordan temas 
de DIPr. A efectos del presente artículo, 
entendemos por diplomado un curso de 
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formación permanente de una duración 
mínima de 100 horas.

Desde 1977, AMEDIP organiza anual-
mente un Seminario Nacional de Derecho 
Internacional Privado y Comparado en 
diferentes sedes, con el objetivo de difun-
dir la disciplina no solo en la Ciudad de 
México, sino en todo el país. El seminario 
consiste en una reunión de tres días de 
la comunidad académica mexicana (Sil-
va, 2014b, p. 148), con la participación de 
expertos en DIPr que imparten conferen-
cias sobre temas seleccionados. Durante 
muchos años, especialmente cuando el 
seminario se celebraba en estados distin-
tos de la capital, AMEDIP ofrecía además 
un curso propedéutico presencial antes 
del seminario. Ese breve curso, abierto a 
estudiantes locales y a otros miembros de 
la comunidad jurídica, les ofrecía una in-
troducción a las principales cuestiones de 
DIPr que se abordarían en el evento prin-
cipal. Se trataba de un enfoque interesante 
para nivelar el terreno de la audiencia del 
seminario, permitiendo a todas las perso-
nas asistentes aprovechar al máximo las 
conferencias y formular preguntas si así 
lo deseaban.

En 2020 y 2021, debido a la “nueva nor-
malidad” impuesta por la pandemia CO-
VID-19, el Seminario anual se celebró en 
línea, aprovechando las tecnologías de la 
información y la comunicación. A pesar 
del inconveniente de no permitir la inte-
racción en persona, la modalidad virtual 

tiene la ventaja de llegar a un público mu-
cho más amplio e incluso internacional.

Además, durante el año, AMEDIP orga-
niza sesiones mensuales o quincenales 
para debatir temas de DIPr, a menudo en 
colaboración con la Comisión de Derecho 
Internacional y Comparado de la BMA. A 
la inversa, cada dos años, la BMA organiza 
un congreso de profesionales del derecho, 
en el que uno de los paneles está dedicado 
al DIPr.

Ocasionalmente, AMEDIP coorganiza 
diplomados con otras instituciones edu-
cativas o profesionales. Por ejemplo, en 
2018, uno sobre arbitraje comercial inter-
nacional y otros Mecanismos Alternativos 
de Solución de Controversias (MASC) con 
la UNAM y el Centro de Arbitraje y Media-
ción de la Cámara Nacional de Comercio 
(CANACO), y otro sobre cooperación pro-
cesal internacional y relaciones de dere-
cho privado en el ámbito internacional 
con la Escuela Judicial del Estado de Méxi-
co. Este último también se organizó con la 
Universidad Autónoma de Querétaro en 
2019. Actualmente, se tiene previsto orga-
nizar un diplomado en DIPr con la BMA.

Asimismo, la Escuela Federal de Forma-
ción Judicial se enfoca en la capacitación 
del personal de la Judicatura Federal, por 
lo que le ofrece diferentes cursos de edu-
cación jurídica continua. En 2021, se im-
partió un diplomado sobre DIPr, así como 
un curso corto sobre Intervención Judi-
cial en el Arbitraje Comercial Nacional e 
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Internacional, que naturalmente incluyó 
temas de DIPr. Asimismo, en 2021, esta 
institución, en colaboración con el Centro 
de Estudios Constitucionales, organizó un 
Diplomado sobre Nuevos Desarrollos del 
Derecho Familiar, en el que se abordaron 
determinados temas especializados de 
DIPr Familiar.

Por último, desde los años 90, la Secre-
taría de Relaciones Exteriores de México 
organiza un Taller de Derecho Interna-
cional para profesores de Derecho Inter-
nacional Público (DIP) y de DIPr. Aunque 
en un principio este taller se centraba pre-
dominantemente en cuestiones de DIP, en 
los últimos años se ha ido incorporando a 
la agenda un número creciente de temas 
de DIPr. Más recientemente, la Secretaría 
ha empezado a organizar anualmente un 
Taller de Cooperación Procesal Interna-
cional destinado a poner al día al personal 
judicial en materia de cooperación trans-
fronteriza.

¿CÓMO SE DENOMINAN LOS CURSOS, 
CONFERENCIAS Y TALLERES DIPr? 

En esta sección se examinan las denomi-
naciones de los cursos, así como de las 
conferencias y talleres que tratan temas 
relacionados con el DIPr. Se distingue en-
tre la denominación de dichos eventos en 
universidades y en otras instituciones.

En las universidades

El DIPr como asignatura en los planes 
de estudio de las licenciaturas de las uni-
versidades mexicanas suele denominar-
se “Derecho Internacional Privado”. Sin 
embargo, el nombre de la materia difiere 
en algunas instituciones. A efectos de este 
estudio, cuando una asignatura sólo se de-
nomina “Derecho Internacional”, se con-
sidera principalmente DIP y queda fuera 
del ámbito de este capítulo, a menos que 
información adicional indique que la dis-
ciplina impartida es el DIPr. Además, dado 
que aquí nos centramos en los nombres 
de los cursos universitarios en los cuales 
se imparten temas de DIPr, se adopta un 
enfoque amplio, considerando no solo los 
cursos cuyo contenido es exclusivamen-
te DIPr, sino también aquellos en los que 
el DIPr es una parte del contenido y, por 
tanto, se lo combina con otras disciplinas 
jurídicas en un mismo curso.

La gama de denominaciones de los cur-
sos que abordan contenidos de DIPr es 
amplia. Pueden distinguirse cuatro gru-
pos, y varios cursos pueden pertenecer a 
más de un grupo.8 En primer lugar, algu-
nos nombres aluden a la disciplina en ge-
neral, como “DIPr”, “Conflictos de leyes”, 
“Instituciones del DIPr”, o “Parte general 
de DIPr”. En segundo lugar, algunos nom-

8	 Por ejemplo, “Contratos y arbitraje comercial inter-
nacional”, así como “DIPr” y “Arbitraje comercial 
internacional” pueden situarse en los grupos segun-
do y tercero.
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bres hacen referencia a litigios y arbitra-
jes internacionales, por ejemplo, “Derecho 
procesal internacional”, “Conflictos de 
jurisdicción internacional” o “Arbitraje 
internacional”. En tercer lugar, en algu-
nos casos, los nombres de los cursos están 
estrechamente relacionados con el comer-
cio internacional, por ejemplo: “Derecho 
mercantil internacional”, “Derecho de los 
negocios internacionales” o “Contratos in-
ternacionales y modalidades de pago”. Por 
último, en el ámbito del Derecho Civil In-
ternacional y Familiar, encontramos cur-
sos como “Derecho civil internacional” y 
“Derecho internacional familiar”.

Además, desde una perspectiva diferen-
te (véase el Gráfico 2), observamos que, 
de los 110 cursos que abordan conteni-
dos DIPr, 54 se denominan directamente 
“DIPr”. Esto supone el 49 % de los casos. 
En los otros 56 casos, la denominación de 
los cursos lleva una aclaración adicional 
o, directamente, es distinta de “DIPr”.

Cuando el nombre “DIPr“ va acompaña-
do de alguna otra indicación, los cursos 
se denominan: “Instituciones de DIPr”, 
“Introducción al DIPr”, “Parte general del 
DIPr”, “DIPr procesal”, así como “DIPr y 
arbitraje comercial internacional” o “Co-
mercio y DIPr” cuando se destaca el vín-
culo con el comercio internacional. Se 
identificó un caso de cada uno de estos 
seis nombres. Además, en cinco casos, el 
nombre de la asignatura en la que se estu-
dian los temas de DIPr también recuerda 

la relación de esta disciplina jurídica con 
el DIP, lo que da lugar a los cursos “DIP y 
DIPr”. En conjunto, estos once cursos re-
presentan el 10 % de todos los cursos de 
DIPr examinados.

Gráfico 2: Cursos con contenidos de DIPr,                     

denominaciones

Fuente: fráfico elaborado por las autoras a par-

tir de datos disponibles en internet.

No obstante, los cursos que presentan 
contenidos DIPr también pueden tener 
nombres en los que no se utiliza la deno-
minación “DIPr”. Esto ocurre en 45 casos, 
lo que representa el 41 % de todos los cur-
sos de DIPr. Por ejemplo, en un progra-
ma de Licenciatura en Derecho, el curso 
se denomina “Derecho conflictual”, y en 
otro, se designa simplemente como “De-
recho internacional”.9 El uso de nombres 

9	 Este es el caso del CIDE, donde los estudiantes de la 
Licenciatura en Derecho tienen un curso de “Dere-
cho internacional público”, seguido de un curso de 
“Derecho internacional”, dedicado al DIPr. Es muy 
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distintos de DIPr también se observa en 
otros diez casos aislados: “Resolución de 
conflictos internacionales”, “Disputas de 
jurisdicción internacional”, “Jurisdicción 
judicial internacional”, “Regulación de 
los negocios internacionales”, “Derecho 
y arbitraje internacional”, “Contratos y 
arbitraje comercial internacional”, “Arbi-
traje internacional”, “Derecho corporativo 
internacional”, “Régimen jurídico de las 
comunicaciones comerciales transfron-
terizas” y “Derecho de familia internacio-
nal”. Esta variación también se observa 
en los diez casos de “Contratos interna-
cionales” o “Derecho internacional de los 
contratos”; cinco casos de “Derecho mer-
cantil internacional” (incluido un caso de 
“Derecho mercantil internacional I” y uno 
de “Derecho mercantil internacional II”); 
cuatro casos de “Contratos y formas de 
pago internacionales”, “Contratos inter-
nacionales y formas de pago”, “Formas de 
pago internacionales” o “Formas de pago 
y financiación”; cuatro casos de “Derecho 
procesal internacional” o “Procedimiento 
internacional”; tres casos de “Derecho ci-
vil internacional (I, II y III)”; tres de “Trá-
fico y transporte internacional” o “Trans-
porte internacional de mercancías”; dos 
casos de “Derecho mercantil internacio-
nal” y otros dos casos de “Compraventa y 

probable que la ausencia de la palabra “Privado” en 
el nombre del segundo curso se deba a un error ad-
ministrativo al momento de registrar los planes de 
estudio ante la SEP.

contratos internacionales” o “Contratos 
de compraventa internacional”.

En otras instituciones

Los cursos, conferencias y talleres orga-
nizados por instituciones profesionales 
sobre temas relacionados con el DIPr 
reciben diferentes nombres. Aunque en 
algunos casos se utiliza “Derecho inter-
nacional privado”, en otros, el nombre de 
la actividad académica es más específico, 
dependiendo de las cuestiones particula-
res dentro de la disciplina que se vaya a 
abordar.

En el nombre del encuentro anual más 
significativo de AMEDIP, “Seminario Na-
cional de Derecho Internacional Privado 
y Comparado”, se percibe claramente la 
huella de la denominación de esta acade-
mia. Al inicio de este nombre de base, se 
añade el número de cada seminario, junto 
con la designación del tema general prin-
cipal del año. Por ejemplo, en 2021 el nom-
bre completo del evento fue “XLIV Semi-
nario Nacional de Derecho Internacional 
Privado y Comparado – ‘Perspectivas para 
el Derecho Internacional Privado en una 
Sociedad Post-Pandemia’”. El tema objeto 
de debate también determina el nombre 
de cada una de las sesiones ordinarias a lo 
largo del año.

Adicionalmente, en lo que respecta a los 
diplomados implementados por la AME-
DIP, que son impartidos por miembros de 
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la asociación, el nombre de los programas 
académicos cambia para cada diplomado 
específico. Así, por ejemplo, hubo uno ti-
tulado “Arbitraje Comercial Internacional 
y otros MASC” y otro denominado “Coo-
peración Procesal Internacional y Rela-
ciones de Derecho Privado en el Ámbito 
Internacional”.

Para ilustrar la variedad en la denomi-
nación de los cursos que tratan cuestio-
nes de DIPr, cabe señalar que el curso 
más extenso en este campo, ofrecido por 
la Escuela Federal de Formación Judicial, 
se denomina simplemente “Diplomado de 
Derecho Internacional Privado”. La Escue-
la de la Judicatura Federal también orga-
nizó un curso denominado “Intervención 
de los Tribunales en el Arbitraje Comer-
cial Nacional e Internacional”. Aunque en 
este último no se mencionaba “DIPr”, el 
curso incluía algunas cuestiones de nues-
tra materia. Lo mismo puede decirse del 
diplomado sobre “Nuevos Desarrollos del 
Derecho de Familia”, organizado por esta 
misma institución conjuntamente con el 
Centro de Estudios Constitucionales. En 
efecto, dicho programa académico conte-
nía un módulo específico sobre asuntos de 
DIPr de familia.

Por último, la Secretaría de Relaciones 
Exteriores organiza anualmente dos talle-
res en los que se debaten temas de DIPr. El 
primero, denominado “Derecho Interna-
cional”, aborda tanto el DIP como el DIPr. 
El segundo, por su parte, se titula “Coope-

ración Procesal Internacional”. Aunque 
“DIPr” no figura en el nombre del taller, 
este evento académico se centra exclusi-
vamente en uno de los pilares de la disci-
plina: la cooperación internacional.

¿QUIÉNES SON LAS PERSONAS DES-
TINATARIAS DE LOS CURSOS, CONFE-
RENCIAS Y TALLERES DIPR?

Los cursos, conferencias y talleres del DIPr 
pueden tener distintos públicos. En esta 
sección se examina la cuestión, en primer 
lugar, con respecto a los eventos llevados a 
cabo en universidades y, en segundo lugar, 
a los celebrados en otras instituciones.

En las universidades

En las universidades, los principales desti-
natarios de los cursos de Derecho Interna-
cional Privado son estudiantes de Derecho, 
Relaciones Internacionales y Comercio 
Internacional o Negocios Internacionales. 
Como se verá más adelante, en la mayoría 
de los casos, las asignaturas que contie-
nen temas de DIPr son obligatorias. Esto, 
por un lado, implica un reconocimiento 
formal de la relevancia de la disciplina en 
la realidad actual y contribuye a su sólido 
desarrollo en México y en América Latina. 
Por otro lado, pretende dotar a México de 
un número significativo de profesionales 
que comprendan los tecnicismos del DIPr 
y puedan participar en la conversación 
global hacia la mejora del acceso transna-
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cional a la justicia para todas las personas 
físicas y morales.

No obstante, dependiendo del programa 
académico y de su plan de estudios, así 
como de la universidad, las asignaturas 
en las cuales se aborda el DIPr pueden no 
ser obligatorias. En tales casos, quienes 
cursan las asignaturas de DIPr son úni-
camente estudiantes que las eligen volun-
tariamente entre otras opciones (a veces, 
muchas). Sin embargo, su elección puede 
considerarse la expresión de un alto nivel 
de motivación con respecto al estudio del 
DIPr.

Dicho lo anterior, es importante señalar 
que los objetivos de impulsar el avance de 
la disciplina y asegurar que México siga 
siendo un participante activo en el diálogo 
global para garantizar el desarrollo sus-
tentable en materia de acceso a la justicia, 
se cumplen mejor cuando las asignaturas 
de DIPr son obligatorias y el profesorado 
logra despertar el interés de sus estudian-
tes y cubrir al menos los principales temas 
del DIPr. Por lo tanto, en relación con el 
debate interno que se está produciendo en 
algunas facultades de derecho sobre si el 
DIPr o las asignaturas que incluyen con-
tenidos de DIPr deben seguir siendo obli-
gatorias o pasar a ser optativas, creemos 
que deben mantenerse como obligatorias. 
En el mismo sentido, considerando aque-
llos cursos de DIPr que actualmente no 
son obligatorios, avanzar hacia los men-
cionados objetivos es más factible cuando 

un curso no obligatorio es precedido por 
uno obligatorio también en el campo del 
DIPr, en comparación con el escenario en 
el cual uno, o incluso más cursos no obli-
gatorios de DIPr, están aislados.

Como se muestra en el Gráfico 3, en la 
mayoría de los programas académicos 
considerados, los cursos que abordan con-
tenidos de DIPr son obligatorios. Por con-
siguiente, quienes deseen obtener un títu-
lo de grado deben tomar tales cursos y no 
tienen la opción de no hacerlo.

Gráfico 3: Programas académicos y obligatoriedad 

(o no) de los cursos de DIPr

 

Fuente: gráfico elaborado por las autoras a par-

tir de datos disponibles en internet.

De hecho, de 81 programas académicos, 
los cursos son obligatorios en 76 (94%); en 
tres hay un curso obligatorio de DIPr, más 
uno o más cursos no obligatorios de DIPr; 
y en solo dos programas los cursos de DIPr 
no son obligatorios.
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Además, de los cinco programas acadé-
micos cuyo plan de estudios contiene cur-
sos no obligatorios de DIPr, tres son de de-
recho, uno de relaciones internacionales y 
uno de comercio internacional.

Entre aquellos programas académicos 
que incluyen un curso obligatorio más 
uno o más cursos no obligatorios sobre 
la materia, en dos el curso obligatorio se 
denomina DIPr y, en uno, “Derecho Pro-
cesal Internacional”. Las asignaturas no 
obligatorias son Contratos Internaciona-
les en un programa, Derecho Procesal In-
ternacional en otro y, en el restante, Dere-
cho Internacional de Familia, Resolución 
de Conflictos Internacionales y Derecho 
Mercantil Internacional.

En cuanto a los programas académicos 
en los cuales los dos únicos cursos que 
abordan cuestiones de DIPr no son obli-
gatorios, pertenecen a diferentes áreas de 
conocimiento. Por un lado, en un progra-
ma de Licenciatura en Derecho, los cursos 
son DIPr y DIPr Procesal. Por otro lado, en 
un programa de Licenciatura en Comercio 
Internacional, son Contratos Internacio-
nales y Transporte Internacional de Mer-
cancías.

Otras personas destinatarias de los cur-
sos del DIPr son estudiantes de posgra-
do y de doctorado en derecho y en otras 
áreas de las ciencias sociales, así como 
profesionales que buscan actualizar sus 
conocimientos a través de diplomados. 
Sin embargo, como se ha indicado ante-

riormente, el presente artículo se centra 
en programas de grado cuando se trata de 
instituciones universitarias.

Además, es importante destacar que la 
mayoría de estudiantes a quienes se en-
seña DIPr en las universidades mexica-
nas son jóvenes que pueden considerarse 
“nativos digitales”, en contraposición con 
los “inmigrantes digitales”. Mientras que 
los primeros son “‘hablantes nativos’ del 
lenguaje digital de las computadoras, los 
videojuegos e Internet” (Prensky, 2001, p. 
2) —también conocidos como N-(de Ne-
t)-gen o D-(de Digital)-gen—, los segundos 
“no nacieron en el mundo digital, pero en 
algún momento posterior de [sus] vidas, se 
fascinaron y adoptaron muchos o la ma-
yoría de los aspectos de la nueva tecnolo-
gía” (Prensky, 2001, pp. 2-3). Sin embargo, 
no toda la población puede clasificarse 
como nativa digital o como inmigrante 
digital, ya que un segmento significativo 
“simplemente no tiene acceso a los recur-
sos tecnológicos” (Crovi Druetta, 2010, p. 
125).

En otras instituciones

El público que participa en cursos, confe-
rencias y talleres en materia de DIPr or-
ganizados por otras instituciones o con su 
intervención es diverso. Abarca una am-
plia gama de personas de la comunidad ju-
rídica: abogados, jueces, profesores, partes 
interesadas en el comercio internacional, 
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así como estudiantes de posgrado y de li-
cenciatura.

En cuanto a los eventos de AMEDIP, es-
tos pretenden llegar a un público amplio. 
Los cursos propedéuticos que solían te-
ner lugar antes de los seminarios anuales 
se dirigían principalmente a estudiantes 
de derecho, pero también estaban abier-
tos a cualquier miembro interesado de 
la comunidad jurídica local. Los propios 
seminarios nacionales se dirigen a pro-
fesores, profesionales y estudiantes. En 
cuanto a las sesiones regulares —muchas 
de las cuales fueron organizadas en cola-
boración con la Comisión de Derecho In-
ternacional y Comparado de la BMA— se 
dirigen tanto a miembros de la AMEDIP 
y de la BMA como a no-miembros. Con el 
reciente cambio obligado de los semina-
rios anuales y las sesiones regulares de 
formato presencial a formato en línea, 
se ha producido un notable incremento 
en el número de asistentes a ambos tipos 
de eventos académicos. En consecuencia, 
esto ha aumentado la visibilidad interna-
cional de las conferencias de AMEDIP.

Además, los diplomados pueden orga-
nizarse en dos modalidades diferentes. 
En primer lugar, pueden estar abiertos a 
cualquier persona interesada en temas 
relacionados con el DIPr. Con frecuencia, 
las personas asistentes serán abogados y 
ocasionalmente estudiantes de derecho. 
Sin embargo, por lo general, no existe nin-
gún obstáculo para que profesionales de 

otras áreas del conocimiento se inscriban 
y asistan a este tipo de cursos. En segundo 
lugar, pueden ser cerrados y, por tanto, es-
tar disponibles únicamente para un deter-
minado grupo de personas, como aquellas 
que sean miembros de la judicatura o de 
una determinada asociación profesional. 
Como ejemplo de la primera modalidad, 
puede mencionarse el diplomado sobre 
“Cooperación procesal internacional y re-
laciones de derecho privado en el ámbito 
internacional” organizado por la AMEDIP 
en cooperación con la Universidad Autó-
noma de Querétaro, o el diplomado sobre 
“Nuevos desarrollos del derecho de fami-
lia” impartido por el Centro de Estudios 
Constitucionales. Por otra parte, el diplo-
mado de DIPr organizado por la Escuela 
Federal de Formación Judicial es un buen 
ejemplo de la segunda modalidad.

Por último, el Taller de Derecho Inter-
nacional, organizado por la Secretaría de 
Relaciones Exteriores, va dirigido a profe-
soras de DIP y DIPr que buscan actualizar 
sus conocimientos. En cuanto al Taller 
de Cooperación Procesal Internacional, 
organizado por la misma autoridad, los 
destinatarios son miembros del Poder Ju-
dicial cuyas actividades profesionales los 
involucran en casos que requieren coope-
ración internacional.
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¿CUÁLES SON LOS CONTENIDOS DEL 
DIPR?

Es interesante observar lo que se enseña 
como DIPr, no solo en las universidades, 
sino también en otras instituciones de Mé-
xico. Por lo tanto, esta sección se divide en 
dos partes, cada una de las cuales aborda 
los contenidos de los cursos y eventos de 
DIPr en las universidades, o en otras ins-
tituciones.

En las universidades

En las universidades mexicanas los con-
tenidos del DIPr se imparten en diversos 
programas de licenciatura. Como se men-
cionó anteriormente, no solo en la Licen-
ciatura en Derecho, sino también en la Li-
cenciatura en Relaciones Internacionales 
y en la Licenciatura en Negocios Interna-
cionales o Comercio se estudian temas de 
DIPr.

Destacamos nuevamente que, con el fin 
de abarcar todos los cursos de las univer-
sidades seleccionadas en los que se impar-
ten contenidos de DIPr, este artículo no se 
limita a las asignaturas cuyo nombre es o 
contiene “DIPr”. Esta perspectiva amplia 
explica que esta sección se centre en los 
contenidos del DIPr que se imparten en 
los programas de grado, en lugar de exa-
minar únicamente lo que se incluye bajo 
la etiqueta de “DIPr”. En consecuencia, 
los temas aquí considerados incluyen los 

de los cursos típicos de DIPr, así como las 
cuestiones de DIPr en cursos que no se 
ocupan exclusivamente de esta disciplina 
—por ejemplo, “Conflictos de jurisdicción 
internacional”—.

En este punto es necesario abordar el 
tema de los conflictos interestatales y su 
relación con el DIPr en México. Como país 
federal conformado por 32 entidades fe-
derativas, cada una de las cuales tiene su 
propia legislación y autoridades, las le-
yes de los estados no son necesariamente 
idénticas, o incluso ni siquiera similares, 
en términos de organización y contenido. 
Esta diversidad de autoridades y legisla-
ciones puede dar lugar a conflictos inte-
restatales, lo cual podría sugerir que la 
legislación interestatal pudiese conside-
rarse parte del DIPr (Silva, 2014a, p. 416). 
Sin embargo, el profesor Jorge Alberto 
Silva, uno de los pocos autores mexica-
nos que ha abordado el tema, afirma que, 
al menos en México, no es así. De hecho, 
ofrece una explicación detallada de por 
qué el derecho interestatal es diferente del 
DIPr en este país (Silva, 2014a, pp. 416 y 
ss.). Considera ciertos aspectos de la histo-
ria de la federación mexicana que difieren 
del pasado medieval europeo (2014a, pp. 
418-420), así como varias otras cuestiones, 
entre las que se destacan dos. Primero, los 
dos campos temáticos tienen objetos dife-
rentes: las relaciones jurídicas interesta-
tales, frente a las internacionales (Silva, 
2014a, pp. 417-418). En segundo lugar, los 
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sistemas jurídicos de cada entidad federa-
tiva “son subconjuntos del conjunto total 
que es el orden jurídico mexicano, que im-
plican normas superiores centrales comu-
nes para todos los subconjuntos a los que 
se les otorga un menor empoderamiento 
que los que ostentan los ordenamientos 
insertos en el ámbito internacional” (Sil-
va, 2014a, p. 422). Esta distinción va en la 
misma línea que la ausencia casi total de 
conflictos interestatales en los programas 
de los cursos de DIPr.

Por otra parte, conviene recordar lo di-
cho anteriormente en cuanto a que el DIPr 
incluye una amplia gama de instrumentos 
jurídicos y normas de derecho, muchos de 
los cuales aportan soluciones sustantivas 
y directas a problemas jurídicos transna-
cionales. Además de los instrumentos de 
derecho uniforme, las normas de derecho 
blando son especialmente relevantes en 
ámbitos como el comercio internacional 
o el derecho de los negocios —que perte-
necen a la Parte Especial del DIPr—. Esto, 
combinado con la amplia perspectiva que 
adoptamos, nos lleva a incluir en el estudio 
cursos como “Contratos de compraventa 
internacional”, “Modos internacionales 
de pago” o “Transporte internacional de 
mercancías”.

Por razones pedagógicas, dentro del 
DIPr como disciplina, es habitual distin-
guir entre parte general y parte especial. Se 
entiende que la primera proporciona a los 
estudiantes las herramientas y métodos 

necesarios para aprehender los temas es-
pecíficos abordados en la segunda. Así, la 
parte especial puede considerarse como la 
parte general aplicada a problemas jurídi-
cos transfronterizos específicos.

Desde nuestra perspectiva (a la cual ad-
herimos cuando impartimos clases), la 
parte general del DIPr debería incluir una 
introducción a la disciplina y sus fuen-
tes, junto con estos cuatro ejes temáticos: 
competencia judicial internacional, dere-
cho aplicable, reconocimiento y ejecución 
de resoluciones extranjeras, y coopera-
ción internacional. Según este enfoque, 
las cuestiones de nacionalidad y estatuto 
jurídico de los extranjeros no se conside-
ran parte del DIPr y, en consecuencia, no 
deben estudiarse en la parte general. De 
hecho, pertenecen al ámbito del derecho 
público —constitucional, administrativo 
o de inmigración—.

Desafortunadamente, no es raro en-
contrar en las universidades mexicanas 
cursos de DIPr que, siguiendo la tradi-
ción francesa,10 incluyen estos dos temas 
en el programa o temario de DIPr. A esto 
se suma el hecho de que, en algunas ins-
tituciones educativas, dichos temas son 
incluso tratados “como si fueran la única 
materia de la disciplina” (Silva, 2014b, p. 

10	 Los libros de texto franceses, de acuerdo con la ma-
yoría de los programas de estudio de DIPr, suelen 
incluir los temas de la nacionalidad y el estatuto ju-
rídico de los extranjeros. Véase, por ejemplo, Heuzé, 
V., Mayer, P. y Remy, B. (2019). Droit international 
privé, 12ª ed., Librairie générale de droit et de juris-
prudence, París, p. 621.
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163). Esta situación persiste por mera iner-
cia (Silva, 2014b, p. 162) y no parece haber 
ninguna razón válida que la explique, so-
bre todo si se tiene en cuenta que, en el 
presente, a diferencia de lo que ocurre en 
Francia,11 las normas de conflicto mexi-
canas de fuente interna no mantienen la 
nacionalidad como factor de conexión 
para el estatuto personal. Por ende, dedi-
car tiempo del curso a la nacionalidad y 
al estatuto jurídico de los extranjeros es 
problemático porque reduce significativa-
mente (o incluso elimina) la oportunidad 
de debatir los contenidos reales del DIPr.

Además, la parte especial de los cursos de 
DIPr comprende una amplia gama de te-
mas. Sin embargo, no todos ellos pueden 
tratarse en el limitado tiempo disponible. 
En consecuencia, a la hora de diseñar un 
programa de estudios, se hace necesa-
rio seleccionar algunos temas de la parte 
especial. Ciertos temas que vale la pena 
considerar son los siguientes: estado y ca-
pacidad jurídica de las personas físicas, 
filiación, adopción, gestación por sustitu-
ción, restitución internacional de niñas, 
niños y adolescentes, régimen de los bie-
nes muebles e inmuebles, personas mo-

11	 Véase el artículo 3.3 del código civil francés. No obs-
tante, el uso tradicional de la nacionalidad como 
factor de vinculación en el derecho francés está 
siendo cuestionado. Pataut, E. (2013). La nationalité: 
un lien contesté. En Les nouveaux rapports de droit. 
Institut de Recherche Juridique de la Sorbonne Édi-
tions, París, p. 153, <https://halshs.archives-ouver-
tes.fr/halshs-01348946>. Consultado el 20 de febre-
ro de 2023.

rales, contratación y arbitraje comercial 
internacional.

Además, aparte de los cursos denomi-
nados “DIPr”, tal como se indicó más arri-
ba, muchos otros abarcan contenidos de 
DIPr. Estos contenidos pueden pertenecer 
a la parte general (por ejemplo, Derecho 
Procesal Internacional) o a la parte especial 
de la disciplina. Cabe destacar que, en este 
último caso, muchos de ellos están relacio-
nados con el comercio internacional o con 
distintos aspectos del mismo (por ejemplo, 
contratos de compraventa internacional o 
arbitraje comercial internacional).

En otras instituciones

En cuanto a las actividades académicas 
organizadas por otras instituciones, no es 
posible establecer una conexión fija entre 
los contenidos incluidos en los eventos 
que abordan cuestiones de DIPr. De he-
cho, lo que se presenta como temas del 
DIPr varía significativamente de un even-
to a otro. Entre los temas que se tratan 
figuran algunas materias fundamentales 
del DIPr, pero también algunas que que-
dan fuera o se extienden más allá de la dis-
ciplina, como la regulación jurídica de los 
tratados internacionales, la nacionalidad, 
el estatuto jurídico de los extranjeros o la 
inversión extranjera.

Entre las actividades desarrolladas por 
AMEDIP, los contenidos de los cursos pro-
pedéuticos son determinados por los se-
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minarios nacionales a los que preceden. 
Aparte del tema general del seminario de 
cada año, siempre se incluyen en el pro-
grama mesas redondas sobre resolución 
alternativa de litigios y arbitraje, así como 
sobre “temas selectos de DIPr”. En cuanto 
a las sesiones ordinarias, existe una ten-
dencia a debatir el mismo tipo de cuestio-
nes tratadas en los seminarios nacionales 
debido a su amplia relevancia; no obstan-
te, siempre que surge un tema coyuntural, 
se pone en conocimiento de los asistentes 
—en su mayoría, miembros de AMEDIP y 
de la BMA—.

Por otra parte, en el ámbito de los di-
plomados, los organizados por AMEDIP 
han abordado hasta el momento temas 
relacionados con la cooperación procesal 
internacional, así como con el arbitraje 
comercial internacional y otros mecanis-
mos alternativos de solución de controver-
sias en el ámbito internacional. Siguiendo 
un camino similar, la Escuela Federal de 
Formación Judicial organizó un diploma-
do en materia de arbitraje comercial, con 
énfasis en la participación de los tribuna-
les en dichos mecanismos de solución de 
controversias, ya sean nacionales o inter-
nacionales. 

La Escuela de la Magistratura Federal 
también ofreció un diplomado de DIPr. 
Este extenso curso incluyó numerosos as-
pectos de la disciplina, abarcando tanto la 
parte general como la parte especial. Ade-
más, se introdujeron en el temario algu-

nos otros temas que si bien no son centra-
les en el DIPr, tienen intersecciones con 
esta disciplina (por ejemplo, el régimen 
jurídico de los tratados internacionales, y 
la regulación de la inversión extranjera). 
Por otra parte, la Escuela Federal de For-
mación Judicial en conjunto con el Centro 
de Estudios Constitucionales, organizó un 
diplomado en derecho de familia en el que 
se trataron asuntos de DIPr. En particular, 
se debatieron los problemas jurídicos en 
torno a los acuerdos transfronterizos de 
gestación por sustitución.

Por último, los contenidos de DIPr que 
se imparten en el Taller de Derecho Inter-
nacional de la Secretaría de Relaciones 
Exteriores suelen estar relacionados con 
la cooperación internacional entre autori-
dades en distintos ámbitos de la práctica 
jurídica privada. Además, la cooperación 
procesal internacional, ámbito del DIPr 
en el que dicha secretaría está más impli-
cada en su actividad diaria, se estudia en 
un taller especial.

¿CÓMO SE IMPARTEN LOS                       
CONTENIDOS DEL DIPR?

En las universidades

En las universidades mexicanas, cada 
vez más profesores son conscientes de 
la necesidad de deshacerse del modelo 
memorístico de enseñanza del derecho. 
Debido a esta toma de conciencia, ponen 
en práctica una serie de estrategias desti-
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nadas a animar a sus estudiantes a que se 
apropien de su proceso de aprendizaje del 
DIPr. En consecuencia, los profesores pa-
san a desempeñar el papel de facilitadores 
en el aula (González Ramos, 2017, p. 147) 
y emplean varios métodos de enseñanza 
innovadores.

El DIPr, al ser un área del derecho con 
un inmenso y rico desarrollo teórico y 
una relevancia significativa en la práctica 
jurídica transfronteriza diaria, es una dis-
ciplina perfectamente adecuada para apli-
car metodologías activas de enseñanza. 
De hecho, el empleo de técnicas activas no 
solo facilita la perfecta integración de las 
dimensiones teórica y práctica del DIPr, 
sino que también es la manera más eficaz 
para lograr dicho resultado. Además, dado 
que, como se señaló más arriba, la mayo-
ría de los estudiantes son nativos digitales, 
la adopción de un enfoque teórico-prácti-
co, apoyado en herramientas tecnológicas 
por parte de profesores inmigrantes digi-
tales, aumenta las posibilidades de lograr 
un aprendizaje significativo. Al mismo 
tiempo, debido a su flexibilidad, las téc-
nicas de enseñanza activa proporcionan 
una vía adecuada para incorporar los re-
sultados de la investigación. De hecho, 
creemos firmemente en la relación mutua 
entre docencia e investigación, abogando 
por que avancen de la mano (Merritt, 1997, 
pp. 765-766).

La gama de técnicas de enseñanza que 
involucran activamente a los estudiantes 

y que se emplean en los cursos de DIPr de 
las universidades mexicanas incluye el 
conocido método socrático. Este método 
consiste en un diálogo en el que el profe-
sor guía a sus alumnos para que adquie-
ran una comprensión profunda de un de-
terminado tema —similar al enfoque que 
se utiliza a menudo en las instituciones de 
educación jurídica ubicadas en los países 
de common law para el análisis de la juris-
prudencia—. Para que el método socrático 
funcione correctamente, generalmente se 
requiere que los estudiantes hayan busca-
do y leído detenidamente los materiales 
antes de la sesión.

Otra técnica de enseñanza activa em-
pleada en los cursos de DIPr de México 
es el Phillips 66 y sus diversas adaptacio-
nes para ajustarlo a distintas circunstan-
cias. El núcleo de la cuestión consiste en 
fomentar el debate entre los estudiantes, 
en equipos, durante un periodo de tiempo. 
Después, un representante de cada equipo 
expone sus conclusiones a toda la clase.

Un importante esfuerzo innovador de las 
universidades mexicanas se encuentra en 
el uso del estudio de casos y la resolución 
de problemas para la enseñanza del DIPr. 
Es importante aclarar que este método no 
consiste en presentar casos como meros 
ejemplos anecdóticos. Por el contrario, el 
trabajo con un caso práctico consiste en 
“el planteamiento de una situación real o 
susceptible de presentarse en la realidad, 
de la cual surge o podría surgir uno o va-
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rios problemas jurídicos que el estudiante 
es invitado a resolver mediante la apli-
cación de normas jurídicas” (Albornoz, 
2016, p. 197). Al planificar la actividad, el 
profesor asigna a los alumnos un papel 
y los incita a la acción. Además, resulta 
útil introducir variaciones en los hechos, 
así como en los papeles asignados a cada 
estudiante, ya que ayuda a desarrollar el 
pensamiento jurídico y a analizar un pro-
blema desde diferentes perspectivas.12

Entre las técnicas activas de enseñanza 
utilizadas en algunos cursos de DIPr en 
México, una particularmente útil para 
desarrollar el razonamiento jurídico y las 
habilidades de pensamiento crítico es el 
análisis de sentencias emitidas por tribu-
nales nacionales, extranjeros o interna-
cionales. A los estudiantes se les asigna la 
tarea de responder individualmente o en 
pequeños equipos un cuestionario que ha 
sido diseñado para primero comprender 
el caso, luego desentrañar los argumentos 
de cada posición y, finalmente, identificar 
y evaluar la solución alcanzada.

En algunas universidades mexicanas 
también se incorporan en las clases de 
DIPr ejercicios de dramatización o juego 

12	 Otra actividad que contribuye a estos objetivos y 
que está estrechamente relacionada con los estu-
dios de casos, es la participación de estudiantes de 
DIPr en concursos o competencias internacionales. 
Sobre la experiencia de la Universidad de Buenos 
Aires en este campo, véase Noodt Taquela, M. B. 
(2016). La participación en competencias interna-
cionales como estrategia de enseñanza-aprendiza-
je del derecho y como un modo de iniciación en la 
investigación. Academia. Revista sobre Enseñanza del 
Derecho, año 14, núm. 28, pp. 157-170.

de roles. En efecto, se pide a los alumnos 
que asuman los papeles de las partes en 
conflicto y/o del tercero neutral, u otra au-
toridad. En ciertas ocasiones, este tipo de 
actividad busca simular audiencias en pro-
cedimientos orales. En otras, se anima a los 
estudiantes a representar algunos temas 
del DIPr y los principales debates en tor-
no a ellos mediante la actuación. Además, 
en ciertos casos, los estudiantes tienen la 
oportunidad de poner en práctica sus ha-
bilidades artísticas (creando un meme, un 
dibujo, un podcast, un video corto, etcéte-
ra) para expresar sus puntos de vista sobre 
los temas abordados en el curso.

Todas estas técnicas de enseñanza activa 
aplicadas al DIPr requieren la participa-
ción colaborativa de profesores y estudian-
tes, y normalmente se utilizan en sesiones 
presenciales. Sin embargo, en el contexto 
de la pandemia COVID-19, fueron adapta-
das con éxito a entornos en línea.

Por último, hay que reconocer que, in-
cluso en los cursos del DIPr basados prin-
cipalmente en estrategias de enseñanza 
activa, recurrir a clases magistrales pue-
de resultar útil para abordar cuestiones 
complejas. En efecto, las clases magistra-
les ofrecen la ventaja de permitir la incor-
poración de información sistematizada y 
contextualizada (Serna de la Garza, 2004, 
p. 1077). Durante la pandemia COVID-19 
algunas universidades utilizaron amplia-
mente esta metodología a través de plata-
formas en línea. No obstante, en nuestra 
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opinión, es crucial evitar a toda costa de-
pender exclusiva o predominantemente 
de las clases magistrales para todas (o un 
número significativo) de las sesiones del 
curso. De lo contrario, se perpetuaría el 
modelo tradicional de formación jurídica.

Lamentablemente, en muchas universi-
dades mexicanas sigue prevaleciendo el 
enfoque memorístico. Los cursos en los 
cuales se tratan temas de DIPr suelen ba-
sarse casi exclusivamente en clases ma-
gistrales. Por lo tanto, en ese contexto, se 
espera que los estudiantes se dediquen a 
escuchar pasivamente, memorizar y, pos-
teriormente, repetir el contenido presen-
tado por el profesor.

En otras instituciones

Teniendo en cuenta que, desde nuestra 
perspectiva, la enseñanza no se limita a 
los cursos formales, sino que también in-
cluye la enseñanza informal impartida en 
conferencias, esta breve sección abarca 
los cursos de DIPr de los diplomados y los 
talleres en los que participan otras insti-
tuciones, así como las técnicas de divulga-
ción aplicadas en conferencias.

En algunos de los diplomados y talle-
res que tratan temas de DIPr se hace un 
esfuerzo por alinear los contenidos im-
partidos con su aplicación práctica. Por 
ello, los organizadores suelen invitar a los 
profesores a incorporar técnicas de ense-
ñanza activa como las descritas anterior-

mente. Aunque unos pocos profesores han 
adoptado este enfoque, por el momento, la 
clase magistral sigue siendo el método de 
enseñanza predominante en los diploma-
dos. Sorprendentemente, lo mismo ocurre 
con los talleres, que por definición deben 
concentrarse en cuestiones prácticas.

Por lo general, en las conferencias del 
DIPr en México se organizan mesas redon-
das con varios panelistas. Cada panelista 
dispone de un tiempo predeterminado 
para exponer sus ideas principales sobre 
el tema asignado, y después de todas las 
presentaciones se abre el turno de pregun-
tas. La sesión de preguntas y respuestas 
ofrece una oportunidad para el diálogo, 
que a veces desemboca en un interesante 
debate. Además, es práctica habitual pu-
blicar la versión escrita de las presenta-
ciones efectuadas durante la conferencia. 
Esta versión puede darse en forma de libro 
de memorias de la conferencia, en un nú-
mero especial de una revista o publicación 
científica, o simplemente publicándolas 
en un sitio web.

Más allá de las técnicas de divulgación 
mencionadas, y aunque no se trate propia-
mente de técnicas de enseñanza, conviene 
recordar una dimensión diferente de la ta-
rea divulgativa: la promoción de la confe-
rencia y de los materiales producidos para 
el evento, o poco después. Naturalmente, 
esta tarea puede llevarse a cabo a través 
de diversos medios disponibles, incluidos 
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canales de difusión tanto físicos como vir-
tuales.

RETOS DE LA ENSEÑANZA DEL DIPR 
EN MÉXICO

La educación jurídica en México, inclu-
yendo la enseñanza del DIPr, se desarro-
lla en un contexto ya de por sí complejo. 
El modelo memorístico de enseñanza del 
derecho aún prevalece en la mayoría de 
las universidades y otras instituciones 
donde se imparte el DIPr, ampliando aún 
más la brecha entre la teoría y la práctica 
de la disciplina. Además, tanto en las uni-
versidades públicas como en las privadas, 
ciertos requisitos administrativos estable-
cidos por el gobierno pueden obstaculizar 
la actualización de los programas de los 
cursos y de las bibliografías.

Otro elemento importante del contexto 
mexicano es la dificultad para acceder a 
materiales físicos, especialmente en re-
giones alejadas de las grandes ciudades. Si 
bien es cierto que cada vez hay más mate-
riales disponibles en formato electrónico, 
a menudo no son de libre acceso debido a 
las políticas de un puñado de editoriales 
que tienden a dominar el mercado edito-
rial internacional. En este escenario, se 
aboga por una relación mutua entre la 
enseñanza y la investigación, enfatizando 
que deberían avanzar de la mano.

Esta dificultad de acceso a los materiales 
tiene una dimensión adicional que se vin-

cula con el reto de introducir perspectivas 
de derecho comparado en la enseñanza 
del DIPr. Sin acceso a textos legales, sen-
tencias y escritos doctrinales extranjeros, 
no es factible sensibilizar a quienes estu-
dian DIPr en México sobre la tendencia a 
la disminución de las diferencias clásicas 
entre los sistemas de civil law y los de com-
mon law. En las tradiciones jurídicas occi-
dentales (Berman, 1983), como las de Mé-
xico y Estados Unidos, el acercamiento es 
evidente en la importancia de las diversas 
fuentes del derecho. Por ejemplo, mien-
tras que la jurisprudencia es cada vez más 
importante en el sistema jurídico mexica-
no, existe un paralelismo con lo que está 
ocurriendo en Estados Unidos hacia la co-
dificación escrita como los Restatements of 
the law. Por lo tanto, creemos que, dada la 
proximidad geográfica y el amplio tráfico 
transfronterizo con Estados Unidos, quie-
nes imparten clases de DIPr en México no 
deberían perder de vista estos enfoques. 
Además, siguiendo al profesor Diego P. 
Fernández Arroyo, reconocemos la “nece-
sidad de incorporar el pensamiento jurídi-
co comparado en cada disciplina jurídica, 
en particular en el ámbito del DIPr” (2009, 
p. 65 y 2024).13

13	 Para más desarrollos sobre la imbricación entre el 
derecho comparado y el DIPr, véase N. González 
Martín (Coord.) (2023). La incorporación del derecho 
comparado a la enseñanza e investigación del derecho 
internacional privado. Serie Estudios Jurídicos. Ins-
tituto de Investigaciones Jurídicas, Universidad Na-
cional Autónoma de México, México.
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Recapitulemos algunos de los puntos 
clave de este artículo. Se observó que el 
nombre de los cursos en los que se impar-
te DIPr en las licenciaturas, incluyendo 
no solo derecho sino también disciplinas 
relacionadas con relaciones internacio-
nales, comercio internacional y negocios 
internacionales, no siempre hace referen-
cia explícita al “DIPr”. Además, la mayoría 
de los estudiantes matriculados en clases 
de DIPr lo hacen porque estas clases son 
obligatorias para su programa académico. 
En cuanto al contenido, también se iden-
tificaron temas de DIPr en cursos que, 
aparentemente, podrían no parecer abier-
tamente relacionados pero que, de hecho, 
abordan cuestiones jurídicas internacio-
nales en el ámbito privado. Además, aun-
que en algunos cursos de DIPr se utilizan 
metodologías de enseñanza activas, en 
muchos casos sigue prevaleciendo la clase 
magistral como técnica exclusiva.

En cuanto a la enseñanza del DIPr bajo 
los auspicios de otras instituciones, como 
organizaciones profesionales, institucio-
nes vinculadas al poder judicial u organis-
mos gubernamentales, estas instituciones 
se dedican a organizar diplomados, cursos 
breves, talleres y/o conferencias sobre te-
mas de DIPr. La denominación y el conte-
nido de cada una de esas actividades aca-
démicas varían, y se dirigen a una amplia 
audiencia dentro de la comunidad jurídi-
ca interesada en cuestiones internaciona-
les. Además, a pesar del supuesto mayor 

interés por los aspectos prácticos, prevale-
ce el modelo tradicional de enseñanza me-
morística. Por otra parte, en el contexto de 
las conferencias, generalmente las presen-
taciones orales son seguidas de una sesión 
de preguntas y respuestas, y las ponencias 
se publican para su mayor difusión.

Teniendo en cuenta todo lo anterior, los 
principales retos que identificamos para 
la enseñanza del DIPr en México son:

•	 los obstáculos para actualizar los pro-
gramas de los cursos y las bibliografías 
de DIPr;

•	 las dificultades para acceder a mate-
rial de DIPr actualizado;

•	 la inclusión de contenidos que no co-
rresponden al ámbito del DIPr en algu-
nos programas de cursos de “DIPr”;

•	 el hecho de que algunos profesores de 
estos cursos dediquen mucho tiempo a 
desarrollar contenidos que realmente 
no corresponden al ámbito del DIPr;

•	 la escasa atención prestada a los enfo-
ques de derecho comparado en la ense-
ñanza del DIPr;

•	 la escasa conexión entre la teoría y la 
práctica del DIPr en el aula, que se re-
fleja en el uso limitado de técnicas de 
enseñanza activa;

•	 la ausencia de clínicas jurídicas en el 
ámbito del DIPr;

•	 la insuficiente incorporación de la in-
vestigación en la enseñanza de temas 
de DIPr;
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•	 la tendencia, en algunas facultades de 
derecho mexicanas, a apoyar la trans-
formación de los cursos obligatorios 
de DIPr en cursos no obligatorios;

•	 el número limitado de diplomados, 
conferencias y talleres en el campo del 
DIPr que están disponibles para la co-
munidad jurídica en México;

•	 la necesidad de mantener y actualizar 
constantemente las herramientas tec-
nológicas que fueron incorporadas a la 
enseñanza del DIPr durante la pande-
mia.

Esta lista no es numerus clausus, pero la 
identificación de estos retos subraya que 
existen áreas de oportunidad para la ense-
ñanza del DIPr en México. En consecuen-
cia, es evidente que deben ser atendidas. 
En nuestra opinión, se requieren algunos 
ajustes en la enseñanza de esta disciplina 
y se los debe emprender con entusiasmo. 
Así como la realidad ha cambiado en las 
últimas décadas, el DIPr también se en-
cuentra en un proceso de cambio, lo que 
hace necesaria una correspondiente adap-
tación en las metodologías de enseñanza.

De hecho, los temas que se imparten 
en los cursos denominados “DIPr” en las 
universidades mexicanas deberían corres-
ponder a los contenidos del DIPr, dejando 
de lado, por tanto, aspectos como la na-
cionalidad y la condición jurídica de los 
extranjeros. Por otra parte, las iniciativas 
emprendidas en algunos cursos de DIPr 

para alejarse del modelo tradicional de 
enseñanza del derecho pueden sin duda 
seguir desarrollándose y deberían repro-
ducirse en otros cursos e instituciones. 
Adicionalmente, las universidades, así 
como otras instituciones implicadas en 
la enseñanza del DIPr en el país, deberían 
esforzarse por ampliar la oferta de cursos 
de formación continua, talleres y confe-
rencias. Así se atraería a un público más 
amplio y contribuiría significativamente 
a la divulgación de esta disciplina jurídica.

A lo largo de este artículo hemos anali-
zado la enseñanza del DIPr en México. El 
estudio realizado nos ha permitido identi-
ficar los retos que se enfrentan actualmen-
te, como una invitación a abrir el diálogo 
sobre los cambios necesarios y las mejores 
formas de emprenderlos.	
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RESUMEN
El presente artículo analiza el Primer Panel Laboral de Respuesta Rápida en la Mina San Martín, EU c. Mé-

xico, único en su tipo, en el marco del Tratado entre México, Estados Unidos y Canadá. Aunque el Panel 

resolvió que no tiene jurisdicción, y excediendo sus atribuciones entró al estudio del fondo de la controver-

sia, plasmando sus opiniones y conclusiones en su informe o laudo que aunque no tienen validez jurídica, 

erróneamente pueden ser utilizadas por otro panel en contra de la misma Mina San Martín o de cualquiera 

otra supuesta Instalación Cubierta en México. De igual manera, se analiza la buena fe en la invocación del 

panel laboral y finalmente, a manera de ejemplo, se analizan algunos casos de tribunales arbitrales que inde-

bidamente respaldan sus determinaciones en decisiones de otros tribunales que no tienen jurisdicción, tales 

como Mondev c. EU, Loewen c. EU y Lion c. México. La conclusión a la que se llega es que las consecuencias 
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ABSTRACT 
This article analyzes the First Rapid Response Labor Panel in San 

Martin Mine, USA v. Mexico, the only one of its kind, under the 

Treaty between Mexico, the United States, and Canada. Althou-

gh it ruled that it did not have jurisdiction, exceeding its powers, 

entered the study of the merits of the dispute, and set forth its 

opinions and conclusions in its Report or award which, althou-

gh not legally valid, could erroneously be used by another Panel 

against the same San Martin Mine or any other alleged Covered 

facility in Mexico. Likewise, good faith in invocating the Labor 

Panel is also discussed. Finally, by way of example, some cases of 

arbitral tribunals that improperly support their determinations 

in decisions of other tribunals that do not have jurisdiction, such 

as Mondev v. USA, Loewen v. USA and Lion v. Mexico, are studied. 

The conclusion reached is that this approach’s consequences sur-

prise, hinder, and distort the correctness of arbitral justice.

Keywords: labor panel, denial of rights, jurisdiction, excesses, 

validity.

INTRODUCCIÓN 

E
l objetivo de este artículo es analizar la 
controversia relativa a la supuesta Dene-
gación de Derechos en la Mina San Mar-
tín, alegada por EU, en el orden plasmado 
en el informe o laudo del Panel Laboral 

que a continuación se indica. Primero se aborda lo 
relativo a la instalación del panel; posteriormente se 
estudian cuestiones del fondo que fueron plasmadas 
en el laudo y las conclusiones sobre estas, es decir, que 
la Mina San Martín es una Instalación Cubierta; lue-
go se exponen los hechos que dieron origen a la con-
troversia y la determinación de que el panel no tiene 
jurisdicción. 

El estudio del referido Panel Laboral motivó el aná-
lisis de los casos Mondev y Loewen que dejan al des-PR
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cubierto una problemática jurídica de la 
práctica arbitral actual, no planteada ni 
estudiada hasta el momento. Es decir, el 
proceder de algunos tribunales arbitrales 
que habiendo resuelto y que no tienen ju-
risdicción entran al estudio de cuestiones 
de fondo, y plasman en el laudo final sus 
opiniones y conclusiones sobre el parti-
cular. Esto trae como consecuencia que 
posteriormente el Tribunal Lion, sin ma-
yor reflexión, las utilice para respaldar su 
determinación de denegación de justicia 
en perjuicio de México. Finalmente, el es-
tudio del caso Mondev c. EU motivó llevar 
a cabo un análisis de la buena fe de EU en 
la invocación del Panel Laboral y sus con-
secuencias. Esto último cobra mayor rele-
vancia si se considera que el Panel Laboral 
está diseñado para que Estados Unidos 
(EU) sea la parte demandante y México la 
demandada.

Ahora bien, debido a que la bibliografía 
sobre la problemática actual del referido 
proceder arbitral es prácticamente nula, 
ya que no ha sido planteada ni estudia-
da hasta el momento. El presente traba-
jo de investigación se elabora mediante 
el método de análisis de casos, histórico, 
comparativo y deductivo. El estudio Panel 
Laboral 2023 que resuelve que no tiene ju-
risdicción, mediante el método histórico 
comparativo lleva a analizar el caso Mon-
dev 2002 sobre inversión, es decir, de ma-
teria diversa a la laboral y de hace 22 años, 
pero con similitud en cuanto la carencia 

de jurisdicción de ambos tribunales ar-
bitrales. Además, mediante el método in-
ductivo comparativo se analizaron ambos 
casos respecto a la buena fe de EU en la 
invocación del Panel Laboral.

Lo anterior también motivó a realizar un 
estudio histórico inductivo de un reciente 
laudo arbitral Lion c. México 2021 que res-
palda su determinación sobre denegación 
de justicia en dos laudos de tribunales ar-
bitrales que no tienen jurisdicción, Mon-
dev 2002 y Loewen 2003, al igual que el 
Panel Laboral objeto central del presente 
trabajo.

INSTALACIÓN DEL PANEL

El Tratado entre México, Estados Unidos y 
Canadá (TMEC o Tratado) crea un tribunal 
arbitral denominado Mecanismo o Panel 
Laboral de Respuesta Rápida en instala-
ciones Específicas México-EU (Mecanismo 
o Panel Laboral) que aplica siempre que la 
parte reclamante EU “considere de buena 
fe” que a los trabajadores de una “Instala-
ción Cubierta” (supuestamente Mina San 
martín) les ha sido negado el derecho de 
libre asociación y negociación colectiva 
(Denegación de Derechos) conforme a las 
leyes necesarias para cumplir las obliga-
ciones de México (demandada) en virtud 
del Tratado (Protocolo Modificatorio del 
TMEC, artículo 31-A.2 del Anexo 31-A, 29 de 
junio de 2020). 
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El 16 de junio de 2023, EU informó a Mé-
xico que tenía un “fundamento de bue-
na fe para creer” que había ocurrido una 
Denegación de Derechos en la Mina San 
Martín (plomo, zinc y cobre) ubicada en 
Sombrerete, Zacatecas. Por lo anterior, 
México llevó a cabo una revisión interna 
sobre la posible Denegación de Derechos 
planteada y el 31 de julio de 2023 informó 
a EU que los hechos alegados para cons-
tituir una Denegación de Derechos en la 
Mina San Martín tuvieron lugar antes de 
la entrada en vigor del TMEC, por lo que 
no están sujetos a revisión del Panel La-
boral conforme al Anexo 23 del Tratado 
(Final Determination of the panel, MEX-
USA-2023-31A-01, 2024, párrs. 5, 7 y 9). In-
conforme con la revisión interna de Mé-
xico y bajo el fundamento de que “seguía 
creyendo de buena fe” que una Denega-
ción de Derechos ocurría en la Mina San 
Martín, EU solicitó un Mecanismo o Panel 
Laboral de Respuesta Rápida, mismo que 
se integró el 30 de agosto de 2023 con un 
árbitro de Canadá, uno de México y otro 
de EU, a efecto de obtener la suspensión 
del tratamiento arancelario preferencial 
o imposición de sanciones a los minerales 
de la Mina, en perjuicio tanto de la Mina 
San Martín como de sus trabajadores.

El Panel inicialmente resolvió que “An-
tes de que pueda realizar cualquier aná-
lisis sustancial sobre si existe una de-
negación de derechos, debe determinar 
primero si tiene jurisdicción sobre la dife-

rencia” y EU tiene la carga de demostrar 
que la conducta alegada sobre la Denega-
ción de Derechos está sujeta al Panel La-
boral (Final Determination of the panel, 
MEX-USA-2023-31A-01, 2024, párrs. 28 y 
29). Contrario a su determinación previa, 
el 4 de septiembre de 2023, el Panel Labo-
ral decidió que al adoptar un estándar de 
revisión prima facie, las declaraciones y 
pruebas proporcionadas por EU eran sufi-
cientes para satisfacer los requisitos de su 
alegato, por lo que confirmó la solicitud 
de EU y sin mayor explicación decidió que 
“sometería las cuestiones jurisdiccionales 
a una mayor investigación durante el pro-
cedimiento” (Final Determination of the 
panel, MEX-USA-2023-31A-01, 2024, párrs. 
10 y 32).

En su comunicación inicial, México 
expresó su desacuerdo con tal determi-
nación y reiteró que el Panel no tiene ju-
risdicción sobre la supuesta Denegación 
de Derechos en la Mina San Martín, por 
lo siguiente: la legislación establecida de 
conformidad con el Anexo 23-A del TMEC, 
es decir, la Ley Laboral de 2019, no es apli-
cable al caso; “las medidas reclamadas por 
EU son anteriores a la entrada en vigor del 
T-MEC”; y la Mina San Martín no es una 
Instalación Cubierta (Final Determination 
of the panel, MEX-USA-2023-31A-01, 2024, 
párr. 33).
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DETERMINACIONES SOBRE EL 
FONDO DE LA CONTROVERSIA

El Panel ignoró el alegato de México sobre 
la carencia de jurisdicción y entró a cues-
tiones de fondo, esto es, a estudiar y de-
terminar que la Mina San Martín es una 
Instalación Cubierta, conforme a lo esta-
blecido en el Artículo 31-A.15 del TMEC, 
que a la letra dice:

Artículo 31-A.15: Definiciones
Para los efectos de este Anexo:
Instalación Cubierta significa una ins-
talación en el territorio de una Parte 
que: 

(i) produce una mercancía o suminis-
tra un servicio comerciado entre 
las Partes; o

(ii) produce una mercancía o sumi-
nistra un servicio que compite en 
el territorio de una Parte con una 
mercancía o un servicio de otra 
Parte, 

y es una instalación en un Sector 
Prioritario; 

Parte o Partes significa México y los 
Estados Unidos, individual o conjunta-
mente; 
Sector Prioritario significa un sector 
que produce mercancías manufactura-
das, Suministra servicios, o involucra 
minería (2020).

EU argumentó que la Mina San Mar-
tín sí es una Instalación Cubierta porque 
cumple con ambos supuestos, es decir: (i) 
produce un mineral metálico comerciali-
zado entre México y EU, y (ii) produce un 
mineral metálico que “compite” en el terri-
torio de México con un mineral metálico 
de EU, y además es una instalación del sec-
tor prioritario (minería). Para demostrar 
lo anterior, EU presentó informes 10K de 
Southern Copper Corporation (Informes 
SCC), Sociedad de Industrial Minera Méxi-
co S.A. (IMMSA) que incluyen exportacio-
nes de varias minas, entre ellas, Mina San 
Martín. EU reconoció que no posee “valo-
res desagregados” (Final Determination 
of the panel, MEX-USA-2023-31A-01, 2024, 
párr. 38), es decir, de Mina San Martín in-
dividualmente.

El Panel resolvió que la Mina San Mar-
tín no es una instalación cubierta bajo el 
supuesto (i) en virtud de que EU no probó 
que individualmente la Mina San Martín 
“produzca un bien comercializado entre 
México y EU”. Solo demostró que IMMSA 
como grupo exporta a EU (Final Deter-
mination of the panel, MEX-USA-2023-
31A-01, 2024, párr. 52). En el supuesto (ii) 
EU tampoco demostró que la Mina San 
Martín produzca minerales metálicos es-
pecíficamente para el mercado mexica-
no, solo que IMMSA como grupo produce 
para el mercado mexicano. No obstante, 
excediendo sus funciones, el Panel suplió 
la deficiencia probatoria de EU e indicó 
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que “el expediente probatorio contiene in-
formación que demuestra esto” (Final De-
termination of the panel, MEX-USA-2023-
31A-01, 2024, párr. 53), sin señalar cuál es 
esa información.

Al respecto, México alegó que EU no de-
mostró que la producción de minerales 
metálicos de la Mina San Martín “compi-
ten” con las exportaciones estadouniden-
ses en el mercado mexicano, ya que no hay 
pruebas de que la propia Mina San Mar-
tín produzca minerales metálicos para el 
mercado interno. Pero incluso si así fuera, 
sostuvo que “Debe haber una demostra-
ción clara de que los minerales específicos 
producidos en la Mina San Martín direc-
tamente “compiten” con las exportaciones 
estadounidenses”. (Final Determination 
of the panel, MEX-USA-2023-31A-01, 2024, 
párr. 58). Sin embargo, el Panel consideró 
que el texto del Mecanismo no requiere 
que EU deba cumplir con la estricta carga 
de la prueba defendida por México, puesto 
que la teoría económica estándar dice que 
si se compran y venden productos simila-
res o sustituibles dentro del mismo mer-
cado, se puede “asumir” desde una pers-
pectiva económica que “compiten” entre 
sí (Final Determination of the panel, MEX-
USA-2023-31A-01, 2024, párr. 60). Es impor-
tante comentar que la “estricta carga de la 
prueba” impuesta al demandante (EU) de 
demostrar que los productos “compiten” 
la impone el TMEC y no México. Además, 

el Panel nuevamente excedió sus funcio-
nes, ya que no tiene facultad de “asumir”.

Es oportuno destacar que un Panel La-
boral solo puede “asumir” algo (Real Aca-
demia Española, 2023, definición asumir, 
aceptar), es decir, aceptar algo que no ha 
sido probado como cierto, en los supues-
tos en que el propio TMEC lo autoriza ex-
presamente. Solo un ejemplo: conforme al 
Artículo 23.3 del Protocolo Modificatorio 
del TMEC, México, EU y Canadá se com-
prometieron a incluir en sus leyes los si-
guientes derechos laborales: libertad de 
asociación y negociación colectiva, prohi-
bición de trabajo forzoso y no discrimina-
ción, entre otros. Al respecto, las notas al 
pie de página 4 y 5 del mismo Protocolo 
Modificatorio, establecen que la viola-
ción a la referida obligación debe ser de 
una manera que afecte el comercio o la 
inversión entre las Partes y, para efectos 
de la solución de controversias, un panel 
“asumirá” que un incumplimiento a dicha 
obligación es de una manera que afecta el 
comercio o la inversión entre las Partes, a 
menos que la Parte demandada demues-
tre lo contrario. Es importante destacar 
que, en este supuesto se transfiere la carga 
de la prueba al demandado. El Mecanismo 
está diseñado para la participación de Mé-
xico como demandado y EU como deman-
dante, lo que evidencia un desequilibrio 
procesal en perjuicio de México (Saldaña, 
2021, pp. 90 y 91).
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En resumen, después de emitir conclu-
siones sobre cuestiones de fondo, esto es, 
que la Mina San Marín es una Instalación 
Cubierta, el Panel Laboral abordó la “cues-
tión previa”, es decir, si tiene jurisdicción 
para conocer sobre la pretendida Denega-
ción de Derechos. Por jurisdicción se en-
tiende la potestad de que se hallan investi-
dos los jueces (árbitros) para administrar 
justicia (García Ramírez, 1976, p. 507). En 
otras palabras, el Panel debe resolver si el 
TMEC le confiere facultad para resolver la 
controversia sobre Denegación de Dere-
chos en la Mina San Martín.

JURISDICCIÓN

Antes de abordar la cuestión de jurisdic-
ción, es oportuno señalar que el Panel La-
boral indicó que no existe ningún conflicto 
entre las Partes con respecto a la aplicabi-
lidad del TMEC a eventos ocurridos an-
tes de su entrada en vigor —el TMEC no 
es aplicable—. El desacuerdo refiere a la 
aplicabilidad del TMEC y del Panel o Me-
canismo para hechos que tuvieron lugar 
después de la entrada en vigor del tratado, 
pero cuyo origen causal radica en hechos 
ocurridos antes de su entrada en vigor, el 
1 de julio de 2020, y que conforme al dere-
cho mexicano están sujetos a la legislación 
laboral anterior a 2019 (Final Determina-
tion of the panel, MEX-USA-2023-31A-01, 
2024, párr. 96). Es decir, el TMEC no se 
aplica retroactivamente. Para formular su 

determinación sobre jurisdicción el Panel 
tomó en consideración los hechos que a 
continuación se señalan.

Hechos
El 30 de julio de 2007 inició la huelga 
declarada por el Sindicato Nacional de 
Trabajadores Mineros, Metalúrgicos y Si-
milares de la República Mexicana (los Mi-
neros) en la Mina San Martín, propiedad 
de Industrial Minera México S.A. de C.V. 
(IMMSA), subsidiaria de Grupo México. 
Los principales reclamos de los Mineros 
refieren a condiciones de salud y seguri-
dad, incumplimiento por el empleador del 
Contrato Colectivo de Trabajo, el recono-
cimiento del sindicato y sus dirigentes y 
el pago de cuotas adeudadas al sindicato, 
entre otras (Final Determination of the pa-
nel, MEX-USA-2023-31A-01, 2024, párr. 12).

El 24 de enero de 2011, IMMSA presen-
tó una solicitud de imputabilidad ante la 
Junta Federal de Conciliación y Arbitraje 
(la Junta Federal o la Junta) para que deter-
mine quién es el responsable de la huelga 
y cualquier potencial remedio (pago re-
troactivo a trabajadores y otros). Confor-
me a la Ley Laboral vigente, anterior a la 
Ley Laboral de 2019, el juicio de imputa-
bilidad solo podía ser iniciado por el sin-
dicato y no por el patrón IMMSA, por lo 
que la Junta rechazó la referida solicitud. 
IMMSA impugnó esta resolución y el 7 
de noviembre de 2012 la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación resolvió que los 
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empleadores (IMMSA) sí tienen derecho 
a solicitar un juicio de imputabilidad y la 
terminación de una huelga.

El 15 de marzo de 2018, siete años des-
pués de la solicitud de IMMSA, los Mi-
neros presentaron su propia solicitud de 
imputabilidad ante la Junta Federal (Final 
Determination of the panel, MEX-USA-
2023-31A-01, 2024, párr. 17). El 21 de agosto 
de 2018, un grupo de trabajadores —“los 
Coaligados”— organizó una votación con 
la asistencia de 253 de los 485 trabajado-
res en huelga. Todos los 253 “Coaligados” 
votaron a favor de finalizar la huelga. Los 
Coaligados e IMMSA presentaron el acta 
de votación a la Junta Federal y solicitaron 
el cese legal de la huelga. El 23 de agosto 
de 2018, la Junta declaró legamente termi-
nada la huelga y poco tiempo después se 
reanudó el trabajo en la Mina San Martín 
con los 253 Coaligados y otros nuevos em-
pleados (Final Determination of the panel, 
MEX-USA-2023-31A-01, 2024, párr. 24). 

Los Mineros apelaron la decisión de la 
Junta Federal que puso fin a la huelga y 
el 31 de mayo de 2019, el Tribunal Laboral 
del Tercer Distrito revocó la decisión de la 
Junta de agosto de 2018, al considerar que 
los Coaligados carecen de personalidad 
jurídica y no pueden finalizar unilateral-
mente una huelga. Continuaron las ape-
laciones y finalmente el 9 junio de 2023, 
la Junta Federal resolvió en definitiva que 
su resolución de terminación de la huelga 
de agosto de 2018 por parte de los Coaliga-

dos era nula y no tenía efectos (Final De-
termination of the panel, MEX-USA-2023-
31A-01, 2024, párr. 26). La Junta también 
resolvió que la huelga era imputable a 
IMMSA, por lo que le requirió, entre otras 
cosas, el pago de salarios desde 2007, re-
conocer a los dirigentes del sindicato, re-
mitir las cuotas sindicales a los Mineros 
y concedió 15 días a los trabajadores que 
no habían regresado al trabajo, para que 
lo hicieran (Final Determination of the pa-
nel, MEX-USA-2023-31A-01, 2024, párr. 18).

Por lo anterior, EU argumentó que del 
2018 al 2023, la Mina San Martín realizó 
plenamente sus operaciones con los 253 
Coaligados y otros nuevos empleados, 
tiempo en el que IMMSA y los Coaligados 
celebraron diversos acuerdos y negocia-
ciones que violan la Ley Laboral de 2019, 
particularmente el artículo 133, secciones 
VI y VII (Final Determination of the panel, 
MEX-USA-2023-31A-01, 2024, párrs. 26 y 
27), donde se establece que una empresa 
no debe interferir con la elección de un 
sindicato por parte de los trabajadores 
o ejecutar cualquier acto que restrinja 
los derechos de los trabajadores que les 
otorga la ley, y por lo tanto los referidos 
acuerdos constituyen una Denegación de 
Derechos. Por el contrario, México sostu-
vo que las negociaciones y acuerdos en-
tre Coaligados e IMMSA, están fuera de 
la jurisdicción del Panel porque “derivan” 
de actos (la formación de los Coaligados) 
“consumados antes de la entrada en vigor 
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del TMEC” (Final Determination of the pa-
nel, MEX-USA-2023-31A-01, 2024, párr. 99).

EU sostuvo que el Panel Laboral o Meca-
nismo es aplicable, a través de la Ley La-
boral de 2019, a acciones que se lleven a 
cabo post entrada en vigor del TMEC, in-
cluso si esas acciones estuvieran sujetas a 
la jurisdicción de la Ley Laboral anterior 
a 2019 en los tribunales mexicanos (Final 
Determination of the panel, MEX-USA-
2023-31A-01, 2024, párr. 92). Además, argu-
mentó que la Ley Laboral 2019 vigente y su 
aplicación judicial a esta disputa exigen 
que la Mina San Martín cese sus operacio-
nes. Como esto no ha ocurrido, hay una 
Negación de Derechos en curso. En res-
puesta, México argumentó que el hecho 
que la huelga ha sido terminada legalmen-
te mediante una resolución de la Junta Fe-
deral del 14 de junio de 2023 y adjudicada 
conforme a la Ley Laboral anterior a 2019, 
significa que el Panel no tiene jurisdicción 
para resolver la controversia sobre la pre-
sunta Denegación de Derechos (Final De-
termination of the panel, MEX-USA-2023-
31A-01, 2024, párr. 98).

El Panel consideró que conforme a lo 
establecido en la nota al pie de página 
uno del Anexo 31-A.2 del Protocolo Mo-
dificatorio del T-MEC,2 EU solo puede in-
terponer una reclamación contra México 

2	 El Informe del Panel Laboral erróneamente y de 
manera reiterada refiere a la nota al pie de página 
“2” del Anexo 31 A.2, siendo que debe aludir a la nota 
“1”. Lo anterior muestra, al menos, falta de cuidado 
y dificulta la comprensión del tema. A manera de 
ejemplo, párrs. 91, 100, 101, 102, 103, 104 y 116.

“respecto a una supuesta denegación de 
derechos conforme a una legislación que 
cumpla con Anexo 23-A”, que incluya los 
siguientes derechos de los trabajadores: a) 
a participar en actividades de negociación 
o protección colectivas, a organizar, for-
mar y afiliarse al sindicato de su elección, 
a prohibir la interferencia del empleador 
en actividades sindicales, así como  la dis-
criminación o coerción contra los traba-
jadores por actividad o apoyo sindical y 
la negativa del empleador a negociar co-
lectivamente con el sindicato legalmente 
reconocido; b) órganos independientes e 
imparciales para el registro de elecciones 
sindicales; y c) Tribunales Laborales inde-
pendientes para la resolución de contro-
versias laborales, entre otros derechos. 

La Ley Federal del Trabajo de 2019 es la 
legislación que incluye los derechos de los 
trabajadores enumerados en el Anexo 23-
A.2. (Decreto promulgatorio por el que se 
reforman, adicionan y derogan diversas 
disposiciones de la Ley Federal del Trabajo 
y otras, 2019). A mayor abundamiento, el 
Artículo Séptimo Transitorio de esta Ley 
indica que “Los procedimientos que se en-
cuentren en trámite ante la Secretaría de 
Trabajo y Previsión Social y las Juntas de 
Conciliación y Arbitraje federales y loca-
les, serán concluidos por estas de confor-
midad con las disposiciones vigentes al 
momento de su inicio”. Sobre el particular, 
México argumentó que, en efecto, estos 
asuntos han sido juzgados conforme a la 
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Ley Laboral anterior al 2019 y caen dentro 
de la jurisdicción de la Junta Federal que 
no tiene facultad para resolver controver-
sias sujetas a la Ley Laboral de 2019, por lo 
tanto, el Panel carece de jurisdicción sobre 
estos asuntos (Final Determination of the 
panel, MEX-USA-2023-31A-01, 2024, párr. 
117).

Resolución
Finalmente, el Panel resolvió que con base 
en la nota a pie de página 1 del Artículo 
31-A.2, “la aplicación del Panel Laboral o 
Mecanismo se limita a violaciones de los 
derechos de libertad de asociación y ne-
gociación colectiva negociados, definidos 
y consagrados en la Ley Laboral de 2019” 
(Final Determination of the panel, MEX-
USA-2023-31A-01, 2024, párr. 116). El Panel 
agregó que “Una conclusión de Denega-
ción de Derechos sólo puede aplicarse a 
eventos que tengan lugar después de la 
entrada en vigor del TMEC, y que estén 
sujetos a la Ley Laboral de 2019”. Los he-
chos alegados por EU para constituir una 
Denegación de Derechos no cumplieron 
con esos criterios. Por lo anterior, el Panel 
carece de jurisdicción para determinar si 
una Denegación de Derechos conforme 
al Artículo 31A.2 del TMEC ha ocurrido” 
(Final Determination of the panel, MEX-
USA-2023-31A-01, 2024, párr. 119).

EXCESOS DEL PANEL LABORAL QUE 
NO TIENE JURISDICCIÓN

Las determinaciones, conclusiones, opi-
niones y recomendaciones del Panel La-
boral que no tiene jurisdicción sobre el 
litigio, plasmadas en su informe o laudo 
respecto a cuestiones de fondo, tales como 
sector prioritario e instalación cubierta, 
entre otras, carecen de validez jurídica y, 
en consecuencia, no deben ser utilizadas 
por otros paneles como fundamento de 
sus resoluciones, ni siquiera como cri-
terio u opinión orientadora (desorienta-
dora). En otras palabras, las opiniones, 
resoluciones, conclusiones, criterios y re-
comendaciones de tribunales arbitrales o 
paneles sin jurisdicción, expresadas en un 
informe solo tienen validez si se refieren a 
la cuestión de “jurisdicción” y no al fondo 
de la controversia.

El estudio y resolución de cuestiones de 
fondo por un Tribunal Arbitral (Panel) que 
no tiene jurisdicción para ello, “sorprende, 
entorpece y distorsiona la corrección de la 
justicia arbitral”. La entorpece porque el 
Tribunal o Panel debe avocarse al estudio 
y resolución de la jurisdicción como una 
cuestión previa al inicio del procedimien-
to. El estudio de la jurisdicción con poste-
rioridad provoca procedimientos largos y 
costosos, en perjuicio de la propia institu-
ción arbitral, de las partes en controversia 
que tienen que invertir mayores recur-
sos humanos y económicos, y principal-
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mente de la parte demandada (México). 
Distorsiona la justicia arbitral porque no 
obstante que todas las determinaciones, 
opiniones, resoluciones sobre cuestiones 
de fondo expresadas por un Tribunal Ar-
bitral (Panel) que no tiene jurisdicción, 
carecen de valor jurídico, al estar plasma-
das en un laudo o informe no son pocos 
los tribunales arbitrales o Paneles que, sin 
mayor análisis y reflexión, los consideran 
legalmente válidos y los usan para respal-
dar sus decisiones. El Primer Panel Labo-
ral debió, en una etapa inicial, tal como 
indicó que lo haría, entrar al estudio de la 
cuestión previa, resolver que no tiene ju-
risdicción, desechar la solicitud y concluir 
el procedimiento arbitral de “respuesta rá-
pida” mucho antes de los plazos estableci-
dos en el TMEC, es decir, de 60 u 80 días, y 
no en ocho meses.

El Panel Laboral que no tiene jurisdic-
ción, de manera contradictoria y exce-
diendo sus funciones, entró al estudio y 
resolución de cuestiones de fondo en per-
juicio de la demandada, ya que clasificó o 
etiquetó a la Mina San Martín como una 
Instalación Cubierta, examinó documen-
tos, sostuvo audiencias con las partes, 
entrevistó a testigos, consultó peritos (Se-
parate View Pursuant to article 31.13 (8) of 
the USMCA, Final Determination of the 
panel, MEX-USA-2023-31A-01, 2024, párr. 
4), participaron los agregados laborales de 

EU.3 Además, emitió opiniones y determi-
naciones que aunque carecen de validez 
jurídica, al haber sido plasmadas en su In-
forme envían una señal equívoca a otros 
Paneles que sin mayor reflexión, pueden 
caer en el error de utilizarlos como base 
de sus resoluciones. El demandante EU 
también podría invocarlos en otro Panel 
en contra de la misma Mina San Martín 
o en cualquiera otro, por ejemplo, en el 
Segundo Panel Laboral de Respuesta en 
Atentos Servicios, solicitado recientemen-
te por EU (Request for the establishment 
of The Panel pursuant to Article 31-A.5.1 (a) 
of The USMCA, 2024, p. 1).

EXCESOS DE MONDEV, 
LOEWEN Y LION

Desafortunadamente la práctica nos 
muestra que en muchas ocasiones los tri-
bunales arbitrales o paneles no tienen el 
cuidado de rechazar las determinaciones 
de fondo plasmadas en un laudo o in-
forme emitido por un tribunal arbitral o 
panel que no tiene jurisdicción. Solo un 
ejemplo reciente. El Tribunal Arbitral del 

3	 Los cinco agregados laborales adscritos a la em-
bajada o al consulado de EU en México, tienen la 
función de “vigilar y hacer cumplir las obligaciones 
laborales de México, conforme a lo previsto en el 
Agreement Implementation Act HR5430, Secc 722 
(USMCA Implementation Act). Ver en: Morgan, S. 
y Saldaña, J. M. (30 de julio de 2020). Agregados la-
borales de Estados Unidos en México. Periódico El 
Economista, México. Disponible en: https://www.
eleconomista.com.mx/opinion/Agregados-labora-
les-de-Estados-Unidos-en-Mexico-20200730-0005.
html
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Centro Internacional de Arreglo de Dife-
rencias Relativas a Inversiones entre es-
tados y naciones (CIADI), Lion c. México, 
entre otros excesos que no es posible ni re-
ferir en este artículo, fundó su determina-
ción de aplicar un estándar elevado de de-
negación de justicia con base en al menos 
dos laudos de tribunales arbitrales que no 
tienen jurisdicción, es decir, en dos casos 
inexistentes. Para demostrar lo anterior, 
se exponen brevemente las controversias 
Mondev y Loewen, y posteriormente el 
caso Lion. 

La controversia Mondev c. EU (2002) tie-
ne su origen en un contrato de promoción 
inmobiliaria celebrado en diciembre de 
1978. En 1992, Mondev International Ltd 
(Mondev) sociedad canadiense, presentó 
una demanda ante el Tribunal Superior 
de Massachusetts contra la Autoridad de 
Reurbanización de Boston (La Autoridad) 
y otras. El juez dictó sentencia en 1994 
(después de entrar en vigor el TLCAN) y 
consideró que conforme una ley de Mas-
sachusetts, La Autoridad es “inmune” 
frente a demandas por agravios intencio-
nados. El Tribunal Supremo de Justicia de 
EU confirmó la resolución del Juez (Mon-
dev International Ltd. v. United States of 
America, Case No. ARB(AF)/99/2, Award, 
2022, párr. 1). Por su parte, Mondev recla-
mó mediante arbitraje CIADI en el marco 
del TLCAN, que La Autoridad y la senten-
cia del Tribunal Supremo violaron los ar-
tículos 1102 (Trato Nacional), 1105 (Nivel 

Mínimo de Trato) y 1110 (Expropiación e 
Indemnización) del TLCAN, y exigió una 
indemnización de cincuenta millones de 
dólares, más intereses y costas.

EU (demandado) argumentó que excep-
to las decisiones de los tribunales de Mas-
sachusetts, todos los actos denunciados 
ocurrieron antes del 1 de enero de 1994 y 
por lo tanto no pueden sustentar una re-
clamación en virtud del TLCAN (Mondev 
International Ltd. v. United States of Ame-
rica, Case No. ARB(AF)/99/2, Award, 2022, 
párr. 47). Además, un Estado solo puede 
ser responsable internacionalmente por 
la violación de una obligación derivada 
de un tratado si la obligación está en vi-
gor para ese Estado en el momento de la 
supuesta violación (Mondev International 
Ltd. v. United States of America, Case No. 
ARB(AF)/99/2, Award, 2022, párr. 68) y el 
TLCAN da a un inversionista el derecho 
de acudir directamente a un arbitraje in-
ternacional con respecto a una conducta 
ocurrida después de la entrada en vigor 
del TLCAN (Mondev International Ltd. v. 
United States of America, Case No. AR-
B(AF)/99/2, Award, 2022, párr. 154). Por las 
razones señaladas, el Tribunal Mondev 
resuelve que no tiene jurisdicción y des-
estima las reclamaciones de Mondev en 
su totalidad (Mondev International Ltd. 
v. United States of America, Case No. AR-
B(AF)/99/2, Award, 2022, párr. 157).

Por otra parte, la controversia Loewen c. 
EU (2003) gira en torno a una cuestión de 
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jurisdicción derivada de: (a) el requisito 
del TLCAN de diversa nacionalidad entre 
el demandante y el gobierno demandado, 
y (b) la cesión por parte de Loewen Group, 
Inc. de sus reclamaciones a una empresa 
canadiense propiedad de una empresa 
estadounidense. El Tribunal Loewen deci-
dió por unanimidad que carece de juris-
dicción para determinar las reclamacio-
nes de Loewen bajo el TLCAN en relación 
con las decisiones de los tribunales de EU 
como consecuencia de la cesión de esas 
reclamaciones a una empresa estadouni-
dense (The Loewen Group, Inc. and Ray-
mond L. Loewen v. United States of Ame-
rica, Case No. ARB(AF)/98/3, Award, 2003, 
orders p. 69).

De lo anterior se desprende que los tri-
bunales arbitrales Mondev y Loewen re-
solvieron que no tienen jurisdicción para 
conocer de la controversia sobre denega-
ción de justicia planteada. No obstante, 
como se verá enseguida, al igual que el Pa-
nel Laboral, ambos tribunales arbitrales 
entraron al estudio de cuestiones de fon-
do, mismas que plasmaron en el laudo y 
que posteriormente, sin mayor reflexión, 
el Tribunal Lion adoptó para fundar diver-
sas determinaciones esenciales.

La controversia Lion c. México (2021) tie-
ne su origen en un contrato de préstamo 
(febrero 2007) por 33 millones de dólares 
otorgado por la empresa canadiense Lion 
Ltd. (Lion) al Sr. Cárdenas (mexicano) para 
el desarrollo de un complejo turístico en 

las costas de Nayarit y dos rascacielos en 
la ciudad de Guadalajara. El Sr. Cárdenas 
firmó tres pagarés y otorgó tres hipotecas 
como garantía. Vencidos los plazos y las 
prórrogas otorgadas, el Sr. Cárdenas se 
negó a pagar y con base en un Convenio 
de Pago (supuestamente falso) demandó la 
cancelación de las tres hipotecas ante un 
juez de lo Mercantil de Jalisco, en cuyo jui-
cio se declaró a Lion en rebeldía y se dictó 
sentencia que canceló las tres hipotecas 
(junio 2012).

Al enterarse Lion de la sentencia que can-
celó las hipotecas, presentó demanda de 
Amparo Indirecto ante el Juez de Distrito 
(diciembre 2012) y alegó que no se le noti-
ficó el juicio ni la sentencia de cancelación 
de las hipotecas. El Juez de lo mercantil 
presentó su informe justificado y es cuan-
do Lion se entera del Convenio de Pago. 
Lion presenta su ampliación de demanda 
de amparo “firmada por un autorizado” y 
argumenta que el convenio de pago es fal-
so (no lo firmó el representante de Lion) 
y ofrece prueba pericial para demostrarlo. 
El Juez rechaza la ampliación del amparo 
de Lion, ya que debe estar “firmada por su 
representante legal”. Por lo anterior, no es 
materia del amparo lo relativo al convenio 
de pago supuestamente falso y la senten-
cia de amparo resuelve que es legal la no-
tificación del juicio de cancelación a Lion.

Lion impugna la sentencia de amparo y, 
además por diferentes medios (incidente 
de falsedad de documentos, queja) preten-
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de demostrar que el referido convenio de 
pago es falso y no lo logra. Después de tres 
años Lion renuncia a la justicia mexicana 
(amparo en revisión), argumenta que es 
fútil (inútil) continuar (fraudes, falsifica-
ciones, suplantación de persona, retrasos 
excesivos, formalismos legales y otros) y 
en diciembre de 2015 solicita arbitraje del 
CIADI por denegación de justicia de Mé-
xico. En otras palabras, Lion argumenta 
que los tribunales mexicanos no le per-
mitieron presentar pruebas para demos-
trar la falsedad del convenio de pago, ni 
defenderse en juicio, violando su derecho 
de “trato justo y equitativo”, conforme al 
derecho internacional consuetudinario, 
derecho aplicable.

Una vez constituido, el Tribunal Lion 
solicitó opinión de las partes para decidir 
si aplica un estándar elevado de denega-
ción de justicia (subjetivo) que requiere 
demostrar que los tribunales mexicanos 
actuaron de mala fe o intencionalmente o 
si aplica un estándar no elevado (objetivo) 
que solo “requiere la constatación de una 
conducta procesal impropia y escandalo-
sa por parte de los tribunales locales, sea o 
no intencionada” (Lion México Consolited 
L.P. c. Estados Unidos Mexicanos, Caso No. 
ARB(AF)/15/2, Laudo, 2021, párr. 299). Al 
respecto, Lion, México y las Partes no con-
tendientes (EU y Canadá) propusieron un 
estándar elevado. Es pertinente destacar 
que la demandante Lion propuso el caso 
Oostergetel, en el que el tribunal arbitral 

resolvió que los tribunales de Eslovaquia 
no incurrieron en denegación de justicia, 
ya que no se demostró corrupción (mala 
fe o intencionalidad) de estos en un pro-
cedimiento de quiebra (Jan Oostergetel 
and Theodora Laurentius v. The Slovak 
Republic, Final Award, 2012). Finalmente, 
el Tribunal Lion resolvió aplicar un están-
dar no elevado de denegación de justicia, 
con base en Mondev y Loewen.

El Tribunal Lion refiere al caso Mondev 
en los términos que a continuación se in-
dica:

El tribunal de Mondev consideró que la 
denegación de justicia requeriría “una in-
observancia intencional de las garantías 
procesales, … que escandaliza, o al menos 
sorprende, el sentido de la corrección ju-
dicial”. 

También se resolvió que el umbral para 
establecer la violación del estándar de TJE 
(Trato Justo y Equitativo) había evolucio-
nado en el siglo pasado y que actualmente 
no requiere elementos subjetivos por par-
te del Estado anfitrión como la mala fe.

“Para el ojo moderno, lo que es in-
justo o inequitativo no tiene por qué 
equivaler a lo escandaloso o lo atroz … 
un Estado puede tratar una inversión 
extranjera de manera injusta e in-
equitativa sin actuar necesariamente 
de mala fe … el contenido del estándar 
mínimo hoy en día no puede limitarse 
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al contenido del derecho internacio-
nal consuetudinario tal y como se re-
conocía en las decisiones arbitrales de 
los años 20” 

El Tribunal de Lion acepta el estándar 
Mondev como guía para resolver la recla-
mación de denegación de justicia de Lion. 
Sin embargo, se requieren algunas preci-
siones a la luz de los argumentos presen-
tados por las Partes. 

El punto de partida para el tribunal de 
Mondev fue la sentencia ELSI. En este caso, 
la CIJ … declaró que la arbitrariedad era 
“una inobservancia intencional de las ga-
rantías procesales, un acto que escandali-
za, o al menos sorprende, el sentido de la 
corrección jurídica”. 

El tribunal del caso Mondev replicó la 
afirmación anterior … el criterio de dene-
gación de justicia … no alude en ningún 
momento a un elemento subjetivo.

Un Estado puede tratar una inversión 
extranjera de manera injusta e inequita-
tiva sin actuar necesariamente de mala 
fe. (Lion México Consolited L.P. c. Estados 
Unidos Mexicanos, Caso No. ARB(AF)/15/2, 
Laudo, 2021, párrs. 263, 265, 288, 289., 290 
y 294)

El Tribunal Lion refiere al caso Loewen 
en los términos que a continuación se in-
dica.

… las reclamaciones de Loewen 
fueron desestimadas por falta de le-

gitimación, debido a la adquisición 
del demandante por parte de una 
empresa del Estado receptor (lo que 
hizo que el demandante perdiera su 
condición de inversor extranjero en 
virtud del TLCAN). 

Curiosamente, el tribunal de inversiones 
(Loewen) pareció inclinarse por la conclu-
sión de que al demandante se le negó efec-
tivamente justicia en los hechos del caso:

… hemos criticado el procedimien-
to de Mississippi en los términos 
más categóricos. En este caso hubo 
una injusticia hacia el inversor ex-
tranjero

Loewen también respaldó la opinión de 
Mondev de que, según el derecho consue-
tudinario internacional contemporáneo, 
no se requiere mala fe o intención mali-
ciosa para una denegación de justicia.

“Ni la práctica de los Estados, ni las 
decisiones de los tribunales interna-
cionales, ni la opinión de los comen-
taristas apoyan la opinión de que la 
mala fe o la intención maliciosa sea 
un elemento esencial del trato in-
justo e inequitativo o de denegación 
de justicia que constituya una vio-
lación de la justicia internacional”. 
(Lion México Consolited L.P. c. Esta-
dos Unidos Mexicanos, Caso No. AR-



R E V I S TA  E S P E C I A L I Z A D A  E N  I N V E S T I G A C I Ó N  J U R Í D I C A

84
UACJ. Revista Especializada en Investigación Jurídica, año 8, núm. 15 (julio-diciembre, 2024). ISSN: 2448-8739

B(AF)/15/2, Laudo, 2021, párrs. 271, 
267 y269) 

Con base en lo anterior, el Tribunal Lion 
concluye: “el criterio es objetivo: la dene-
gación de justicia requiere la constatación 
de una conducta procesal impropia y es-
candalosa por parte de los tribunales lo-
cales (sea o no intencionada) (Lion México 
Consolited L.P. c. Estados Unidos Mexica-
nos, Caso No. ARB(AF)/15/2, Laudo, 2021, 
párr. 299). A mayor abundamiento, el Tri-
bunal Lion apoyado en Mondev y Loewen 
(inexistentes) aplicó un estándar no eleva-
do de denegación de justicia (objetivo) y 
condenó a México al pago de 47 millones 
de dólares, más intereses y gastos del abo-
gado de Lion, al considerar principalmen-
te, entre otros aspectos, que los tribunales 
mexicanos no notificaron a Lion del juicio 
de cancelación de las hipotecas y por un 
formalismo legal (firma del autorizado en 
ampliación de amparo) le impidieron a 
Lion demostrar la falsedad del convenio 
de pago que sustentó la cancelación de las 
hipotecas. 

Sorprende la corrección de la justicia 
arbitral que un Tribunal que no tiene ju-
risdicción (Mondev) descalifique a otro 
Tribunal que sí tiene jurisdicción (Elsi); 
otro tribunal que no tiene jurisdicción 
(Loewen) adopte resoluciones de un Tribu-
nal que tampoco tiene jurisdicción (Mon-
dev), y el Tribunal Lion, para fundar su 
laudo adopte resoluciones de dos Tribu-

nales que no tienen jurisdicción (Mondev 
y Loewen). ¿Cuál será el próximo tribunal 
arbitral que funde sus determinaciones 
en laudos de tribunales arbitrales que no 
tienen jurisdicción? (Gutiérrez, 2023, p.1) 
(Reforma, 2024, p. 1).

Por su parte, México demandó la nu-
lidad del laudo Lion ante el Tribunal del 
lugar de arbitraje, esto es, Washington 
D.C. que debe revisar y resolver, tanto las 
causales de nulidad invocadas por Méxi-
co a solicitud de parte como las de oficio, 
es decir, orden público y arbitrabilidad, 
conforme a lo previsto en el Artículo V 
de la Convención de Nueva York. En otras 
palabras, el Tribunal de Washington debe 
estudiar oficiosamente si el laudo Lion es 
contrario al orden público de ese país, en-
tre otros aspectos, por haberse respaldado 
en decisiones (inexistentes) de tribunales 
arbitrales que no tienen jurisdicción y, en 
su caso, anularlo. Además, conforme a lo 
pactado en el TLCAN, el “derecho aplicable 
a la controversia Lion es el ‘derecho inter-
nacional consuetudinario’”. Sin duda, las 
decisiones de tribunales arbitrales (con o 
sin jurisdicción) no son inveterata consue-
tudo y opinio iuris. El Tribunal Lion no re-
solvió conforme al derecho internacional 
consuetudinario (derecho aplicable), otra 
causal de la anulación del laudo Lion.
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BUENA FE EN EL USO DEL PANEL 

Volviendo a la controversia de la Mina 
San Martín, si México considera que la 
contraparte EU no ha actuado de buena fe 
respecto a la invocación del Panel Laboral, 
podrá solicitar un Panel del Capítulo 31 del 
TMEC, a efecto de que este resuelva si EU 
actuó o no de buena fe (Protocolo Modifi-
catorio del TMEC, 2020, artículo 31.A.11).

Si el Panel del Capítulo 31 determina que 
EU no actuó de buena fe, dentro de los 45 
días siguientes a la recepción de su infor-
me final, México y EU acordarán la reso-
lución de la controversia y de no llegar a 
un acuerdo, México podrá optar por evitar 
que EU use el Panel Laboral por un perio-
do de dos años u otro recurso permitido 
(Protocolo Modificatorio del TMEC, 2020, 
artículo 31.A.11) (Protocolo que sustituye el 
TLCAN por el TMEC, 2020).

Las controversias Mondev 2002 y Mina 
San Martín 2023 tienen grandes semejan-
zas que invitan a una mayor reflexión y 
estudio respecto a la buena fe de EU en la 
invocación del Panel o Mecanismo Labo-
ral que escapa al objeto de este breve tra-
bajo, por lo que enseguida se mencionan 
solo las de mayor relevancia.

Las dos diferencias arbitrales se presen-
tan en el marco de un tratado comercial 
del que México y EU son signatarios, Mon-
dev respecto al Capítulo XI del TLCAN, en 
materia de inversión y Mina San Martín 

en relación al Anexo 31-A del TMEC, en 
materia laboral 

EU es parte en los dos arbitrajes, en Mon-
dev es demandado y en Mina San Martín 
es demandante.

Ambas controversias refieren a hechos 
que tienen lugar después de la entrada en 
vigor del tratado comercial, es decir del 
TLCAN 1994 y del TMEC 2020, pero cuyo 
origen causal radica en hechos que tuvie-
ron lugar antes de la entrada en vigor del 
respectivo tratado.

La controversia Mondev alude a las reso-
luciones de los tribunales de Massachuse-
tts emitidas después de la entrada en vigor 
del TLCAN que reconocen la inmunidad 
de “La Autoridad”, pero cuyo origen causal 
radica en actos o hechos de “La Autoridad” 
que ocurrieron en 1992, antes de la entra-
da en vigor del TLCAN (1 enero de 1994). 
En tanto que Mina San Martín refiere a 
la resolución de la Junta Federal que con-
cluye la huelga (2023), emitida después de 
la entrada en vigor del TMEC (2020), pero 
cuyo origen causal radica en la huelga en 
la Mina San Martín que inició en 2007, an-
tes de la entrada en vigor del TMEC (2020).

En Mondev, los Tribunales de Massachu-
setts, después de entrar en vigor el TLCAN 
fundan su resolución de inmunidad de 
La Autoridad en una ley emitida antes de 
la entrada en vigor de dicho tratado. En 
Mina San Martín, la Junta Federal, des-
pués de entrar en vigor el TMEC funda su 
resolución de terminación de la huelga en 
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una ley emitida antes de la entrada en vi-
gor de este tratado, esto es, la Ley Laboral 
anterior a 2019. 

Los dos tribunales arbitrales, Mondev y 
el Panel Laboral determinaron que no tie-
nen jurisdicción para resolver la contro-
versia planteada. 

En Mondev EU (demandado) obtuvo un 
fallo a su favor y en Mina San Martín EU 
(demandante) obtuvo un fallo en contra.

CONCLUSIONES

Los Paneles o Tribunales Arbitrales deben 
resolver su jurisdicción como una cuestión 
previa. En caso de no tener jurisdicción 
deben omitir entrar al estudio de fondo 
y por ningún motivo plasmar en el laudo 
o informe opiniones, recomendaciones o 
criterios sobre el fondo de la controversia.

El Panel Laboral en la Mina San Mar-
tín que no tiene jurisdicción, excedió sus 
funciones al entrar al estudio en cuestio-
nes de fondo en perjuicio de México y, en 
particular, de la Mina San Martín, ya que 
la clasificó como una Instalación Cubier-
ta, elemento esencial para una resolución 
positiva sobre la existencia de una Dene-
gación de Derechos.

México podría proponer en la próxima 
revisión del TMEC 2026, la implementa-
ción de un mecanismo para impugnar los 
excesos de un Panel Laboral de Respuesta 
Rápida para, en su caso anular, en parte o 
en su totalidad, el Informe. En otras pala-

bras, en el caso del laudo de la Mina San 
Martín, para anular todas las cuestiones 
que no se refieran a la jurisdicción del Pa-
nel, es decir, las cuestiones de fondo.

México debe analizar si EU ha actuado 
de buena fe respecto a la invocación del 
Panel Laboral para, en su caso, solicitar 
un Panel del Capítulo 31 del TMEC y evitar 
que dicho país use el Panel por un periodo 
de dos años u otro recurso permitido.

Por un lado, los Tribunales Arbitrales 
(Lion) o Paneles deben abstenerse de res-
paldar sus determinaciones de fondo plas-
madas en un laudo o informe emitido por 
un Tribunal Arbitral o Panel que no tiene 
jurisdicción (Mondev y Loewen), ya que 
estas carecen de validez jurídica. Por otro 
lado, las partes en controversia, es decir 
México, debe demandar la nulidad del 
laudo arbitral fundado en determinacio-
nes de Tribunales arbitrales que no tienen 
jurisdicción y el Tribunal del Lugar del ar-
bitraje (Washington) debe revisar de oficio 
la afectación al orden público de ese país 
(EU) y anular el laudo, en su caso.
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Los asesores jurídicos en audiencias desde la perspectiva de 
racionalidad limitada. El caso de Morelos, México

Victim’s public defenders in hearings based on the bounded 
rationality perspective. The case of Morelos, Mexico

RESUMEN
Los trabajos sobre el papel del asesor jurídico en el procedimiento penal concluyen que, en la mayoría de los 

casos, desempeñan una representación pasiva en audiencias. Asimismo, señalan que el sistema de justicia 

mantiene una asimetría institucional en detrimento de las comisiones de víctimas. Sin embargo, todos estos 

trabajos parten de una perspectiva normativa, interesada más en describir cómo deberían actuar los aseso-

res jurídicos que en conocer cómo actúan realmente. Este artículo presenta el estudio de caso cualitativo de 

la asesoría jurídica del estado de Morelos. Se utiliza el marco de la racionalidad limitada para plantear que la 

actuación de los asesores jurídicos no es totalmente óptima ni basada por completo en la doctrina legal, sino 

que se ve influenciada por factores internos y externos. Se analiza específicamente la asimetría institucional 

como un factor externo que afecta su intervención en audiencias. Se emplean los instrumentos de observa-

ción no participante de audiencias y entrevistas semiestructuradas. Se concluye que las asesoras jurídicas 

han tenido que desarrollar prácticas de intervención en audiencias para enfrentar algunas consecuencias 

de la asimetría institucional, las cuales, sin embargo, podrían poner en riesgo la protección mínima adecua-

da de los derechos de las víctimas.
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ABSTRACT
Literature regarding the role of victims’ public defenders in the 

criminal procedure concludes that, in most cases, they represent 

them passively in hearings. At the same time, it is observed that 

the justice system maintains an institutional asymmetry in de-

triment of the commissions of assistance to victims or similar. 

Nonetheless, these studies are based on a normative perspecti-

ve, interested more in describing how victims’ public defenders 

should behave rather than in understanding how they do. This 

article presents a qualitative case study of victims’ public defen-

ders in Morelos. The bounded rationality framework argues that 

their performance is neither fully optimal nor based entirely on 

legal doctrine, but is influenced by internal and external factors. 

Specifically, institutional asymmetry is analyzed as an external 

factor affecting their intervention in hearings. Non-participant 

observation of hearings and semi-structured interviews are 

used. It is concluded that legal advisors have had to develop hea-

ring intervention practices to deal with some consequences of 

institutional asymmetry, which, however, could undermine the 

minimum adequate protection of victims’ rights.

Keywords: victims’ public defenders; bounded rationality; insti-

tutional asymmetry; criminal procedure.

INTRODUCCIÓN 

A 
15 años de la reforma penal, la consoli-
dación del sistema de justicia penal acu-
satorio aún se nota incipiente y en mu-
chos aspectos francamente deficiente 
(Ramírez, 2018; Patiño, 2020). Esto hace 

necesario conocer cómo están realizando los operado-
res del sistema las funciones que les exige el modelo 
procesal. Uno de ellos es el asesor jurídico, figura crea-
da para dedicarse exclusivamente a representar, asis-
tir y acompañar a la víctima durante todo el proceso 
penal. LO
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Se han hecho esfuerzos por conocer el 
papel que desempeña el asesor jurídico en 
el sistema penal acusatorio. En el ámbito 
académico, los estudios se han enfocado 
al análisis de sus funciones, del derecho 
a la asesoría jurídica, del reconocimien-
to de la víctima y su asesor como sujetos 
procesales, entre otros (Hernández, 2015; 
López, 2018; Santacruz y Santacruz, 2018; 
Pérez, 2019). Los trabajos desde las orga-
nizaciones civiles se han preocupado por 
recolectar evidencia empírica realizando 
evaluaciones sobre la calidad de su desem-
peño y cumplimiento de los objetivos de 
ley (México Unido Contra la Delincuencia, 
2015, 2016, 2017; Centro de Investigación 
para el Desarrollo, A. C., 2016; World Justi-
ce Project [WJP]; 2022b), midiendo capaci-
dades institucionales, identificando áreas 
de oportunidad y emitiendo recomenda-
ciones (México Evalúa, 2021, 2022; Ins-
tituto Mexicano para la Competitividad 
[IMCO], 2017, 2022). En general, estos tra-
bajos concluyen que el asesor jurídico es 
el operador con el desempeño más débil: 
se sostiene que en la mayoría de los casos 
desempeñan una representación pasiva 
en audiencias pues solo se “adhieren” a lo 
que expone el Ministerio Público (México 
Unido Contra la Delincuencia, 2015-2017; 
Carbonell y Valadéz, 2021). 

Estos trabajos también señalan que los 
esfuerzos de fortalecimiento institucional 
para la implementación y consolidación 
del sistema de justicia se han concentrado 

en los poderes judiciales y en las fiscalías, 
dejando a las comisiones de atención a víc-
timas o sus análogas, en clara desventaja 
o asimetría institucional en términos de 
distribución de los recursos, flujo de la in-
formación, identificación de necesidades 
y retos, planeación, etcétera (México Eva-
lúa, 2021, 2022; Causa en Común, 2023). 

A pesar de lo valioso de estos trabajos, 
todos ellos parten de una perspectiva 
normativa interesada más en describir 
cómo deberían actuar los asesores jurídi-
cos, que en conocer cómo están actuando 
realmente bajo dichas condiciones de asi-
metría institucional. Aunque la asimetría 
entre las instituciones que conforman el 
sistema de justicia es fácilmente compro-
bable en ámbitos como la asignación del 
presupuesto, no se cuenta con evidencia 
empírica sobre cómo afecta la actuación 
de los asesores jurídicos, por ejemplo, en 
audiencias.

Se presenta el estudio de caso único cua-
litativo (Stake, 1999; Giménez, 2012) sobre 
la asesoría jurídica del estado de Morelos. 
Se eligió a Morelos por cuestiones de acce-
sibilidad, pero también por ser un caso de 
interés debido a los bajos resultados que 
la entidad ha presentado en materia de 
justicia penal en los últimos años (México 
Evalúa, 2021, pp. 44-45; 2022, pp. 160-162; 
World Justice Project, 2022ª, pp. 15-16, 44; 
Impunidad Cero, 2021, pp. 39-41). Se utiliza 
el marco de la racionalidad limitada para 
plantear que la actuación de las asesoras 
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jurídicas2 se ve influenciada por factores 
internos y externos, centrándose especí-
ficamente en el análisis de la asimetría 
institucional como un factor externo que 
afecta su intervención en audiencias. Se 
emplean las entrevistas semiestructura-
das y la observación no participante de 
audiencia. 

LA FIGURA DEL ASESOR JURÍDICO 
EN EL SISTEMA PENAL ACUSATORIO 
MEXICANO

Históricamente, la víctima ha estado au-
sente de la toma de decisiones de los proce-
sos penales (Pérez, 2019, p. 684; Santacruz 
y Santacruz, 2018, pp. 91-94; Hernández, 
2015, p. 262; Elbers et al., 2022, p. 831). En 
los sistemas tradicionales, los conflictos 
penales eran exclusivos del Estado como 
defensor del interés colectivo, y de la per-
sona que cometía la conducta descrita en 
el tipo penal como delito, lo que dejaba a 
la víctima supeditada al poder del Minis-
terio Público (MP) provisto del monopolio 
de la acción penal (Valencia, 2009, p. 41). 
Aunque a nivel global aún está en discu-
sión cuál debe ser el lugar de las víctimas 
en la toma de decisiones judiciales (Ed-
wards, 2004, pp. 967-968), es un hecho que 
es un nuevo actor en los sistemas proce-
sales cuyos derechos deben hacerse efecti-

2	 Aunque las personas asesoras jurídicas participan-
tes en este estudio son 4 mujeres y 1 hombre, en 
adelante, por cuestiones de economía, nos referire-
mos a ellas utilizando el femenino tanto en singular 
como en plural.

vos a lo largo del proceso (Duce et al., 2014, 
p. 740-744).

En México, la reforma penal de 2008 
dispuso el reconocimiento de la víctima 
como un auténtico sujeto procesal y de 
derechos, quitándole la tutela del MP para 
que pueda participar de manera activa, ya 
sea directamente o a través de un asesor 
jurídico, y así acceder automáticamente a 
la justicia (Valencia, 2009, p. 51; Arellano, 
2012, p. 1). Con ello, se instauraba la igual-
dad de armas como el principio que ase-
gura que las partes procesales tendrán los 
mismos derechos, posibilidades y cargas 
procesales, ya sea para sostener la acusa-
ción o bien la defensa (Pérez, 2019, p. 684; 
Valencia, 2009, p. 49; Rosales, 2021, párr. 
6). Como un símil de los defensores públi-
cos, los asesores jurídicos son las personas 
encargadas de representar, asistir y acom-
pañar durante todo el proceso a la vícti-
ma, realizando todas las acciones legales 
tendientes a la defensa de sus intereses y 
derechos, principalmente los de acceso a 
la justicia, a la verdad y a la reparación in-
tegral (Rosales, 2021, párr. 8).

Pero la labor de los asesores jurídicos 
no se limita a representar y acompañar a 
la víctima, también tienen la facultad de 
corregir las actuaciones del MP, suplir sus 
deficiencias e impugnar sus decisiones si 
consideran que se están vulnerando los 
derechos de la víctima (Código Nacional 
de Procedimiento Penales [CNPP], art. 459; 
Ley General de Víctimas [LGV], art. 169).
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El 9 de enero de 2013 se publicó la Ley Ge-
neral de Víctimas, la cual ordena la crea-
ción de la Comisión Ejecutiva de Atención 
a Víctimas Federal y sus análogas en las 
entidades federativas como organismos 
“...con autonomía técnica, de gestión […] 
que tendrá por objeto garantizar, promo-
ver y proteger los derechos de las víctimas 
del delito” (art. 42). Asimismo, dispone 
que estas comisiones deberán contar con 
Asesores Jurídicos que, del mismo modo, 
gozarán de independencia técnica y ope-
rativa para cumplir con sus funciones de 
orientar, asesorar y representar a la vícti-
ma de manera integral para vigilar la pro-
tección y goce de sus derechos. 

Con la creación de las comisiones de víc-
timas federal y estatales (en adelante, co-
misiones), se asentó la separación entre el 
Ministerio Público como órgano acusador 
y la Asesoría Jurídica como representan-
te de la víctima. La intención del legisla-
dor de sacar a la asesoría victimal de las 
procuradurías y fiscalías, fue evitar que 
pudieran alinearse a los criterios y estra-
tegias del MP y comprometer la represen-
tación activa e independiente de la vícti-
ma (Carbonell y Valadéz, 2021; México 
Evalúa, 2022, p. 28).

LA ACTUACIÓN DE LOS OPERADORES 
DE LOS SISTEMAS DE JUSTICIA. DE 
LA PERSPECTIVA NORMATIVA A LA 
RACIONALIDAD LIMITADA

Existe una larga tradición de estudios in-
teresados en la actuación de los operado-
res en los sistemas de justicia. Durante las 
décadas posteriores a la Segunda Guerra 
Mundial, el modelo de la elección racional 
fue hegemónico en el estudio de las deci-
siones de jueces y fiscales, principalmente 
(Dobrak y North, 2008; Albonetti, 1987). 
De acuerdo con este modelo, el individuo 
toma decisiones “racionales” puesto que 
posee, por un lado, un conocimiento, si no 
absoluto, por lo menos muy preciso sobre 
los aspectos de su entorno; y por el otro, 
una capacidad cognitiva que le permite 
calcular, de entre todas las alternativas 
de acción disponibles, aquella opción que 
maximiza sus beneficios (Simon, 1955, p. 
99; March y Simon, 1977, pp. 151-153; Sent, 
2018, p. 1370). Desde el modelo racional, 
los operadores de los sistemas de justicia 
son actores racionales puesto que razo-
nan lógicamente a partir de hechos, leyes 
y constituciones, para llegar a una deci-
sión racional sobre los casos (Drobak y 
North, 2008, p. 131): los asesores jurídicos 
actuarían lógicamente a partir de lo esta-
blecido por la Ley General de Víctimas, el 
Código Nacional de Procedimientos Pena-
les y los factores estrictamente legales del 
caso (las pruebas, por ejemplo), logrando 
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hacer efectivos los derechos de las vícti-
mas sin importar otros factores como la 
carga de trabajo.

Herbert Simon (1955, 1956, 1959) propuso 
una revisión drástica del modelo racional 
afirmando que las personas toman deci-
siones bajo circunstancias que no cum-
plen con el ideal; es decir, no cuentan con 
la información completa, ni poseen la ca-
pacidad cognitiva para procesar todas las 
alternativas, calcular cada consecuencia 
y, por lo tanto, elegir la opción óptima. 

Con la noción de “racionalidad limita-
da”, Simon planteó que las personas se 
deciden por acciones que son “suficien-
temente buenas”, más no óptimas, en 
función de la cantidad limitada de infor-
mación con la que disponen y de su ca-
pacidad cognitiva (Simon, 1955, 1956). La 
racionalidad limitada parte del hecho de 
que los actores están orientados a objeti-
vos, pero tienen limitaciones tanto internas 
o cognitivas, como externas o del entorno 
que afectan sus decisiones (Nolasco y Chi-
Fang, 2023, p. 3). 

A partir de las propuestas de Simon, di-
versas investigaciones sobre el comporta-
miento de los operadores de justicia han 
demostrado que sus decisiones no son 
totalmente óptimas ni basadas por com-
pleto en factores legales, pues existen 
factores que tienen que ver con límites 
internos, como los sesgos cognitivos y las 
preferencias políticas, y con límites exter-
nos, como la disponibilidad de recursos y 

la cultura organizacional, que afectan su 
comprensión y percepción de la informa-
ción, y por lo tanto, su actuación (Drobak 
y North, 2008; Nolasco y Chi-Fang, 2023; 
Albonetti, 1987, 1991). 

Aunque este artículo se centra específi-
camente en el análisis de la asimetría ins-
titucional como un límite externo, cabe 
mencionar que la influencia de los lími-
tes internos en las decisiones de los ope-
radores de justicia ha sido ampliamente 
estudiada. Por ejemplo, se sabe que la ha-
bilidad de los fiscales para interpretar la 
evidencia depende en gran medida de sus 
capacidades cognitivas de comprensión y 
percepción de la información externa (No-
lasco y Chi-Fang, 2023, p. 4).

La asimetría institucional como límite 
externo
Los límites externos se refieren a factores 
estructurales del ambiente que determi-
nan las alternativas disponibles para el 
actor y sus posibilidades de acción. Varios 
estudios han abordado la influencia de los 
límites externos en el comportamiento 
de los operadores de justicia (Pinchevsky, 
2017; Albonetti, 1987; Harris, 2009; Ste-
ffensmeier y Britt, 2001; Dropppelmann 
et al., 2017). Por ejemplo, se ha encontrado 
que las limitaciones de recursos de per-
sonal y las políticas de persecución penal 
influyen significativamente en el ejercicio 
de la acción penal de los fiscales (Nolasco 
y Chi-Fang, 2023, p. 5).
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Este artículo propone que la asimetría 
institucional, entendida como las condi-
ciones estructurales de desigualdad entre 
las instituciones que conforman el sis-
tema de justicia penal, puede analizarse 
como un límite externo. Para comprender 
cómo las condiciones de asimetría institu-
cional afectan la intervención de los ase-
sores jurídicos en audiencias se indaga en 
tres aspectos fundamentales: 1) la asigna-
ción de recursos; 2) las capacidades opera-
tivas, y 3) el intercambio de información y 
coordinación con otras instituciones.

a) Asignación de recursos
La limitación de los recursos, como la es-
casez de personal, influye significativa-
mente en las decisiones de los operadores 
de justicia respecto a la aplicación de la 
ley, pues deben priorizar los casos graves 
(Nolasco y Chi-Fang, 2023, p. 5).

Dadas las dimensiones y complejidad 
de la victimización en México durante la 
última década, cualquier cantidad y tipo 
de recursos para atender a las víctimas 
será insuficiente. Entre 2015 y 2023, el Se-
cretariado Ejecutivo del Sistema Nacional 
de Seguridad Pública (SESNSP) reporta 
2,096,039 víctimas de delitos como femi-
nicidio, homicidio, trata y tráfico de per-
sonas (Causa en Común, 2023; p. 11).

Si bien todas las instituciones que con-
forman el sistema de justicia se ven limi-
tados por la escasez de todo tipo de recur-
sos, la diferencia en la asignación de estos 

entre las fiscalías y las comisiones es sig-
nificativa. En 2022, las comisiones de víc-
timas recibieron el porcentaje más bajo 
del presupuesto asignado para el sector 
de justicia penal local: mientras que segu-
ridad pública acumuló el 53% del presu-
puesto total; las fiscalías o procuradurías 
obtuvieron el 20%; los poderes judiciales 
21%; y las defensorías y las comisiones un 
2% cada una (México Evalúa, 2021, p. 34). 
En cuanto a los recursos humanos, a nivel 
nacional, hay un asesor jurídico por cada 
100 mil habitantes, en comparación con el 
2.68 de los defensores, el 3.95 de los agen-
tes del ministerio público, y el 1.55 de jue-
ces (México Evalúa, 2022, p. 116).

Aunque no existe un cálculo consensa-
do sobre el mínimo necesario de asesores 
jurídicos para cubrir las necesidades de 
asesoría y representación de las víctimas, 
la LGV establece en la fracción IV del artí-
culo 167, que se debe designar, cuando me-
nos, un asesor jurídico por cada unidad 
investigadora del Ministerio Público, Juz-
gado que conozca de materia penal y Vi-
sitaduría de la Comisión de los Derechos 
Humanos. Esto supondría tan solo para la 
Comisión de Víctimas Federal, contar con 
274 asesores jurídicos: sin embargo, des-
de 2018 y hasta la fecha se reportan úni-
camente 123 asesores jurídicos (Causa en 
Común, 2023, p. 22). 
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b) Capacidades operativas
El presupuesto y los recursos repercuten 
directamente en la carga de trabajo y, por 
lo tanto, en la capacidad operativa de las 
instituciones de justicia. La carga de tra-
bajo requiere de maximizar los escasos 
recursos para aminorar su impacto en la 
capacidad operativa. Si bien todos los ope-
radores de justicia enfrentan problemas 
de saturación, la asimetría del sistema 
hace que este problema sea más acentua-
do en las instituciones encargadas de la 
atención a víctimas. De acuerdo con Mé-
xico Evalúa, en 2022 a nivel nacional cada 
asesor jurídico de las comisiones aten-
dió alrededor de 303 casos y representó 
aproximadamente a 230 víctimas en un 
proceso penal (p. 27). En comparación, en-
contramos que la estimación de carpetas 
de investigación por cada fiscal o agente 
del ministerio público fue de 181; las cau-
sas penales por persona juzgadora corres-
pondieron a 334; y los casos atendidos por 
persona defensora pública fue de 157. Ade-
más, entre 2019, 2020 y 2021 se registró 
una tendencia hacia el alza de 125.3, 105 y 
156.7 de casos representados por un asesor 
jurídico en procesos penales, respectiva-
mente (México Evalúa, 2021, p.113). 

La carga de trabajo también ha implica-
do 

... el diferimiento de audiencias e inclu-
so la imposición de sanciones contra 
las propias Comisiones, puesto que la 

baja disposición de asesores jurídicos 
dificulta la posibilidad de que asistan 
a la totalidad de audiencias a las que 
son convocados, de que diseñen y eje-
cuten estrategias de litigio adecuadas y 
congruentes con las necesidades de las 
víctimas, así como de que privilegien la 
reparación del daño de forma integral 
(México Evalúa, 2022, p. 27).

c) Intercambio de información y coordina-
ción con otras instituciones
Dado que el fin de la interacción entre los 
operadores de justicia es la resolución de 
los casos, la información se convierte en 
un recurso vital para la negociación. A 
menor flujo de información aumentan los 
niveles de incertidumbre en la toma de de-
cisiones, lo que a su vez recrudece las asi-
metrías que pueden llevar a prácticas que 
ya no protejan los intereses y derechos de 
las partes (Moiseeva, 2016, p. 13). 

Por su naturaleza, las comunidades ju-
diciales se caracterizan por la distribu-
ción asimétrica de la información entre 
los actores. Normalmente, la fiscalía tie-
ne mayor conocimiento sobre los hechos 
del delito, mientras que la defensa tiene 
más información sobre las características 
del acusado. Ambos tipos de información 
son vitales para la negociación de cara a 
la sentencia final ( Moiseeva, 2016; p. 3). Si 
metemos en esta ecuación a los asesores 
jurídicos, diríamos que estos poseen infor-
mación relevante sobre las características 
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e intereses de la víctima, lo que les asegura 
un papel importante en la negociación. 

Se ha encontrado que en los tribunales 
donde los jueces, fiscales y abogados de-
fensores interactúan de manera constan-
te, desarrollan cierta familiaridad y con 
ello relaciones de trabajo estables y nor-
mas informales que les permiten llegar 
a acuerdos comunes sobre la resolución 
adecuada de los casos (Gordon y Huber, 
2009, p. 149).

EL CASO DE LA ASESORÍA JURÍDICA 
EN MORELOS

Debido a que existe una marcada hetero-
geneidad entre las realidades operativas 
de las asesorías jurídicas en los estados 
(Causa en Común, 2023, p. 17), es necesa-
rio generar conocimiento desde la parti-
cularidad y experiencia local. Por ello, se 
diseñó un estudio de caso único cualita-
tivo sobre la asesoría jurídica del Estado 
de Morelos, con la finalidad de dilucidar 
a detalle la forma particular de interven-
ción en audiencias (Giménez, 2012). Se 
eligió Morelos por cuestiones de accesibi-
lidad, pero también por ser un caso de in-
terés especial (Stake, 1999; Giménez, 2012) 
debido a los bajos resultados de la entidad 
en materia de justicia penal en los últimos 
años. En octubre de 2023, Morelos se co-
locó como la primera entidad en femini-
cidios por cada 100 mil habitantes (Ren-
tería, 2023), y el segundo en homicidios 
dolosos (Hinojosa, 2023). En 2022, ocupó 

el penúltimo lugar en el Índice de Esta-
do de Derecho en México y estuvo dentro 
de los 14 estados que presentaron mayor 
deterioro en el desempeño del sistema de 
justicia (World Justice Project, 2002a). Ese 
mismo año fue el cuarto estado con me-
nor confianza ciudadana en las institu-
ciones de justicia y el último en el cumpli-
miento de objetivos del Sistema de Justicia 
Penal (México Evalúa, 2022, pp. 10, 84). En 
2021, ocupó el penúltimo lugar del Índice 
Estatal de Desempeño de Procuradurías y 
Fiscalías (Impunidad Cero, 2021). 

Asimismo, a pesar de que la Ley General 
de Víctimas del estado de Morelos esta-
blece que las facultades y funciones de la 
Asesoría Jurídica Estatal “...como unidad 
administrativa […] dependiente de la Comi-
sión Ejecutiva Estatal […] no podrán estar 
a cargo de la Fiscalía General del Estado 
de Morelos” (p. 19), el servicio es brindado 
por asesores jurídicos adscritos a la Fisca-
lía Especializada en Grupos Vulnerables, 
unidad administrativa de la fiscalía esta-
tal. Cabe señalar que la Comisión Ejecu-
tiva de Atención y Reparación a Víctimas 
del Estado de Morelos está en funciones y 
se encarga, principalmente, del acceso de 
las víctimas al Fondo de Ayuda, Asistencia 
y Reparación Integral; a las medidas de 
ayuda y asistencia; al establecimiento de 
convenios de coordinación con instancias 
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federales, estatales y municipales, entre 
otros.3

Se aplicaron las técnicas de observación 
no participante de audiencias4 y entre-
vistas semiestructuradas a las asesoras 
jurídicas durante el periodo de octubre 
a noviembre de 2023, en las salas de au-
diencias de juicios orales. La guía de ob-
servación de audiencias se centró en el 
registro sobre cómo intervienen las ase-
soras jurídicas en audiencia, es decir, en 
la situación natural (Flick, 2007, p. 150). Se 
observaron 35 audiencias y se descartaron 
9 quedando un total de 26.5 Por cuestiones 
de permisos de acceso, no fue posible el re-
gistro en tiempo real de todas las observa-
ciones. Al tercer día de ingresar en calidad 
de público a las audiencias, el personal de 
seguridad de la entrada al recinto judicial 
me prohibió el ingreso con cuaderno y 
pluma argumentando que como “público” 
no podía anotar nada. Los siguientes dos 
días tuve que observar la audiencia y salir 
a registrar los datos de memoria. Una ase-
sora jurídica me aconsejó hablar con los 
jueces y juezas y/o con sus auxiliares para 
que autorizaran mi entrada con cuaderno 

3	 Funciones que aparecen en la página de la Comi-
sión Ejecutiva de Atención y Reparación a Víctimas 
del Estado de Morelos. Fecha de consulta: 13 de 
diciembre de 2023. https://morelos.gob.mx/?q=sa-
la-de-prensa/comision-ejecutiva-de-atencion-y-re-
paracion-victimas-del-estado-de-morelos-cearv.

4	 Se accedió a todas las audiencias en calidad de pú-
blico. 

5	 El descarte se debió a que no se pudo completar 
la guía de observación por diferentes motivos: por 
ejemplo, cuando la audiencia se convirtió en priva-
da en casos de feminicidio y delitos contra menores.

y pluma, los cuales accedieron y ensegui-
da dieron la orden. 

Las entrevistas tuvieron como finalidad 
indagar sobre el trabajo y los problemas 
cotidianos a los que se enfrentan las ase-
soras jurídicas durante su intervención en 
audiencias. De igual manera, no fue posi-
ble grabar las entrevistas, primero porque 
se me prohibió la entrada con grabadora 
y después, cuando obtuve la autorización 
para ingresarla, las asesoras jurídicas por 
entrevistar prefirieron no ser grabadas. 
Las participantes tienen entre 1 y 15 años 
de antigüedad en el puesto y su adscrip-
ción es a la fiscalía del estado. Dos de las 
asesoras jurídicas transitaron del sistema 
tradicional al sistema penal acusatorio: 
las asesoras con menor antigüedad men-
cionaron recurrir a ellas cuando tienen 
alguna duda por ser las más experimen-
tadas. Todas las asesoras tienen capacita-
ciones en el Sistema Penal Acusatorio y/o 
Juicios Orales.

La organización territorial de la Fisca-
lía Especializada en Grupos Vulnerables 
comprende tres regiones: Metropolitana, 
Oriente y Sur Poniente. En cada región 
existe una Unidad de Representación So-
cial encargada de brindar el servicio de 
asesoría jurídica a través de tres áreas: a) 
el área de integración de carpetas o etapa 
de investigación; b) juicio oral o etapa de 
judicialización; y c) etapa de ejecución. 
Las cinco asesoras jurídicas de Juicio oral 
o etapa de judicialización en la región me-

https://morelos.gob.mx/?q=sala-de-prensa/comision-ejecutiva-de-atencion-y-reparacion-victimas-del-estado-de-morelos-cearv
https://morelos.gob.mx/?q=sala-de-prensa/comision-ejecutiva-de-atencion-y-reparacion-victimas-del-estado-de-morelos-cearv
https://morelos.gob.mx/?q=sala-de-prensa/comision-ejecutiva-de-atencion-y-reparacion-victimas-del-estado-de-morelos-cearv
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tropolitana6 son las participantes de este 
estudio. Dado que la atención parece tener 
una lógica de especialización por etapas 
del proceso penal, las asesoras participan-
tes no intervienen en etapa de investiga-
ción ni en ejecución, pero atienden todo 
tipo de delitos.

En un día normal, las asesoras jurídicas 
(AJ) llegan a primera hora a las Salas de 
Juicios Orales para acudir a su primera 
audiencia agendada. En la sala de espera 
hay pantallas donde se indican los datos 
de las audiencias como el número de causa 
penal, el nombre del imputado, el número 
de sala y el nombre del o la jueza. Las AJ 
pasan prácticamente todo su horario labo-
ral atendiendo una audiencia tras otra, y 
cuando por diversos motivos no están en 
audiencia (por ejemplo, porque se difirió), 
se quedan en la sala de espera avanzando al-
gún otro pendiente, como un escrito de co-
adyuvancia, hasta su siguiente audiencia.

INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN Y 
COORDINACIÓN CON OTRAS 
INSTITUCIONES DE LA ASESORÍA 
JURÍDICA DE MORELOS

El Poder Judicial es quien notifica del 
nombramiento al área correspondiente 
de la fiscalía especializada, la cual desig-
na a una asesora jurídica con base en un 
rol por turnos. El tiempo de anticipación 
con el que son notificadas sobre su de-

6	 Esta región engloba los municipios con mayor con-
centración poblacional.

signación varía dependiendo del tipo de 
audiencia. En audiencias iniciales como 
“Control de detención”, “Puesta a dispo-
sición” y “Vinculación a proceso”, gene-
ralmente se enteran hasta horas antes de 
la celebración de la audiencia debido al 
término constitucional, mientras que las 
notificaciones para las audiencias subse-
cuentes como “Intermedia” y “Juicio Oral” 
pueden llegar meses antes de la fecha fija-
da para la audiencia. 

En las audiencias iniciales las asesoras 
tienen poca oportunidad de “imponerse”7 
pues, debido a la urgencia no se les “corre 
traslado”.8 Es hasta que acuden a la au-
diencia que el MP les explica brevemen-
te el caso y/o les muestra la carpeta para 
que puedan revisarla en el momento. Ya 
que no tienen un conocimiento previo del 
caso, las AJ escuchan lo que las partes (es 
decir, el MP y la Defensa Pública o Priva-
da [DP]) van vertiendo u omitiendo, toman 
notas de los datos que consideran más im-
portantes dependiendo del objetivo de la 
audiencia, y con base en ello intervienen. 
A este respecto las AJ mencionaron: 

Depende de la audiencia. Si es un con-
trol, pues se trata de declarar de legal la 
detención, así que escuchamos lo que se 
va diciendo sobre el IPH [Informe Poli-

7	 Jerga legal utilizada por las asesoras jurídicas para 
indicar que se ha accedido al expediente y revisado 
su contenido. 

8	 Jerga legal utilizada por las asesoras jurídicas para 
indicar que se ha puesto en conocimiento de la otra 
parte procesal un escrito y/o acto judicial.



R E V I S TA  E S P E C I A L I Z A D A  E N  I N V E S T I G A C I Ó N  J U R Í D I C A

100
UACJ. Revista Especializada en Investigación Jurídica, año 8, núm. 15 (julio-diciembre, 2024). ISSN: 2448-8739

cial Homologado], los datos que nos per-
mitan argumentar de legal la detención; 
Entonces, tú ves cuál es el objetivo de la 
audiencia, escuchas lo que se dice y to-
mas notas de lo que es más importante, 
y con base en eso apoyas para que el MP 
sostenga su acusación.

A diferencia de lo que sucede en audien-
cias iniciales, en intermedias y juicios ora-
les generalmente se les “corre traslado”. 
Esto les permite conocer de los datos de 
prueba ofertados por las partes y consti-
tuirse como coadyuvantes y ofertar prue-
bas para complementar la reparación del 
daño, tales como facturas de gastos fune-
rarios. Aunque es poco frecuente que les 
notifiquen de su asignación poco antes de 
la celebración de una audiencia interme-
dia o de juicio oral, cuando eso sucede las 
AJ recurren a la misma práctica: escuchan 
lo que dicen los MP, los DP, los testigos, los 
peritos, etcétera, identifican datos impor-
tantes y/o faltantes, y con ello construyen 
su intervención. 

Las observaciones de audiencias corro-
boraron lo anterior, pues prácticamente 
en todas se registró algún tipo de inter-
vención, incluso en aquellas donde solo 
pudieron consultar la carpeta momentos 
antes de su inicio. Es decir, ante la falta de 
información, la escucha en audiencia es 
lo que les permite intervenir. No obstan-
te, como se muestra en la siguiente tabla, 
el tipo de intervención más frecuente en 

todas las audiencias fue el de “respaldar lo 
expuesto por el MP”, es decir, manifestar 
estar de acuerdo. 

Tabla 1. Total de audiencias observadas y tipos de 

intervención registradas 

Re
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tó
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Ju
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có

 

N
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o*
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To
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Inicial 6 3 0 0 2 1 12

Intermedia 3 1 0 0 0 0 4

Juicio oral 10 4 1 1 1 0 17

Salida alterna 1 0 0 0 2 3

Total 20 8 1 1 3 3 36

* Respaldó (manifestar estar de acuerdo); Fortaleció (re-
tomar lo mencionado por el MP con nuevos argu-
mentos); Solicitó (hacer una petición al juez); Apor-
tó (dar argumentos que no ha mencionado el MP); 
Justificó (fundamentar lo expuesto).

**Las tres ocasiones en las que las asesoras no intervi-
nieron fueron audiencias que estaban cubriendo. 

*** En total se observaron 26 audiencias: 8 iniciales; 4 
intermedias; 11 juicios orales; y 3 salidas alternas.  

Los juicios orales fueron la audiencia 
con más tipos de intervenciones registra-
das. Aunque “respaldar” sigue siendo la 
intervención más frecuente, en juicios se 
observaron otros tipos de intervención 
como “justificar”, “aportar” y “fortalecer”. 
Lo anterior puede deberse a varios moti-
vos. En primer lugar, los momentos pro-
cesales del juicio oral exigen mayor inter-
vención de todas las partes; en segundo, la 
unidad de asesoría jurídica da prioridad a 
los juicios orales; y, por último, cuando las 
AJ llegan a juicio oral, generalmente han 
acompañado el caso durante las etapas 

Audiencia***

Intervención*
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anteriores, lo que les permite acumular 
más información y por lo tanto tener una 
mayor intervención.

Aunque las AJ reconocen que “constitu-
cionalmente… debemos tener la copia de 
la carpeta” y que cuando tienen oportuni-
dad de “imponerse” llegan a la audiencia 
con mayor conocimiento del caso, hay un 
consenso respecto a que no es indispensa-
ble haber consultado la carpeta para po-
der intervenir: “…no se necesita copia de la 
carpeta… aquí lo importante es saber iden-
tificar lo que se busca en cada audiencia y 
la misma práctica, la misma experiencia 
de entrar todos los días a audiencias, te 
dice qué de lo que se está diciendo es lo 
importante. Es lo bueno de este sistema, la 
oralidad: prevalece la argumentación”. Asi-
mismo, coinciden en que es poco práctico 
e incómodo cargar todos los días durante 
todo el día con las copias de las causas que 
atienden, pues diariamente deben trasla-
darse de su sede en fiscalía a las salas de 
audiencias donde no cuentan con un es-
pacio físico donde puedan dejarlas.

En cuanto a la relación con el MP, en ge-
neral es percibida como de equipo, pues 
consideran que persiguen el mismo ob-
jetivo; que se haga justicia y que se logre 
la reparación del daño. Esto tiene sentido 
puesto que ambos pertenecen a la misma 
institución. No obstante, las AJ menciona-
ron que, aunque es la excepción, “hay MP 
que se creen mucho… lo notas cuando lle-
gan y se extienden en el escritorio y ahí te 

dejan a ti en un rincón”. El momento de 
mayor comunicación con el MP suele ser 
en etapa intermedia, pues al momento de 
elaborar el escrito de coadyuvancia acuer-
dan si hay que agregar algo que no se in-
corporó en la acusación, o si se va a corre-
gir algún error u omisión del MP. Dado que 
las AJ no participan en la etapa de investi-
gación solo pueden apoyar la acusación y 
la teoría del caso del MP; “tú puedes darles 
sugerencias, pero finalmente son ellos los 
que deciden como responsables de la in-
vestigación”. Una asesora mencionó que 
“...en audiencia, nosotras ya sabemos cuá-
les son los MP poco hábiles, y pues ahí es 
cuando debemos hacernos cargo para po-
der salvar el caso”. La única situación en 
que no se trabaja como equipo es cuando 
deben presentar auxilios judiciales para 
hacer valer la inconformidad de la vícti-
ma sobre alguna decisión del MP. 

RECURSOS EN LA ASESORÍA 
JURÍDICA DE MORELOS

Dado que la Unidad de Representación 
Social exhorta, en la medida de lo posible, 
que ninguna audiencia quede sin asesor 
jurídico, las AJ atienden prácticamente 
todas las audiencias penales de la región 
metropolitana del estado. Esto trae como 
consecuencia que frecuentemente las au-
diencias se empalmen, por lo que las AJ 
han tenido que implementar un rol de 
turnos para “cubrir audiencias”. Cuando a 
las AJ se les juntan dos audiencias una co-
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lega asignada acude como suplente a una 
de ellas. No obstante, el exceso de traba-
jo hace que esta medida sea insuficiente, 
por lo que también es frecuente que los 
jueces, conscientes de estas condiciones, 
retrasen unos minutos el inicio de la au-
diencia en espera de que las AJ concluyan 
la que están atendiendo. Una AJ mencionó 
que antes las multaban por no acudir a au-
diencia, por lo que en la actualidad prácti-
camente todas las audiencias cuentan con 
un asesor, ya sea de la fiscalía especializa-
da, del Centro de Justicia para las Mujeres, 
o privado.

Para minimizar el impacto de que la au-
diencia sea atendida por una suplente, las 
AJ piden el apoyo en aquellas audiencias 
que de antemano saben que se van a dife-
rir, lo que les permite acudir como titula-
res a los casos más complejos. Las AJ tie-
nen conocimiento del diferimiento antes 
de la celebración de la audiencia gracias a 
la comunicación constante e informal que 
existe entre los distintos operadores. Una 
AJ refirió “como nos vemos diario aquí ya 
nos conocemos, pues [la comunicación en-
tre todos los operadores] ya es una rutina”. 
Esta comunicación dota de información 
importante que reduce la incertidumbre 
respecto a la decisión sobre a qué audien-
cia mandar el apoyo. Tanto las entrevistas 
como la observación de audiencias con-
firmaron que la comunicación informal 

es un elemento esencial para el trabajo de 
las AJ.9

En los casos donde ninguna audiencia 
se difiere, las AJ deciden a cuál mandar 
el apoyo con base en la complejidad del 
caso, es decir, evalúan la etapa en la que 
se encuentra, si se desahogarán pruebas, 
el tiempo que estiman durará la audien-
cia, quién será el juez a cargo, y el tipo de 
delito: “pues no es lo mismo uno de patri-
moniales que se puede arreglar ahí mismo 
que un feminicidio”. Naturalmente, cuan-
do entran como titulares tienen mayor co-
nocimiento y por lo tanto mayores posibi-
lidades de intervenir adecuadamente.

De nuevo, cuando las asesoras cubren 
una audiencia entran a escuchar, anotar 
lo más importante e intervenir, aun cuan-
do la titular les brinda la información per-
tinente. Lógicamente, cubrir audiencias se 
suma a la carga de trabajo de por sí excesi-
va. Cada asesora atiende aproximadamen-
te de 20 a 30 audiencias a la semana como 
titular, y de 4 a 6 como suplente. Esto sin 
contar otras actividades que deben reali-
zar como elaborar escritos de coadyuvan-
cia, apelaciones, amparos directos, ampa-
ros indirectos, recursos de revisión, entre 
otros. Las AJ aseguran que el salario que 
perciben no se ajusta a la carga de trabajo: 
“son muchos los asuntos que atendemos 
para la remuneración que recibimos”.

9	 Es muy común que las AJ mantengan comunica-
ción con los fiscales, defensores públicos y jueces, 
antes y después de la celebración de las audiencias. 
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CAPACIDAD OPERATIVA EN LA 
ASESORÍA JURÍDICA DE MORELOS

Actualmente no se cuenta con datos ofi-
ciales sobre la carga de trabajo de las ase-
soras jurídicas en el estado. En 2023, Mo-
relos no reportó datos sobre el ejercicio de 
la función de asesoría jurídica en la enti-
dad ni en el Censo Nacional de Gobiernos 
Estatales (CNGE) ni en el Censo Nacional 
de Procuración de Justicia Estatal (CNP-
JE). Las AJ aseguraron que semanalmente 
entregan un reporte con los datos de las 
causas atendidas y las notificaciones reci-
bidas, sin embargo, no existe ningún tipo 
de mecanismo de control para su desem-
peño: “para el MP sí hay; la Visitaduría está 
revisando constantemente sus casos. A 
nosotros no, y es que también son muchos 
casos, no sería posible ¿quién va a estar de-
dicándose a eso? Solo nos piden que suba-
mos datos de cada audiencia, como sexo 
de la víctima; si se fue a juicio, etcétera”.

Además de lo mencionado en las entre-
vistas, existen algunos datos estadísticos 
que nos permiten aproximarnos a la reali-
dad de la carga de trabajo de las AJ en Mo-
relos. De acuerdo con el SESNSP, para el 
2023 la entidad reportó 7272 víctimas del 
fuero común en carpetas de investigación 
iniciadas, de las cuales 6678 fueron vícti-
mas de delitos como homicidio y femini-
cidio. Por otro lado, el Modelo de Evalua-
ción y Seguimiento de la Consolidación 
del Sistema de Justicia Penal registró para 

Morelos, con fecha de corte de diciembre 
de 2023, 2815 procedimientos en trámite, 
es decir, sobre los cuales el Juez de Control 
y el Tribunal de Enjuiciamiento no han 
decidido alguna resolución que suspenda 
o ponga fin al procedimiento. Esto supone 
que está pendiente la celebración de, por 
lo menos, una audiencia por cada proce-
dimiento en trámite. Dado que la asesoría 
jurídica del estado ha establecido que toda 
audiencia debe contar, en la medida de lo 
posible, con un asesor jurídico, se entien-
de que estos tienen, aproximadamente, 
2815 audiencias por atender correspon-
dientes al 2023.  

Lógicamente, la carga de trabajo de las 
AJ impacta directamente en el tiempo que 
pueden dedicar a cada una de las víctimas. 
Ya que el Poder Judicial es quien notifica a 
la víctima sobre la fecha y hora de las au-
diencias iniciales, solo en los casos en que 
las víctimas acuden a estas las AJ tienen 
oportunidad de acercarse para explicarles 
las siguientes etapas y resolver dudas. Es 
en audiencia intermedia donde formal-
mente se ponen en contacto con la vícti-
ma para recabar lo que hace falta y firmar 
el escrito de coadyuvancia. En juicio oral, 
suelen explicarles en qué consiste el inte-
rrogatorio y demás momentos procesales 
y técnicas propias de esta audiencia. La 
carga de trabajo les impide “andar detrás 
de las víctimas” recordándoles, por ejem-
plo, entregar ciertos documentos para po-
der calcular la reparación del daño: “He-
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mos tenido que sobrevivir a la carga de 
trabajo: atendemos lo humanamente posi-
ble”. Por ello, el interés de las víctimas en 
colaborar se vuelve fundamental para la 
resolución de su caso. Sin embargo, las AJ 
reconocen que con frecuencia las víctimas 
abandonan sus casos no por falta de inte-
rés, sino por falta de recursos económicos, 
pues muchas no pueden cubrir los gastos 
que generan este tipo de procesos como, 
por ejemplo, trasladarse a los juzgados. 

CONCLUSIONES

Hasta ahora, los trabajos sobre el papel de 
los asesores jurídicos en el procedimiento 
penal han respondido a una perspectiva 
normativa, interesada más en describir 
cómo deberían actuar que en conocer 
cómo actúan realmente en su cotidiani-
dad. Bajo los supuestos de la racionalidad 
limitada, este artículo planteó que la ac-
tuación de las asesoras jurídicas de la re-
gión metropolitana del estado de Morelos 
se ve influenciada por la asimetría institu-
cional como un factor externo.

En los límites del presente estudio de 
caso, se concluye que la asimetría institu-
cional afecta la intervención de las aseso-
ras jurídicas en audiencias dado que, para 
hacer frente a la carencia de recursos —
principalmente humanos—, la carga de 
trabajo y las condiciones de desigualdad 
en el acceso a la información y/o carpeta, 
han tenido que desarrollar prácticas como 
cubrir audiencias y escuchar —la infor-

mación vertida durante la audiencia—, 
anotar e intervenir.

Lo anterior ha llevado al consenso entre 
las asesoras respecto a que no es indispen-
sable consultar previamente la carpeta 
para poder intervenir, e incluso conside-
ran poco práctico e incómodo tener que 
cargar con todas las copias de las carpe-
tas. Es posible que obtener información al 
momento o poco antes del desahogo de la 
audiencia sea percibido por las asesoras 
como una práctica “suficientemente bue-
na”, en la medida en que ahorrar tiempo 
y esfuerzos es fundamental bajo condicio-
nes de desigualdad institucional. 

No obstante, en términos de raciona-
lidad limitada, el no acceso a la carpeta 
supone menor cantidad de información y 
tiempo y, por lo tanto, mayor incertidum-
bre. Es decir, las AJ deben fiarse de su capa-
cidad de escucha, de elegir y calcular entre 
una gran cantidad de información vertida 
en audiencia cuál será de utilidad; todo en 
un tiempo muy limitado debido a las ca-
racterísticas del debate oral. Hay que re-
cordar que a menor flujo de información 
aumentan los niveles de incertidumbre en 
la toma de decisiones y disminuye la capa-
cidad de negociación, lo que a su vez en-
crudece las asimetrías entre actores que 
pueden llevar a prácticas que ya no prote-
jan los intereses y derechos de las partes.

En este sentido, el problema surge cuan-
do esas prácticas implementadas para 
hacer frente a la asimetría institucional 
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descuidan los intereses de las víctimas. La 
práctica de escuchar, anotar e intervenir 
no solo limita las posibilidades de inter-
vención del asesor jurídico en igualdad de 
condiciones (CNPP, art. 110), sino que redu-
ce las oportunidades de hacer efectivos los 
derechos de las víctimas y, de cierto modo, 
perpetúa la violación al derecho funda-
mental de obtener copia gratuita de los re-
gistros de la investigación durante todo el 
procedimiento (CNPP, art. 109, fracc. XXII; 
LGV, art. 12, fracc. IX).

Asimismo, al estar adscritas a la misma 
institución que el ministerio público, se 
favorecen prácticas de dependencia ope-
rativa (no confundirse con independencia 
técnica) como consultar las carpetas por 
conducto del MP y apoyar la acusación y 
la teoría del caso del MP en audiencias. 
Esto último, en parte también, porque la 
gestión operativa de la asesoría jurídica 
tiene una lógica de especialización por eta-
pas, que no permite que las asesoras que 
intervienen en judicialización participen 
en otras etapas, como la de investigación. 
Aquí conviene recordar que cuando un 
abogado está a cargo de un caso de prin-
cipio a fin, adquiere mayor conocimiento 
de todos los aspectos, lo que hace más pro-
bable una adecuada resolución para su re-
presentado (Gordon y Huber, 2009, p. 151).

Por otro lado, la falta de datos sobre la 
situación de la asesoría y representación 
de víctimas supone, por un lado, no contar 
con los insumos necesarios para realizar 

una evaluación y diseñar una planeación 
que permitan mejorar el servicio en la 
entidad, y por el otro, fomenta la confu-
sión entre las funciones y facultades de 
los asesores jurídicos adscritos a la comi-
sión estatal y los adscritos a la fiscalía es-
pecializada. Cabe subrayar que, durante 
las entrevistas, las AJ aseguraron que no 
conocen ni han tenido contacto con los 
asesores jurídicos de la comisión estatal, y 
que únicamente se les envía el oficio para 
que puedan tramitar el acceso al Fondo de 
Ayuda. Evidentemente, esta falta de comu-
nicación juega en detrimento de los inte-
reses de las víctimas. 

El análisis que aquí se propone busca 
abrir la discusión hacia modelos de ase-
soría jurídica estatal más sostenibles y 
capaces de afrontar la tendencia del siste-
ma a mantener una asimetría institucio-
nal, pero consecuentes con la protección 
efectiva de los derechos de las víctimas. Se 
considera  que los supuestos de la racio-
nalidad limitada serían de gran beneficio 
al momento de diseñar e implementar 
políticas públicas en materia de asesoría 
jurídica penal, pues obligan a abandonar 
la imagen idealizada de la aplicación “óp-
tima y racional” de la ley y la justicia, y en 
su lugar, se tomaría en cuenta desde un 
principio que los asesores jurídicos, como 
cualquier actor, se decidirán por cursos de 
acción “suficientemente buenos” en fun-
ción de las limitaciones tanto internas o 
cognitivas como externas o del ambiente.
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Finalmente, es importante subrayar que, 
dado que el caso de estudio se circunscri-
bió al servicio de asesoría jurídica brinda-
da en la región metropolitana del estado, 
es conveniente replicar el estudio las re-
giones oriente y surponiente para com-
probar hasta qué punto los resultados son 
transferibles a la asesoría jurídica de todo 
el estado.
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Drones agrícolas y plaguicidas: regulación de la pulverización 
aérea en México

Agricultural drones and pesticides: Crop dusting aerial 
regulations in Mexico

RESUMEN
Este artículo analiza la regulación de la pulverización aérea de plaguicidas en México mediante el uso de 

aeronaves no tripuladas, así como sus áreas de oportunidad y posibles impactos, desde una perspectiva 

jurídica. En esta investigación se utilizaron la metodología cualitativa y los métodos deductivo y analíti-

co-sintético para identificar algunos drones empleados en el sector agrícola y sus características, y analizar 

la regulación de los drones y la pulverización aérea de plaguicidas en México. Dentro de los resultados, la 

ausencia de regulación puede dar lugar a responsabilidades jurídicas. Asimismo, se identificaron algunos re-

tos ante la ausencia de regulación. La limitación del estudio radicó en la regulación de los drones dado que se 

ubica en aspectos aeronáuticos mas no ambientales; además de que en la Norma Oficial Mexicana se ubicó 

una ambigüedad que da cabida a la interpretación de responsabilidades. En lo que respecta a la originalidad, 

se busca demostrar que, pese a la regulación de drones, esta no es suficiente para considerar los aspectos 

ambientales de la pulverización aérea de plaguicidas, por lo que se requiere una regulación integral entre 

varias autoridades competentes en la materia. En conclusión, la regulación de los drones agrícolas requiere 

de una perspectiva integral con la finalidad de salvaguardar los derechos de las personas.

Palabras clave: drones agrícolas, plaguicidas, pulverización aérea, regulación, desarrollo sustentable.
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ABSTRACT
This article examines mexican regulation of pesticide dusting by 

means of unmanned aerial vehicles, as well as areas of opportuni-

ty and potential impact from a legal perspective. As part of the re-

search, qualitative methodology and deductive and analytical-syn-

thetic methods were used to identify some of the drones used in the 

agricultural sector and their characteristics are discussed and regu-

lations on the use of drones and pesticide dusting are also analyzed 

in Mexico. The results show that the lack of regulation may lead 

to legal liability. At the same time, certain issues arising from this 

lack of regulation were identified. The study was constrained by the 

fact that regulations on the use of drones fall under aeronautical ra-

ther than environmental concerns. Moreover, the Official Mexican 

Standard leaves room for an ambiguous interpretation of liability. 

The originality of this paper lies in its intent to demonstrate that, 

regardless of drone regulation, it fails to consider the environmen-

tal issues of pesticide dusting. For this reason, comprehensive re-

gulation among the various competent authorities is required. In 

conclusion, legislation concerning agricultural drones requires a 

comprehensive approach, making it possible to safeguard people’s 

rights better.

Keywords: agricultural drones, pesticides, crop dusting aerial, re-

gulations, sustainable development.

INTRODUCCIÓN

D
urante años, la seguridad alimentaria ha 
sido una de las preocupaciones de los Es-
tados dado que la producción de los ali-
mentos depende no solo de la alimenta-
ción de la sociedad, sino también la salud 

y el cuidado al medioambiente. Dicho de otra manera, 
la seguridad alimentaria se alcanza cuando las personas 
pueden acceder a los alimentos en cualquier momento 
y, que sean asequibles, seguros y nutritivos para satis-
facer las necesidades alimentarias.  Asimismo, se con-
forma de cinco dimensiones: disponibilidad, acceso, 
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utilización (valor nutricional y calidad), 
estabilidad y sostenibilidad de los alimen-
tos (Programa Especial para la Seguridad 
Alimentaria-PESA-Centroamérica y Pro-
yecto Food Facility Honduras, 2011, pp. 2 y 
4; Medina Rey, et al., 2021, pp. 4 y 5).

De tal manera que se han empleado di-
versas tecnologías para coadyuvar en 
el aumento de la productividad y rendi-
miento del sector agroalimentario como 
el desarrollo y uso de plaguicidas o de los 
organismos genéticamente modificados. 
Adicionalmente, un momento clave para 
la agricultura se ubica en la Cumbre Mun-
dial sobre la Sociedad de la Información 
en Ginebra y Túnez (2003 y 2005, res-
pectivamente), dado que se reconoció la 
relevancia de las Tecnologías de la Infor-
mación y Comunicación (TIC) para contri-
buir en el cumplimiento de los Objetivos 
del Desarrollo Sostenible, anteriormente 
conocidos como Objetivos del Desarrollo 
del Milenio (Naciones Unidas y Unión In-
ternacional de Telecomunicaciones [UN y 
UIT], 2004, p. 12).

Bajo el mismo tenor, una de las líneas del 
Plan de Acción de la Cumbre de la Socie-
dad de la Información radicó en la cibera-
gricultura, con la finalidad de aumentar la 
productividad de alimentos y coadyuvar 
en la lucha contra el hambre en el mundo; 
y así alcanzar uno de los objetivos estable-
cidos en la Agenda 2030 para el desarrollo 
sostenible: Objetivo 2. Hambre cero (Sus-

tainable Development Goal, 2017, y; UN y 
UIT, 2004, p.12).

En consecuencia, en el sector agrícola se 
han introducido diversas tecnologías para 
mejorar la forma de producción median-
te la precisión del uso y aprovechamien-
to sustentable de los recursos naturales e 
insumos, bajo el propósito de mitigar los 
efectos del cambio climático y optimizar 
los procesos productivos a través de las 
tecnologías como inteligencia artificial, 
aeronaves no tripuladas, blockchain, robó-
tica, big data, internet de las cosas, entre 
otras (Melgar, 2018, p. 34). 

En lo que respecta al uso de las aerona-
ves no tripuladas (también llamados dro-
nes), existe una situación jurídica en el 
Estado mexicano derivado de su empleo 
en la agricultura para la pulverización aé-
rea de plaguicidas en los cultivos, puesto 
que varias compañías ofrecen servicios y 
productos a través de sus sitios web para 
realizar tal actividad, e incluso la capaci-
tación para su uso.

No obstante, en materia de seguridad 
alimentaria se destacan dos dimensiones 
relacionas con la utilización, en lo que res-
pecta a la calidad y sostenibilidad del ali-
mento. Esto debido a que el uso de los pla-
guicidas puede tener un efecto adverso en 
el medioambiente, como en  la  contami-
nación del suelo y cuerpos de agua, y daño 
a la salud por el riesgo químico de plagui-
cidas en materia de inocuidad alimentaria 
(Carro Díaz y González Gómez, 2012) y ante 
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la exposición de esta sustancia que cause 
enfermedades como endócrinas, cáncer, 
problemas reproductivos, muerte, entre 
otras (Albert y Viveros Ruiz, 2018, pp. 87-
193; Bejarano González, 2017, pp. 22, 23, 25 
y 26; Comisión Federal para la Protección 
contra Riesgos Sanitarios [Cofepris], s. f.). 
Por lo que se requiere de buenas prácticas 
agrícolas que sean sostenibles para miti-
gar los riesgos.  

Por ende, el objetivo de esta investiga-
ción es analizar la regulación de la pulve-
rización aérea de plaguicidas en México, 
mediante el uso de aeronaves no tripula-
das, así como sus áreas de oportunidad y 
posibles impactos, desde una perspectiva 
jurídica. Para ello, a partir de la metodo-
logía cualitativa, se empleó el método 
deductivo dado que se analizará la legis-
lación internacional y la mexicana en 
materia de drones, pulverización aérea de 
plaguicidas; así como la revisión de la li-
teratura especializada. De igual forma, se 
utilizó el método analítico-sintético pues 
se identificará si en el derecho interno 
existe un marco normativo que pueda sal-
vaguardar los derechos de los campesinos 
y población en general. En lo que respecta 
a las técnicas, se empleará la investigación 
documental a partir del análisis de la le-
gislación tanto nacional como internacio-
nal, principalmente, en materia de drones 
y pulverización aérea de plaguicidas. 

En ese sentido, brevemente se exponen 
algunos de los drones agrícolas que pue-

den ser empleados para dicha actividad; 
posteriormente se identifican los marcos 
regulatorios en materia de drones y de 
pulverización área de plaguicidas. Final-
mente, se reflexiona sobre algunos retos 
jurídicos en materia de pulverización aé-
rea de plaguicidas mediante el uso de dro-
nes en México.

DRONES AGRÍCOLAS EMPLEADOS 
PARA LA PULVERIZACIÓN DE 
PLAGUICIDAS

En el Estado mexicano varias empresas 
ofrecen servicios y productos (vg. venta, 
soporte técnico, capacitaciones), a través 
de su sitio web, para fumigar cultivos agrí-
colas mediante el uso de naves no tripula-
das (drones). De tal manera que se identi-
ficó la marca DJI, la cual ha desarrollado 
diversos modelos de drones empleados en 
el sector agrícola como el modelo Agras 
(vg. T10, T20, T30 y T40, entre otros). A 
continuación se presentan algunas carac-
terísticas de los referidos drones (Tabla 1):
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Tabla 1 Algunas características de los drones agrícolas

Características Agras T10 Agras T20/P Agras T30 Agras T40

Tamaño de tanque 10 litros 20 litros 30 litros 40 litros

Peso total 13 kg (sin batería) 21.1 - 26kg (sin bate-
ría)

32 kg (con batería) 

26.4 kg (sin batería) 38 kg (sin batería) 
50 kg (con batería)

Peso de despegue para rociar 
(a nivel del mar)

24.8 kg [1] 47.5- 52 kg 66.5 kg 90 kg 

Peso de despegue para esparci-
do (cerca del nivel del mar)

No especifica 58 kg 78 kg 101 kg 

Anchura efectiva máxima 
de rociado (cobertura 

del rociado)

3-5.5m (4 boquillas, a 
una altura de 1.5-3m 

por encima de los cul-
tivos)

4-7m (ocho boquillas, 
a una altura de 2-3m 

por encima de los 
cultivos)

4-9m (12 boquillas, a 
una altitud de 1.5-
3m por encima de 

los cultivos)

11m (a una altura de 
2.5m por encima de los 
cultivos y a una veloci-
dad de vuelo de 7 m/s)

Tamaño de las gotas XR11001VS: 130-250 µm
XR110015VS: 

170-265 µm; XR-
11002VS:190-300 µm 

(en función del entorno 
de funcionamiento y 
de la velocidad de ro-

ciado).

XR11001VS: 130-250 
µm

XR110015VS: 
170-265 µm; XR-

11002VS:190-300 µm 
(en función del entor-
no de funcionamien-

to y de la velocidad de 
rociado).

XR11001VS: 130-250 
µm

XR110015VS: 170-
265 µm (en función 

del entorno de 
funcionamiento y 
de la velocidad de 

rociado).

50-300 µm

Consideraciones sobre uso de 
pesticidas

Si 

Rango de esparcido 5-7 m [2]. 4 a 6 metros (para el 
sistema de esparcido 
1.0) o de 5 a 7 metros 
(para el sistema de 
esparcido 2.0). [3]

5-7 m [2]. 5-7 m [2].

Almacenamiento y uso de 
datos  

Revisión periódica de aviso de privacidad; ingreso de datos como telemetría de vuelo (vg. ve-
locidad, altitud, vida de batería e información sobre el estabilizador y la cámara) y registro de 

operaciones.

Fuente: elaboración propia a partir de DJI, 2023b, pp. 73 y 76-78; DJI, 2022c, pp. 62 y 64-70; DJI, 2023a, pp. 
28 y 89; DJI, 2022b, pp. 71-73; DJI, 2021a, pp. 47, 50, 51, 54 y 56; DJI, 2021d, pp. 56-59; DJI, 2021e, p. 72. DJI, 2020a, 
pp. 83-85; DJI, 2020d, p. 71; DJI, 2021c, pp. 53, 56-61; DJI, 2020b, pp. 52-55; DJI, 2022a, pp. 71-73; DJI,2021b, pp. 

2, 53- 58).2

2	 Nota: [1] En el Manual de Usuario no especifica si el “peso máximo de despegue” es para rociar o esparcir; sin embar-
go, en el rubro de “tiempo en vuelo estacionario” indica el peso de despegue entre 16.8 a 24.8 kg, pero sin señalar si 
es para rociar o esparcir (DJI, 2021b, p. 56). [2] En lo que respecta al rango de esparcido (para los Agras T10, 30 y 40), 
se señala lo siguiente: “Varía según el diámetro del material, la velocidad rotatoria del disco de rotación, el tamaño 
de salida de la tolva y la altitud de vuelo. Para lograr unas prestaciones óptimas, se recomienda ajustar las variables 
pertinentes de modo que se obtenga un alcance de esparcido […]” (DJI, 2021e, p. 72; DJI, 2023a, p. 89). [3] En lo que 
respecta al rango de esparcido (para el Agras T20/P), se señala lo siguiente: “Varía según el diámetro del material, la 
velocidad rotatoria del disco de rotación, el tamaño de salida de la tolva y la altitud de vuelo. Para un mejor rendi-
miento operativo, se recomienda ajustar las variables correspondientes para lograr un rango de esparcido […]” (DJI, 
2020c, p. 71).
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En la Tabla 1 se destacaron algunas ca-
racterísticas, conforme al objeto de estu-
dio; por ejemplo, el peso de despegue, el 
cual es definido como: “[…] el máximo peso 
de una aeronave con el cual puede despe-
gar, incluyendo batería, gimbal, cámara 
y/o sensores” (NOM-107-SCT3-2019, que 
establece los requerimientos para operar 
un sistema de aeronave pilotada a distan-
cia (RPAS) en el espacio aéreo mexicano 
[NOM-107-SCT3-2019], punto 3.43). Dicho 
dato indicará la clasificación del dron y, 
por ende, los requisitos que debe cumplir 
para operar en el espacio aéreo mexicano.

Además, se considera la pulverización 
área de plaguicidas en tales aparatos y se 
especifica su rango de rociado y que esto 
puede depender de las condiciones cli-
máticas del lugar (véase Tabla 1). En ese 
sentido, se establecen algunas recomen-
daciones de seguridad de vuelo cuando se 
utilizan plaguicidas y cómo seguir las in-
dicaciones del pesticida; durante la opera-
ción no se debe comprometer la seguridad 
tanto de las personas como de los anima-
les y medioambiente; uso de ropa protec-
tora; no contaminar cuerpos de agua, en-
tre otros (DJI, 2022a, p. 64; DJI, 2020a, p. 
76; DJI, 2022b, p. 64; DJI, 2023b, p. 73; DJI, 
2021a; DJI, 2021c; DJI, 2021, y; DJI, 2022c).

ASPECTOS GENERALES DE LA 
REGULACIÓN DE LAS AERONAVES NO 
TRIPULADAS: DE LO INTERNACIONAL 
A LO NACIONAL

Anteriormente se ha comentado que las 
aeronaves no tripuladas pueden ser lla-
madas drones; sin embargo, en los trata-
dos u organismos internacionales o na-
cionales se les puede denominar de otra 
forma, como vehículos aéreos no tripu-
lados (VANT); unmanned aerial vehicles 
(UAV); remotely piloted aircraft systems 
(RPAS) o unmanned aerial systems (UAS). 
De tal manera que en esta sección se em-
plearán dichos términos dependiendo de 
lo establecido en el ámbito internacional 
o nacional (mexicano). 

En el ámbito internacional, la Organi-
zación de la Aviación Civil Internacional 
(OACI) es el organismo internacional en-
cargado de coadyuvar en la armoniza-
ción de criterios para la regulación de la 
aeronave no tripulada (UA) y la aeronave 
pilotada a distancia (RPA, por sus siglas 
en inglés) entre los Estados a través de re-
uniones. Uno de estos ha sido en materia 
de drones, puesto que el criterio no solo 
radica en el peso del aparato, sino que se 
debe considerar la operación que reali-
zará como las condiciones que empleará 
dicha tecnología. Además de señalar la 
pertinencia de proponer normas de segu-
ridad sobre las actividades comerciales 
y no comerciales, clasificadas en tres ca-
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tegorías: abierta, específica y certificada 
(OACI, 2021, puntos 2.1, 2.2 y 2.3).

Asimismo, la OACI señala que la defini-
ción de aeronaves no tripuladas es amplia 
dado que incluye todos los UAS/RPAS sin 
importar el tamaño ni su finalidad como 
recreación, seguridad u operativas (OACI, 
2021, punto 1.1). En este sentido, se define 
a la UA como una “aeronave destinada a 
volar sin piloto a bordo y que se controla 
a distancia y plenamente desde otro lugar 
(tierra, otra aeronave, espacio) o que ha 
sido programada para realizar su vuelo 
sin intervención” (OAIC, s. f.). En lo que 
corresponde a la RPA (también denomina-
dos drones), es una “aeronave no tripulada 
que es pilotada desde una estación de pilo-
taje a distancia” (OAIC, s. f.).

La diferencia entre una UA y RPA radi-
ca entre el tipo de aeronave y sus capaci-
dades. Es decir, una RPA cumple con re-
quisitos de equipamiento operacional y 
certificaciones aplicables para aeronaves 
tripuladas que operan en el espacio aéreo. 
Mientras que una UA no puede cumplir 
con lo anteriormente mencionado, pero 
“[…] pueden ser integradas en el espacio 
aéreo con la debida consideración dado 
el riesgo que representan para otras aero-
naves, personas y propiedades en tierra” 
(OAIC, s. f.).

Adicionalmente, el Convenio sobre Avia-
ción Civil Internacional de 1944, en su ar-
tículo 8, estipula que se requiere de auto-
rización por parte del Estado contratante 

para que las aeronaves sin piloto puedan 
transitar dentro del espacio aéreo con la 
finalidad de evitar alguna forma de peli-
gro para las aeronaves civiles. 

En lo que respecta al Estado mexicano, 
la Secretaría de Infraestructura, Comu-
nicaciones y Transportes (SICT, anterior-
mente Secretaría de Comunicaciones y 
Transportes, SCT), en específico la Direc-
ción General de Aeronáutica Civil (DGAC), 
es la autoridad competente para regular 
los vehículos aéreos no tripulados (VANT), 
acorde con lo establecido en el artículo 2o, 
fracción XVI, relacionado al artículo 21, 
ambos, del Reglamento Interno de la Se-
cretaría de Comunicaciones y Transporte 
(RISCT) de 2009.

Bajo el mismo tenor, el marco regulato-
rio de los drones se constituye por la Ley 
de Aviación Civil de 1995 (LAC). Además de 
las leyes supletorias como Ley de Vías Ge-
nerales de Comunicación; Ley General de 
Bienes Nacionales; Ley Federal de Procedi-
miento Administrativo; Código de Comer-
cio; Código Civil Federal, y; Código Federal 
de Procedimientos Civiles.

En México, las “aeronaves no tripuladas” 
son definidas como “Aeronave destinada a 
volar sin piloto a bordo” (artículo 2º, frac-
ción V, de la LAC). Sin embargo, en dicho 
artículo también se conceptualiza a la “ae-
ronave autónoma” como “aeronave no tri-
pulada que no permite la intervención del 
piloto en la gestión del vuelo” (artículo 2º, 
fracción IV, de la LAC). A mayor abunda-
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miento, el artículo 5º de la LAC clasifica las 
aeronaves mexicanas (AMx): a) en civiles y 
b) de Estado. A su vez, cada una se subdivi-
den en otras categorías: las AMx civiles se 
catalogan como de servicio al público, y; 
privadas. Mientras que las AMx de Estado 
se pueden subclasificar en las de propie-
dad o uso de la Federación distintas de las 
militares, y las militares.

En ese sentido, los drones agrícolas se 
pueden catalogar como aeronaves civiles 
privadas, ya que se definen como “las uti-
lizadas para usos comerciales diferentes 
al servicio al público o para el transporte 
particular sin fines de lucro, y aquellas 
cuyo fin expreso sea la experimentación, 
acrobacia, exhibición y las que por su na-
turaleza sean de colección” (artículo 5º, 
fracción I, inciso b, de la LAC).

Para 2019, se publicó en el Diario Oficial 
de la Federación la NOM-107-SCT3-2019, 
la cual aclara la ambigüedad existente en 
la LAC, dado que ubica a las aeronaves no 
tripuladas con una definición amplia que 
incluye a las aeronaves autónomas, así 
como a los aeromodelos, globos libres no 
tripulados y los RPAS. Además, la referida 
NOM clasifica a las RPAS de la siguiente 
manera (Tabla 2): 

Tabla 2. Clasificación de Sistemas de aeronaves 

pilotadas a distancia

CLASIFICACIÓN DE SISTEMAS DE AERONAVES 
PILOTADAS A DISTANCIA

PESO MÁXIMO DE 
DESPEGUE USO

Cumplimien-
to al

Numeral de 
la presente 
Norma Ofi-

cial Mexicana

Igual o 
menor a 

2 kg 

RPAS 
Micro

Recreativo 4.10, 4.11 y 5.1 

Privado No 
comercial o
Comercial

4.10, 4.11, 5.1, 
5.2 y 8*

Mayor a 
2 kg

y hasta 25 
kg

RPAS 
Pequeño

Recreativo 4.10, 4.11 y 6.1

Privado No 
comercial o
Comercial

4.10, 4.11, 6.2 
y 8*

Mayor a
25 kg

RPAS 
Grande

Recreativo 4.10, 4.11 y 7.1

Privado No 
comercial o
Comercial

4.10, 4.11, 7.2 
y 8*

* El numeral 8 solo es aplicable cuando se requiera 
realizar operaciones especiales. 

Fuente: Tomado de la NOM-107-SCT3-2019, punto 

4.9.

De acuerdo con lo anteriormente men-
cionado en la Tabla 1, los drones agrícolas 
pueden tener un peso de despegue desde 
los 24.8 kg a los 90 kg; por lo que se pueden 
clasificar como RPAS pequeño o grande 
dependiendo del modelo Agras (véase Ta-
bla 2). A continuación, se hace una breve 
descripción de algunos criterios del RPAS 
establecidos en la NOM-107-SCT3-2019, los 
cuales son los siguientes:  

A) Algunos aspectos generales que se con-
sideran en RPAS, establecidos dentro 
del punto 4.10, son: a) la distancia que 
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debe haber para operar el dron del ae-
ródromo, helipuerto, de conformidad 
con los puntos 4.10.1 y 4.10.2; así como 
las áreas prohibidas, restringidas o pe-
ligrosas, establecidas en la Publicación 
de Información Aeronáutica (PIA/AIP), 
Sección ENR 5.1, según el punto 4.10.5; 
b) no soltar y/o tirar objetos o materia-
les que puedan ser dañinos para alguna 
persona o propiedad, en relación con 
el punto 4.10.3; c) no transportar mer-
cancías peligrosas y/o sustancias pro-
hibidas, en concordancia con el punto 
4.10.7. Dentro de las responsabilidades 
del operador y/o del piloto se encuen-
tran especificadas en el punto 4.11 de la 
referida NOM, tales como (Tabla 3): 

Tabla 3 Responsabilidades del operador y/o piloto 

del RPAS

Responsabilidades Operador Piloto

Responsable de su operación, 
uso y en caso de incidente o 

accidente, de los daños y/o lesio-
nes causados por la misma.

X X

Responsable del uso que se dé a 
la información obtenida duran-
te la operación de la aeronave.

X

Responsable de respetar todas 
las Leyes, Reglamentos y Nor-
mas de índole Federal o Local, 

relacionadas con Seguridad 
Nacional, Seguridad Pública, 

protección de la privacidad, pro-
piedad intelectual, entre otras.

X X

No debe operar la RPA en estado 
de ebriedad o bajo los efectos de 
estupefacientes, psicotrópicos o 

enervantes.

X

Fuente: elaboración propia basado en la NOM-
107-SCT3-2019, punto 4.11).

B) RPAS pequeño (privado no comercial o co-
mercial. Además de los aspectos genera-
les de los puntos 4.10 y 4.11 se requieren 
los específicos para este tipo de dron, 
según lo estipulado en el punto 6.2.1, ta-
les como:  la operación en condiciones 
meteorológicas adecuadas; la autoriza-
ción por parte de la autoridad aeronáu-
tica; respetar la velocidad máxima del 
dron; no operar encima de personas; 
tener la documentación pertinente en 
la estación de control, entre otras. 

En lo que respecta a la obtención de auto-
rización de su operación, según el pun-
to 6.2.3 de la NOM-107-SCT3-2019, se 
requiere lo siguiente: folio del registro 
de RPAS; información general acorde 
al apéndice A de la NOM; etiqueta de 
identificación; manual de operación, 
etcétera. 

C) RPAS grande (privado no comercial o co-
mercial). Para este tipo de RPAS no se 
aplican los numerales 4.10.1 y 4.10.2 
de la NOM-107-SCT3-2019. Adicional-
mente el punto 7.2.1 señala los reque-
rimientos y limitaciones, algunos de 
estos son: contar con la autorización 
de operación emitida por la autoridad 
aeronáutica; respetar el límite de ve-
locidad; contar con la documentación 
pertinente en la estación de control, 
cumplir con las Directivas de Aerona-
vegabilidad aplicables y vigentes; entre 
otras. Además de que el operador del 
RPAS debe contar con varios requisitos 
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establecidos en la NOM-107-SCT3-2019, 
punto 7.2.4.2

En lo que corresponde a la aprobación 
del tipo del RPAS grande, emitida por la 
autoridad aeronáutica, el fabricante debe 
contar con: plan de aprobación; informe 
general del RPAS; manuales aplicables 
(vg. vuelo, mantenimiento); así como los 
requisitos de equipamiento e instrumen-
tos para comunicaciones, navegación y 
vigilancia (punto 7.2.3 de la NOM-107-
SCT3-2019).

En lo que respecta a la póliza de seguro, 
las RPAS Micro, Pequeño y Grande para 
uso Privado No comercial o Comercial 
deben contar con un oficio de aprobación 
de la Póliza de Seguro de Responsabilidad 
Civil vigente por daños a terceros, emiti-
do por la Autoridad Aeronáutica, de con-
formidad con los puntos 5.2.1, inciso a); 
5.2.3.2, inciso f), y 7.2.1, inciso l, de la NOM-
107-SCT3-2019; todos relacionados con el 
artículo 72 de la LAC. 

En cuanto al uso de drones para captar 
fotografías aéreas, las RPAS Micro, Pe-
queño y Grande para uso Privado No co-
mercial o Comercial deben contar con la 
autorización de la Dirección General de 
Geografía y Medio Ambiente del Insti-
tuto Nacional de Estadística y Geografía 
(Inegi), siempre y cuando se capten foto-
grafías aéreas con cámaras métricas o de 
reconocimiento y de otras imágenes por 
percepción remota dentro del espacio aé-

reo nacional, lo cual debe tenerse en la 
estación de control durante la operación 
del RPAS, según los puntos 5.2.1., incisos b) 
y c); 6.2.1., incisos k) y l), y; 7.2.1., incisos i) 
y l) de la mencionada NOM y relacionado 
con los artículos 60 y 61 de la Ley del Siste-
ma Nacional de Información Estadística y 
Geográfica (LSNIEG).

Por último, dentro de los requisitos para 
comercializar los RPAS se estipula que en 
el empaque de venta se debe proporcionar 
información de aviso dirigido al operador 
del RPAS, con el propósito de informarle 
sobre los requerimiento y limitaciones 
para operarlo en el espacio aéreo mexi-
cano. Además de que dicha información 
puede contener los elementos mínimos 
publicados en el sitio de internet de la 
SCT/DGAC, según lo establecido en el pun-
to 11.1 de la referida NOM.

REGULACIÓN DE LA PULVERIZACIÓN 
AÉREA DE PLAGUICIDAS EN MÉXICO

La regulación de plaguicidas en México 
está distribuida en diversas leyes federa-
les, normas oficiales mexicanas (NOM), 
reglamentos, entre otras. Además de que 
se puede ubicar dentro de su ordenamien-
to jurídico diversas definiciones del con-
cepto plaguicidas como en la Ley General 
de Salud ([LGS], artículo 278, fracción I); el 
Reglamento en Materia de Registros, auto-
rizaciones de Importación y Exportación 
y Certificados de Exportación de Plagui-
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cidas, Nutrientes Vegetales y Sustancias 
y Materiales Tóxicos o Peligrosos ([Regla-
mento en materia de registro], artículo 
2º, fracción XXXVIII; además de la clasi-
ficación de los plaguicidas en sus fraccio-
nes XXXIX al LIV, Decreto por el que se 
reforman, adicionan y derogan diversas 
disposiciones del Reglamento en materia 
de registros [Decreto del Reglamento en 
materia de registro]); Ley Federal de Sani-
dad Animal (LFSA, artículo 4º); Ley Federal 
de Sanidad Vegetal (LFSV, artículo 5º), y; la 
NOM-232-SSA1-2009, plaguicidas: que es-
tablece los requisitos del envase, embalaje 
y etiquetado de productos grado técnico y 
para uso agrícola, forestal, pecuario, jar-
dinería, urbano, industrial y doméstico 
(NOM-232-SSA1-2009).

A mayor abundamiento, dentro del mar-
co regulatorio de plaguicidas se pueden 
ubicar algunos términos equivalentes o 
relacionados a estos como: substancia pe-
ligrosa o tóxica, según los artículos 278, 
fracciones III y IV, LGS y en el artículo 2º, 
fracciones LXII y LXIII del Decreto del Re-
glamento en materia de registro. Ante tal 
situación, Albert y Viveros señalan que la 
complejidad de tener diversidad de con-
ceptos en el derecho interno dificulta la 
comprensión y el tratamiento que le da-
rán las autoridades nacionales competen-
tes del país al plaguicida (Albert y Viveros 
Ruiz, 2018, p. 12).

En lo que corresponde a las autorida-
des nacionales competentes, el manejo y 

la gestión de los plaguicidas está a cargo 
de la Secretaría de Salud ([SSA], autoridad 
competente para la autorización de pla-
guicidas a través de la Comisión Federal 
para la Protección contra Riesgos Sanita-
rios [Cofepris], conforme a lo establecido 
en los artículos 3, fracción XIII; 194, pá-
rrafo primero y párrafo segundo, fracción 
III, de la LGS), la Secretaría de Agricultura 
y Desarrollo Rural (Sader) y la Secretaría 
de Medio Ambiente y Recursos Naturales 
(Semarnat). Cabe mencionar que la ges-
tión y manejo de plaguicidas en México 
se divide en varias actividades (vg. comer-
cialización, pulverización aérea) y pueden 
intervenir otras dependencias de la admi-
nistración pública federal.

Bajo el mismo tenor, la Cofepris tiene la 
facultad de ejercer la regulación, control, 
vigilancia y fomento sanitarios en mate-
ria de plaguicidas y fertilizantes; sustan-
cias tóxicas o peligrosas para la salud, 
según el artículo 3º, fracción I, incisos g) 
e i) del Reglamento de la Comisión Fede-
ral para la Protección contra Riesgos Sa-
nitarios (Reglamento interno Cofepris). 
Además de estar facultado para el registro 
sanitario de plaguicidas, ya sea para su 
ingreso al registro (aprobación), cancela-
ción o revocación, según el artículo 376 de 
la LGS. Paralelamente participan la Sader 
y Semarnat a través de la opinión técnica 
para el registro de plaguicidas en México, 
conforme a lo estipulado en el artículo 8 
del reglamento en materia de registros. 
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En lo que respecta a la regulación de la 
pulverización aérea de plaguicidas en Mé-
xico, existe la NOM-052-FITO-1995, por la 
que se establecen los requisitos y especi-
ficaciones fitosanitarias para presentar 
el aviso de inicio de funcionamiento por 
las personas físicas o morales que se dedi-
quen a la aplicación aérea de plaguicidas 
agrícolas [NOM-052-FITO-1995], la cual es 
aplicable para propietarios de pistas y/o 
aeronaves; así como pilotos prestadores 
de servicios de aplicación aérea de plagui-
cidas que operan en el territorio nacional. 
Siendo la Sader la autoridad responsable 
para vigilar y hacer cumplir lo establecido 
en la referida NOM (puntos 1 y 4).

En consecuencia, la NOM-052-FITO-1995 
está dirigida para aeronaves tripuladas, 
pero no a drones. Por ende, hay obligación 
para los prestadores de servicio de pulve-
rización aérea de inscribirlo en el Directo-
rio Fitosanitario (DF) ante la Sader, bajo 
el propósito de verificar e inspeccionar el 
cumplimiento de los lineamientos técni-
cos y su inscripción a tal directorio, según 
el párrafo sexto del considerando. Cabe 
mencionar que el DF se emplea para regu-
lar el desarrollo y la prestación de servi-
cios y actividades a cargo de las personas 
(físicas o morales); así como para difundir 
y conocer a las personas que cuentan con 
la certificación vigente para ejercer tal 
prestación, según el artículo 21 de la Ley 
Federal de Sanidad Vegetal (LFSV). 

En ese sentido, ¿se podría considerar 
que el uso de drones agrícolas para llevar 
a cabo la pulverización aérea de plaguici-
das en México está “permitida” al no ha-
ber una regulación sobre esta? Para dar 
respuesta a este cuestionamiento, se pro-
cede a abordar en primer término una 
ambigüedad que da lugar para considerar 
tres efectos en los ámbitos administrativo, 
ambiental y penal: 

A. Ambigüedad en la NOM-107-SCT3-2019
La NOM-107-SCT3-2019 establece en sus 
numerales 4.10.3 y 4.10.7 que el piloto del 
RPAS no debe soltar y/o tirar objetos o 
materiales que puedan ser dañinos para 
alguna persona o propiedad; así como que 
el operador y/o piloto de RPAS no debe 
emplear el dron para transportar mer-
cancía y/o sustancias prohibidas. En ese 
sentido, se reflexiona sobre el alcance de 
ambos numerales puesto que la NOM no 
profundiza al respecto. Entonces, ¿qué se 
entiende por materiales que puedan ser 
dañinos para alguna persona o propiedad; 
así como transportar sustancias prohibi-
das?

Si bien la NOM no define qué se entiende 
por materiales; sin embargo, el artículo 5º, 
fracción XVIII, de la Ley General para la 
Prevención y Gestión Integral de Residuos 
[LGPGIR] define el concepto “material” 
como: “Sustancia, compuesto o mezcla 
de ellos, que se usa como insumo y es un 
componente de productos de consumo, de 
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envases, empaques, embalajes y de los re-
siduos que éstos generan”. Bajo el mismo 
tenor, la NOM especifica dos elementos 
relevantes que deben considerarse sobre 
los “…materiales que puedan ser daño a 
cualquier persona o propiedad”, según el 
punto 4.10.3. 

En ese sentido, los plaguicidas son un 
material o sustancia que se emplea en la 
pulverización área por medio de drones. 
Por ende, es pertinente considerar lo dis-
puesto en la Ley General del Equilibrio 
Ecológico y la Protección al Ambiente 
(LGEEPA]), donde se define el concepto 
de “material peligroso”, en su artículo 3º, 
fracción XXIII, como: “Elementos, subs-
tancias, compuestos, residuos o mezclas 
de ellos que, independientemente de su 
estado físico, represente un riesgo para 
el ambiente, la salud o los recursos natu-
rales, por sus características corrosivas, 
reactivas, explosivas, tóxicas, inflamables 
o biológicoinfecciosas”. Adicionalmente, 
este mismo concepto se ubica en el artí-
culo 2º, fracción XII, del Reglamento en 
Materia de Registros, autorizaciones de 
Importación y Exportación y Certificados 
de Exportación de Plaguicidas, Nutrientes 
Vegetales y Sustancias y Materiales Tóxi-
cos o Peligrosos.

Dicho lo anterior, se consideran dos 
aspectos: el primero que la definición de 
“material peligroso” hace alusión a las 
sustancias tóxicas; mientras que el segun-
do, los plaguicidas (además de lo definido 

en el artículo 278, fracción I, de la LGS) 
es una sustancia tóxica que puede hacer 
daño a la salud y tener efectos adversos en 
el medio ambiente y, por ende, a la propie-
dad de algunos campesinos (vg. cultivos 
orgánicos o apicultura).

En suma, la LGS en sus artículos 278, frac-
ción III y IV, define los conceptos de “sus-
tancias peligrosas” y “sustancias tóxicas”, 
las cuales son elementos y/o compuestos 
químicos que tengan características de 
corrosividad, reactividad, inflamabilidad, 
explosividad, toxicidad, biológicoinfeccio-
sas, carcinogenicidad, teratogenicidad o 
mutagenicidad, que pueden causar efec-
tos adversos, sean inmediatos, tempora-
les o permanentes, al organismo cuando 
entran en contacto con este, tales como 
lesiones funcionales, alteración genética, 
teratogénicas, mutagénicas, carcinogéni-
cas o la muerte.

A mayor abundamiento, a través del 
tiempo, se han documentado los efectos 
adversos de los plaguicidas en el medio 
ambiente y el daño a la salud. Por ejemplo, 
en materia ambiental, Anglés Hernández 
(2018) señala que el uso indiscriminado de 
plaguicidas puede provocar, a largo plazo, 
la resistencia a los agroquímicos y altera-
ciones en el uso de suelo (p. 446); así como 
el impacto de los Contaminantes Orgáni-
cos Persistentes que dañan a los ecosiste-
mas de diversas formas como: 
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[…] bioacumulación en determinados or-
ganismos; daños a las especies no-blan-
co, es decir, aquellas a quienes no está 
dirigido específicamente el plaguicida, 
como los depredadores y parasitoides 
que de manera natural controlan las 
poblaciones de insectos-plaga, pero tam-
bién a especies como abejas y otros po-
linizadores, fundamentales para el de-
sarrollo del sistema alimentario. (Anglés 
Hernández, M., 2018, p. 446)

En lo que se refiere al daño a la salud 
ante la exposición de dicha sustancia se 
pueden desarrollar enfermedades o sín-
tomas como temblores, náuseas, diarrea, 
convulsión, afectación al sistema nervio-
so central, hígado, riñón, problemas en-
dócrinos, efectos teratogénicos, probables 
carcinógenos, problemas reproductivos, 
muerte, entre otros (Albert y Viveros Ruiz, 
2018, pp. 87-193; Bejarano González, 2017, 
pp. 22, 23, 25 y 26; Comisión Federal para 
la Protección contra Riesgos Sanitarios 
[Cofepris], s. f.).

Ahora bien, el Convenio de Estocolmo 
sobre contaminantes orgánicos persis-
tentes y el Convenio de Rotterdam sobre 
el procedimiento de consentimiento fun-
damentado previo aplicable a ciertos pla-
guicidas y productos químicos peligrosos 
objeto de comercio internacional conside-
ran algunos plaguicidas como sustancias 
peligrosas o prohibidas por sus caracterís-
ticas químicas e impacto en el medio am-

biente y en la salud, tales como el endosul-
fán; DDT, entre otras (Bejarano González, 
2017, pp. 22-23). Sin embargo, algunas de 
las sustancias listadas en estos convenios 
son clasificadas en México por el Catálogo 
de Cofepris (s. f.) como sustancias restrin-
gidas.

Adicionalmente, en la Opinión Consul-
tiva de La Haya (Tribunal Internacional 
Monsanto, 2017) se expone el impacto de 
los plaguicidas tanto en el medio ambien-
te como en la salud humana, donde se 
proporcionaron testimonios de personas 
afectadas en su salud por la exposición del 
herbicida glifosato como malformaciones, 
enfermedades crónicas renales, etcétera.

A mayor abundamiento, en México, la 
Comisión Nacional de Derechos Huma-
nos (CNDH) publicó la Recomendación No. 
82/2018 sobre la violación a los derechos hu-
manos a la alimentación, al agua salubre, a 
un medio ambiente sano y a la salud, por el 
incumplimiento a la obligación general de 
debida diligencia para restringir el uso de 
plaguicidas de alta peligrosidad, en agravio 
de la población en general (2018), en la cual 
se presenta un breve panorama de la pro-
blemática existente sobre la inexistencia 
de la regulación de límites máximos de 
residuos de plaguicidas en alimentos; la 
comercialización y uso de plaguicidas al-
tamente peligrosas, así como la vigencia 
indeterminada en los registros sanitarios 
de plaguicidas; entre otros.
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No obstante, en los últimos años, el Es-
tado mexicano ha adoptado medidas 
para reducir algunos plaguicidas como 
el glifosato (Decreto por el que se estable-
cen las acciones que deberán realizar las 
dependencias y entidades que integran 
la Administración Pública Federal, en el 
ámbito de sus competencias, para sus-
tituir gradualmente el uso, adquisición, 
distribución, promoción e importación 
de la sustancia química denominada gli-
fosato y de los agroquímicos utilizados en 
nuestro país que lo contienen como ingre-
diente activo, por alternativas sostenibles 
y culturalmente adecuadas, que permitan 
mantener la producción y resulten segu-
ras para la salud humana, la diversidad 
biocultural del país y el ambiente, 2020)  
e implementado algunas estrategias, ta-
les como: Estrategia Nacional de Suelo 
para la Agricultura Sostenible (Acuerdo 
por el que se presenta la Estrategia Nacio-
nal de Suelo para la Agricultura Sosteni-
ble [ENASAS], 2022), Estrategia Nacional 
para la Conservación y Uso Sustentable 
de Polinizadores (Aviso por el que se da 
a conocer el portal de Internet en el que 
se puede consultar la Estrategia Nacional 
para la Conservación y Uso Sustentable 
de Polinizadores [ENCUSP], 2021), donde 
consideran a los plaguicidas dentro de 
sus acciones para promover la agricultu-
ra sostenible y, por ende, salvaguardar la 
seguridad alimentaria. Dicho lo anterior, 
se procede a reflexionar sobre los aspectos 

administrativo, ambiental y penal del im-
pacto de la referida ambigüedad:

a) Aspecto administrativo 
Considerando lo establecido en la NOM-
107-SCT3-2019 y lo anteriormente men-
cionado, los drones agrícolas no podrían 
emplearse para la pulverización área de 
plaguicidas en México, dado que se in-
cumple al utilizar un material peligroso 
o tóxico que tiene un efecto adverso en el 
medio ambiente y daño a la salud, según 
lo establecido en su punto 4.10.3 y 4.10.7.

Además de que en el punto 14, de la refe-
rida NOM, señala que la Agencia Federal 
de Aviación Civil (AFAC) es la autoridad 
competente para revocar, suspender o 
cancelar cualquier autorización otorgada 
por motivo de incumplimiento y se pro-
cederá a la aplicación de las sanciones es-
tablecidas en la LAC y en su reglamento; 
así como la colaboración entre otras de-
pendencias de la administración pública, 
acorde con sus competencias y normativa. 

En ese sentido, el artículo 88, fracción II, 
de la LAC estipula una sanción al coman-
dante o piloto de cualquier aeronave civil 
por el transporte de artículos peligrosos o 
equivalentes sin autorización y cuya mul-
ta es de un mil a cinco mil Unidades de 
Medida y Actualización (UMA). 

Ahora bien, bajo el artículo 88 BIS 1, 
párrafos primero al tercero, de la LAC se 
establece que los poseedores y/o propie-
tarios de una aeronave no tripulada civil 
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pueden ser multados por doscientas a cin-
co mil UMA cuando se incumpliera cual-
quier obligación o condición estipulada 
en normativa aplicable. Incluso, acorde 
con la gravedad de la infracción, se le po-
día suspender el permiso, certificado, re-
gistro, matrícula, autorización o licencia. 
De igual forma se le podría revocar “[…] 
cualquier certificado, registro, matrícula, 
autorización o licencia, cuando a su juicio 
la infracción sea grave para la seguridad 
de las operaciones aéreas, y/o se haya vul-
nerado la integridad física de terceros y 
sus bienes”.

El 3 de mayo de 2023 se adicionó y re-
formó la fracción XVIII del artículo 87 de 
la LAC, la cual establece la sanción a las 
personas concesionarias, asignatarias, 
operadoras aéreas y permisionarias de 
servicio al público de transporte aéreo por 
“no cumplir con las disposiciones en ma-
teria de medio ambiente establecidas en 
esta Ley, el reglamento correspondiente, 
normas oficiales mexicanas y disposicio-
nes técnico administrativas aplicables en 
materia aeronáutica, multa de cuatro mil 
a siete mil […UMA]”. 

De tal manera que ante la inexistencia 
de una NOM en materia de pulverización 
aérea de plaguicidas por medio de drones 
(en adelante NOM-PAP-D) que especifique 
los criterios técnicos que se deben cumplir 
para realizar tal actividad es probable que 
no se aplique tal fracción; además de que 
la autoridad aeronáutica no es competen-

te en materia ambiental y, para ello, debe 
haber una colaboración con la Sader, SSA 
y Semarnat. 

Por último, es importante mencionar 
que en el Apéndice “K” Normativo: Registro 
de RPAS por el Operador de RPAS, el promo-
vente debe señalar la clasificación y pro-
porcionar la documentación respectiva 
sobre el dron a registrar, de acuerdo con 
la NOM-107-SCT3-2019. No obstante, en 
dicho documento no se especifica la acti-
vidad a realizar sino su uso acorde con la 
LAC. Además de que la AFAC no podría ne-
gar o revocar las autorizaciones por el uso 
de pesticidas dado que, desde la concep-
ción de la NOM-107-SCT3-2019, no es ex-
plícita la prohibición de emplear al dron 
para la pulverización aérea de plaguicidas. 

b) Aspecto ambiental 
Una de las características de los drones 
agrícolas es que optimizan el uso de los 
plaguicidas dado que se debe planificar 
la operación de rociado en el cultivo (DJI, 
2021a; DJI, 2021c, y; DJI, 2022c). No obs-
tante, en el sistema jurídico mexicano es 
inexistente una NOM-PAP-D que estipule 
las especificaciones técnicas, en la nor-
mativa, para la adopción de medidas que 
contemplen los efectos operativos sobre la 
aplicación y la deriva de la pulverización 
de plaguicidas. 

Bajo el mismo tenor, Onorato y Tesou-
ro señalan que la pulverización es uno de 
los medios más empleados pero su uso es 



R E V I S TA  E S P E C I A L I Z A D A  E N  I N V E S T I G A C I Ó N  J U R Í D I C A

126
UACJ. Revista Especializada en Investigación Jurídica, año 8, núm. 15 (julio-diciembre, 2024). ISSN: 2448-8739

complejo dado que se tiene que conside-
rar la preservación del medio ambiente y 
la salud (2004, pp. 4-5). Es decir que, por el 
fenómeno del viento, las gotas son arras-
tradas fuera del área de cultivo y en lugar 
de depositarse en el área deseada, caen en 
una zona no planeada; esto es conocido 
como deriva (Merani et al., 2019, pp. 46-47; 
Onorato y Tesouro, 2004, p. 5).

En la deriva pueden producirse dos efec-
tos: exoderiva y endoderiva. La primera 
radica cuando el tamaño de gota es menor 
y existen condiciones atmosféricas desfa-
vorables que arrastran las gotas fuera del 
área esperada; mientras la segunda ocurre 
cuando el tamaño y peso de la gota es ma-
yor y considerando otros factores (vg. tipo 
de superficie foliar, tensión superficial del 
líquido asperjado y velocidad) que contri-
buyen a impactar en las plantas del culti-
vo (Cedeño-Sabando, Mero-Mera, Vera-Es-
meraldas y Reyna-Bowen, 2020, pp. 65-78; 
Merani et al., 2019, pp. 46-47; Onorato y 
Tesouro, 2004, p. 5).

Cabe mencionar que otros Estados han 
regulado la pulverización aérea de plagui-
cidas por medio de drones. Ejemplo de ello 
es la Directiva 2009/128/CE del Parlamen-
to Europeo y del Consejo, de 21 de octubre 
de 2009, por la que se establece el marco 
de la actuación comunitaria para conse-
guir un uso sostenible de los plaguicidas 
(Directiva 2009/128/CE), la cual señala en 
su considerando catorce que: “La pulveri-
zación aérea de plaguicidas puede causar 

efectos negativos significativos en la salud 
humana y el medio ambiente, sobre todo 
por la deriva de la pulverización”.

Asimismo, el artículo 9 de la referida Di-
rectiva estipula la prohibición de la pulve-
rización aérea, salvo casos especiales en 
la que sea la única alternativa y que haya 
el menor impacto en la salud y en el me-
dio ambiente; así como que la evaluación 
y aprobación del plaguicida a emplearse, 
entre otras condiciones. Un aspecto que se 
destaca, de la Directiva, es la adopción de 
medidas para proteger el recurso hídrico, 
la reducción del uso de plaguicidas y la 
presentación de informes e intercambio 
de información (artículos 11, 12, 15 y 18).  

Ahora bien, México tiene varias leyes 
ambientales que buscan salvaguardar el 
derecho al medio ambiente sano, reco-
nocido en el artículo 4º, párrafo quinto, 
de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos (CPEUM). Además de 
que se reconoce la responsabilidad ante el 
daño y deterioro ambiental y, que a su vez, 
se encuentra regulado en la Ley Federal de 
Responsabilidad Ambiental (LFRA).

Además de lo anterior, la inexistencia de 
la NOM-PAP-D dificulta que la Sader pueda 
vigilar y monitorear esta actividad y que 
la persona (física o moral) se apegue a es-
pecificaciones técnicas con la finalidad de 
prevenir algún daño al medio ambiente o 
a la salud, incluso considerar a las legisla-
ciones estatales en materia de apicultura. 
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En consecuencia, tal situación vulnera el 
derecho al acceso a la información, dado 
que no existe una obligación para los pres-
tadores de servicio de tal actividad a ins-
cribirse en un registro público y, por ende, 
no hay un aviso de inicio de funciones que 
cumplan con los estándares establecidos 
en alguna NOM ni garantía de cumplir 
con las normativas ambientales ni tampo-
co manera de que sean inscritos en el DF. 

c)   Aspecto penal
La LGEEPA, en su artículo 182, estipula un 
apartado sobre los delitos de orden fede-
ral. Aunado a la regulación federal o local 
para evitar la contaminación de agua y 
suelo ante la aplicación de plaguicidas, de 
acuerdo con los artículos 120, fracción V, 
y; 134, fracción IV de la referida Ley.

En materia penal, el Código Penal Fede-
ral (CPF) establece el delito contra el am-
biente y la gestión ambiental, específica-
mente de las actividades tecnológicas y 
peligrosas, puesto que señala, en su artícu-
lo 414, la responsabilidad de no aplicar las 
medidas de prevención o seguridad para 
realizar alguna actividad con sustancias 
tóxicas y que cause efectos adversos al me-
dio ambiente; además de relacionarse con 
sustancias agotadoras de la capa de ozo-
no o cause riesgo de daño a los recursos 
naturales, áreas naturales, ecosistemas, 
calidad del agua. En materia de salud, se 
podría tipificar bajo el delito de lesiones 

(artículo 288 del CPF) al haber una altera-
ción en la salud de la persona.

Adicionalmente, la LFRA considera un 
capítulo sobre responsabilidad penal en 
materia ambiental (artículos 52 al 56), 
donde se dispone el procedimiento para 
denunciar el acto, hecho u omisión ante 
la autoridad competente y que se obligue 
a la reparación y compensación de los da-
ños ocasionados al ambiente.

En ese sentido, al no existir una NOM es-
pecífica en materia de pulverización aérea 
de plaguicidas mediante el uso de drones 
significa que no hay consideraciones téc-
nicas de la actividad con la finalidad de 
prevenir la exposición a áreas naturales 
protegidas, a contaminar zonas de agua 
y/o suelo, a las poblaciones aledañas y 
otros cultivos (vg. los orgánicos) o el im-
pacto a la actividad apícola. Ello puede 
dar lugar a una responsabilidad penal 
y ambiental, lo cual no está considerado 
dentro de la Póliza de Seguro de Responsa-
bilidad Civil vigente por daños a terceros, 
de acuerdo con el artículo 72 de la LAC. 

Además de que la NOM-107-SCT3-2019, 
en su Apéndice “M” Normativo: Reporte 
de Daños por RPAS, solo considera los da-
ños causados de heridas a personas o la 
muerte de esta; así como daños materia-
les como vehículos, casas, edificios, aero-
naves, postes, arboles, instalaciones. Sin 
embargo, no se considera la exposición 
del pesticida cuyo efecto puede no ser de 
inmediata detección. 
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RETOS DE LA PULVERIZACIÓN AÉREA 
DE PLAGUICIDAS PARA EL ESTADO 
MEXICANO

Algunos de los retos para la regulación 
de la pulverización aérea de plaguicidas a 
través de drones pueden ser los siguientes:

Mapeo e identificación de zonas restringidas, 
prohibidas o libres de drones
La NOM-107-SCT3-2019, en sus puntos 
4.10.1 y 4.10.2, establecen restricciones de 
distancia para volar cerca de aeródromos 
y helipuertos. No obstante, ante el uso de 
drones agrícolas para la pulverización aé-
rea de plaguicidas es necesario ampliar 
o definir otras zonas prohibidas, restrin-
gidas o libres de drones que involucren 
a las áreas naturales protegidas, las po-
blaciones aledañas, los ríos aledaños, los 
cultivos orgánicos cercanos a la zona de 
aplicación, la actividad apícola del lugar, 
entre otros aspectos. Para ello tendrán re-
levancia los estudios de la deriva para tal 
actividad, así como los criterios técnicos 
de la NOM en materia ambiental (conside-
rando la deriva). 

Un ejemplo es la plataforma ENAIRE 
Drones (https://drones.enaire.es/) de Es-
paña, la cual proporciona información 
aeronáutica mediante un mapa del espa-
cio aéreo basada en la AIP. En contraste, 
México no cuenta con una plataforma 
similar a la de España; sin embargo, en 
materia ambiental, existen algunas plata-

formas como el Sistema de Información 
Geográfica para la Evaluación del Impacto 
Ambiental ([SIGEIA] s. f.).

Ahora bien, la aceptación del uso de los 
drones para la pulverización de plaguici-
das en la agricultura implica comprender 
la pluralidad agrícola en México, pues de 
ello dependerá identificar las zonas para 
emplear el dron sin causar daño a las de-
más actividades de producción agroali-
mentaria; así como mantener actualizado 
un registro de los agricultores, cultivos, 
métodos de producción, etcétera. En con-
secuencia, se requiere promover la trans-
parencia proactiva en las autoridades 
competentes y facultar a estas para cola-
borar en la materia. 

Registro de los drones y su uso específico 
En la NOM-107-SCT3-2019 no se establece 
la obligación de un registro público de los 
drones autorizados o que hayan obtenido 
la certificación por parte de la AFAC, espe-
cificando el uso y lugar de operación. De 
tal manera que no es posible conocer los 
drones autorizados para realizar sus ope-
raciones, lugar, persona responsable o au-
torizada y bajo qué uso fue registrado. 

Además de que, de acuerdo con el apén-
dice K (anteriormente mencionado), se 
limita a especificar el uso de forma ge-
nérica (acorde con la LAC) sin señalar su 
utilización particular, pues como se ob-
servó en secciones anteriores, los drones 
agrícolas pueden ser clasificados bajo el 

https://drones.enaire.es/
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uso “privado no comercial” o “comercial”, 
dependiendo del caso en concreto. Inclu-
so, en los reportes de daños del RPAS no se 
considera el daño a la salud o por conta-
minación al medio ambiente sino a daños 
materiales y/o lesiones a las personas o 
muerte de esta, de manera inmediata.   

A mayor abundamiento, se requiere una 
normativa que faculte a la Sader para vi-
gilar y monitorear la pulverización aérea 
de plaguicidas por medio de drones, pues 
al momento se desconoce quiénes son 
los operadores y/o pilotos y si están cum-
pliendo los criterios técnicos para evitar o 
mitigar los efectos adversos al medio am-
biente o a la salud; así como identificar a 
las personas que emplean esta tecnología 
en sus cultivos. Tal como sucede con la 
NOM-052-FITO-1995, anteriormente co-
mentada.

En consecuencia, hay una vulneración al 
acceso a la información ambiental, la cual 
puede ser proporcionada por cualquier 
medio o formato relacionada no solo con 
el medio ambiente y recursos naturales 
sino también la vinculada con los riesgos 
ambientales, posibles efectos adversos al 
medio ambiente y daños a la salud, entre 
otros aspectos, según el artículo 2, inciso 
c), del Acuerdo Regional sobre el Acceso a 
la Información, la Participación Pública y 
el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambien-
tales en América Latina y el Caribe; artícu-
los 6, párrafo segundo de la CPEUM, y; 159 
BIS al 159 BIS 6 de la LGEEPA.

De tal manera que al no haber algún re-
gistro público sobre el uso del dron agrí-
cola ni del tipo de sustancias que se em-
plea en el cultivo ni las consideraciones 
técnicas del efecto de la deriva y el im-
pacto de los residuos peligrosos hacia las 
zonas mencionadas en el inciso anterior, 
complica el actuar de terceros; puesto que 
hay un impacto para ejercer el derecho al 
acceso a la justicia en materia ambiental, 
pues la población no es informada sobre 
las actividades que se llevan a cabo cerca 
de ellas.

CONCLUSIONES

La regulación mexicana en materia de 
drones de manera explícita no regula los 
efectos ambientales y de salud por la acti-
vidad de pulverización aérea de plaguici-
das por medio de drones; además de que la 
normativa en materia ambiental no prevé 
esta actividad con el uso de la referida tec-
nología; por lo que se requiere de una re-
gulación con una perspectiva integral que 
comprenda no solo los aspectos técnicos 
(que contemplen la deriva) sino también 
la ambiental y de salud, con la finalidad de 
prevenir contaminación y/o exposición al 
plaguicida.

De igual manera, el Estado mexicano ha 
sido omiso en la elaboración de una nor-
mativa pertinente para la pulverización 
aérea de plaguicidas mediante el uso de 
drones, ya sea que se permita bajo ciertos 
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estándares o se prohíba. Además de que, 
al momento, se carece de la autoridad fa-
cultada para la vigilancia y monitoreo de 
la referida actividad; así como de aspectos 
técnicos socioambientales para la misma.

Asimismo, se requiere señalar la obli-
gación de proporcionar un registro ac-
tualizado y público de los drones que se 
registran en el territorio mexicano y espe-
cificar su uso y actividad, principalmente 
cuando se emplea para pulverización aé-
rea de plaguicidas. 

Adicionalmente, un aspecto a destacar 
radica en la heterogeneidad agrícola de 
México; es decir, dentro del territorio na-
cional se practican diversos tipos de agri-
cultura (vg. la orgánica) y estas convergen 
con otras actividades productoras de ali-
mentos (vg. la apicultura); por ende, hay 
que considerar los diversos impactos que 
puede generar la pulverización área de 
plaguicidas entre los campesinos, en el 
medio ambiente y en la salud de las per-
sonas. 

Aunado a lo anterior, a pesar de que la 
legislación mexicana en materia ambien-
tal establezca diversos mecanismos para 
denunciar el hecho, acto u omisión que 
afecta a los derechos de las personas inte-
resadas, e incluso se consideren la respon-
sabilidad o determinar los medios de re-
paración y compensación del daño, estos 
no son suficientes dado que se debe priori-
zar la prevención de tal actividad ante los 

efectos adversos al medio ambiente y a la 
salud.
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